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Introducción

Oscar Ugarteche
David Bonilla

Estructura de libro

El objetivo general de esta obra es proponer un análisis de 
la oferta y la demanda de energía, principalmente del sector 
transporte. La oferta de energía se explora desde cuatro di-
mensiones: 1) el enfoque geopolítico, 2) la geoeconomía, 3) la 
justicia social en el acceso a la energía y 4) las políticas en 
materia de energía en México. Pocos trabajos confrontan los 
dos aspectos: prospectiva de la demanda de energía fósil y 
los desafíos de la oferta de ésta y de electricidad, así como del 
mercado energético global.

Este trabajo examina problemas energéticos (transición 
energética o te) con arreglo a un análisis integral. Por integral 
se incluyen los aspectos tecnológico, social, geopolítico y geoeco-
nómico de las energías fósiles. En cada transición energética 
hay factores importantes que permanecen iguales sin impor-
tar las particularidades del tipo de generación y de consumo 
de energía original a la final. Por ejemplo, unos autores definen 
las transiciones energéticas como el cambio de un sistema eco-
nómico dependiente de una serie de fuentes energéticas y 
tecnologías a otras [Fouquet y Pearson, 2012]. Por el hecho 
de ser un fenómeno complejo que involucra todas las partes de 
una sociedad, Fouquet y Pearson [2012] concluyen que, en 
general, las transiciones energéticas ocurren en periodos largos 
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de tiempo, de 40 a 130 años aproximadamente. Con frecuencia, 
se busca con ellas encontrar fuentes más eficientes, menos 
costosas y nocivas para la salud de las personas y del ambien-
te. Así, esta propiedad une todas las definiciones y permite 
verla como un fenómeno que se puede estudiar en extenso.

La hipótesis general es que la demanda de energía fósil 
está estrechamente ligada a la evolución de la oferta de ener-
gía fósil; dada la abundancia de ésta, la demanda de energía 
fósil de transporte aumenta en exceso, lo que dificulta la tran-
sición energética. Una hipótesis adicional a este trabajo en su 
conjunto es que China lidera el cambio de matriz energética 
en el mundo y Norteamérica (que incluye a México) es su prin-
cipal mercado en el continente americano.

El libro consta de seis capítulos; los dos primeros tratan 
de la oferta de energía desde el punto de vista de la geopolí-
tica y la geoeconomía, mientras que el tercer capítulo analiza: 
1) los principales límites estructurales que han enfrentado 
las transiciones energéticas en Latinoamérica durante va-
rios años, y 2) la justicia energética. El cuarto capítulo discute 
la posibilidad de reducir la demanda de energía fósil (princi-
palmente de derivados del petróleo) que es consumida cada vez 
más por el sector transporte. El quinto capítulo explora áreas 
de oportunidad y retos del sector hidrocarburos en tiempos de 
transición energética. El capítulo sexto describe los vaivenes 
de la administración pública de la política energética. Cada 
capítulo representa investigaciones sobre política energéti-
ca. Los dos primeros describen el control de la energía entre 
Estados Unidos y su periferia y, del otro lado, los brics+ (Brasil, 
Rusia, India, China y Sudáfrica, Emiratos Árabes Unidos, Ara-
bia Saudita, Egipto, Etiopía e Irán). En el resto de capítulos 
se debaten temas principales de preocupación para el diseño de 
políticas energéticas racionales en México (capítulos 4, 5 y 6). 

El primer capítulo, de las autoras Alicia Puyana e Isabel 
Rodríguez, explora cuatro dimensiones de geopolítica. Primero, 
discute el papel del petróleo en la geopolítica y la geoestrategia 
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mundial y el surgimiento de conflictos políticos interestatales. 
Segundo, analiza las vías de solución de los dos trilemas ener-
géticos básicos: 1) el trilema público: confiabilidad, accesibi-
lidad y sostenibilidad del suministro de energía, y 2) el trilema 
del capital privado: invertir en petróleo y gas y en las energías 
nuevas y preservar las utilidades del capital y precios bajos al 
consumidor final. Tercero, el capítulo describe las tensiones 
por la intensificación de la minería para las nuevas fuentes de 
energía y los conflictos de interés intra- e interestatales en-
tre los productores de combustibles fósiles y los de las fuentes 
renovables bajas en emisiones. Cuarto, se estima la distribu-
ción de costos y beneficios de la transición energética con cri-
terios de equidad entre los actores sociales.

Oscar Ugarteche (segundo capítulo) describe el papel de 
China, que empieza a dominar el sector de energías renova-
bles, y aclara el proceso de fractura de la globalización y las 
formas como el tema energético enfrenta a las dos grandes po-
tencias en el continente americano. China es un socio desta-
cado de inversión para la mayoría de los países de América 
Latina, sobre todo en la generación de energía renovable, 
minería de litio y expansión del transporte masivo urbano 
eléctrico. Las inversiones chinas abarcan una amplia gama de 
sectores, incluidos energía, transporte, minería, bienes raíces, 
finanzas, tecnología, turismo, entretenimiento, agricultura, 
salud, productos químicos, logística y servicios públicos, con 
un enfoque en iniciativas respetuosas con el medio ambiente, 
excepto en minería y petróleo.

Esteban Serrani (tercer capítulo) expone y evalúa los princi-
pales límites estructurales que han enfrentado las transiciones 
energéticas (te) en la región durante varios años. Para ello, se 
enfoca en cuatro aspectos interrelacionados: primero, examina 
la relación histórica entre América Latina y las causas del 
cambio climático; segundo, vincula las actuales te con su com-
pleja relación respecto del aumento del bienestar derivado 
del acceso a la energía; tercero, explora cómo la evolución de la 
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economía verde se ha convertido en un campo de batalla global 
por la innovación, y la manufactura de sus cadenas globales de 
valor marca el inicio de un nuevo ciclo proteccionista en las eco-
nomías más avanzadas; finalmente, analiza un conjunto de 
limitaciones estructurales que América Latina enfrenta al in-
tentar profundizar sus transiciones energéticas.

David Bonilla (cuarto capítulo) se concentra en el otro lado 
del debate sobre la demanda de energía fósil en el contexto de la 
te, desvía el enfoque de la política energética y explora un cam-
bio de paradigma basado en el control de consumo de energía 
como resultado de la adopción del transporte público masivo. 
A diferencia de los capítulos anteriores, donde se analizan 
problemas geopolíticos de la oferta de energía actuales, Bonilla 
construye proyecciones de consumo de energía fósil (gasolina y 
diésel) de transporte público.

Isabelle Rousseau, en el quinto capítulo, ofrece un panora-
ma amplio acerca de la complejidad de los retos que conlleva 
una transición de la matriz energética —para descarbonizar, 
conservar el medio ambiente y restaurar el tejido social desga-
rrado por un extractivismo desconsiderado— en países cuyo 
modelo de desarrollo ha estado basado en los hidrocarburos. 
Antes de centrarse en el caso mexicano, la autora ofrece una 
visión general, por ser el tema un asunto global. Rousseau bus-
ca presentar un abanico de temas sensibles al hablar de la 
transición energética, desde los diversos tipos de resistencia que 
suelen presentarse —tecnológica, institucional y cultural 
(identificadas en inglés como carbon lock-in)—, el “colonialis-
mo verde” o la imposición brutal desde el norte de medidas sin 
adecuarlas a países emergentes con distinto grado de desarrollo 
(económico, social, político, tecnológico), hasta la necesidad de 
considerar el sistema energético como un sistema “sociotécnico” 
—con una interacción constante entre lo técnico y lo social—, 
lo cual implica que cualquier cambio en la matriz energé-
tica debe ser pensado y diseñado como un nuevo sistema 
“sociotécnico”.
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El sexto capítulo, de Israel Solorio, aplica la perspectiva de 
Guerrero [2023] para explicar el sector eléctrico. Se ha dado la 
tarea de explorar la forma en que la nueva gestión pública (ngp) 
ha reconfigurado el aparato público-administrativo en México 
y cómo, pese a las fuertes resistencias que existieron durante 
años, penetró poco a poco en el aparato administrativo mexicano. 
Solorio demuestra que la reforma energética de 2013 estu-
vo fuertemente impregnada por dicha doctrina, en términos 
tanto de principios como de elementos configurativos del aparato 
administrativo y esquemas organizativos de gobernanza.

Matriz energética y su transformación

Este libro se basa en cierta medida en el proyecto “El cambio 
de la matriz energética en México: un enfoque interdiscipli-
nario desde la economía global y la economía de la energía”. 
El proyecto estudia cómo China lidera el cambio en la matriz 
energética global y cómo lo hace particularmente en México. 
Dicho cambio en la matriz energética cuestiona, en primer lu-
gar, la posición y el liderazgo de Estados Unidos, en general, y 
en México, en particular, en la medida en que el comercio de 
exportación de ese país está fuertemente liderado por el pe-
tróleo. En segundo lugar, el comercio automotriz de Estados 
Unidos, determinante para esa economía, se ve afectado por la 
creciente presencia de automóviles eléctricos e híbridos prove-
nientes de China, dado que Estados Unidos no ha cambiado 
su matriz energética automotriz, si bien los consumidores han 
tomado conciencia del problema ambiental. La transforma-
ción de la matriz energética desde el lado de la demanda tiene 
un efecto negativo en las economías de México y Canadá, am-
bas articuladas a la economía estadounidense que produce 
vehículos de energía fósil, mientras que China lidera ampliamen-
te en la fabricación y venta de automóviles eléctricos. También, 
en el mediano plazo, habrá repercusión en la balanza de 
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pagos de los países exportadores de petróleo, en general, y, 
en particular, de México, con efectos fiscales derivados 
cuando se produzca el cambio en la matriz de la oferta ener-
gética de una basada en energía fósil a otra centrada en 
energías renovables.

Las pruebas demuestran que Estados Unidos se ha reza-
gado en el proceso de cambio de matriz energética y sigue 
fuertemente anclado a la energía fósil, por lo que el proceso 
no se acelerará y, al parecer, México ha decidido tomar el mis-
mo camino. La dinámica del mercado automotriz parece estar 
en otra dirección, al menos en México, si bien no se cuenta con 
instrumentos de política pública para incentivar el uso de 
los nuevos vehículos (véase el capítulo 4).

La generación de energía limpia va en aumento en México, 
aunque con muy poco peso. En América del Norte, México es 
el país más fosilizado con el 88 % del total de la energía que 
utiliza de ese origen. De otro lado, China está a la cabeza en 
la producción de equipo solar y eólico y en la construcción de 
presas hidroeléctricas y espera tener, en 2026, una generación 
significativa de energía renovable para sustituir el carbón y el 
petróleo. En paralelo, China es el país que tiene más vehículos 
eléctricos en las carreteras y más autobuses eléctricos. An-
te esto, queda el reto de lograr una mayor generación y uso de 
la energía limpia. Existe un proceso de transformación hacia 
vehículos eléctricos de transporte masivo de pasajeros en las 
capitales latinoamericanas, con México en el tercer lugar, de-
trás de Bogotá y Santiago. Le siguen Sao Paulo, Quito y Buenos 
Aires [Statista, 2023]. En cambio, la Ciudad de México tiene 
otros medios de transporte de energía renovable complemen-
tarios a los autobuses, con lo que en total está en una posición 
líder si se incorporan los cablebuses, trolebuses, metros y 
trenes ligeros. México está en condiciones de impulsar una in-
dustria de autos eléctricos y sustituir la industria automotriz 
existente para que las empresas contribuyan con el costo de 
distribución eléctrica y la ampliación de la frontera de energía 
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limpia. De otro lado, se está ante la posibilidad de profundizar 
en el uso de energías limpias con tecnologías propias que se lo 
permitan e iniciar una nueva era de sustitución de importa-
ciones para México, como lo hace Estados Unidos.

Cuando ocurra el cambio de la matriz energética desde el 
lado de la oferta (véase los capítulos 1 a 3), se sentirá en muchos 
frentes, ante la posibilidad de importar mucho menos gasolina 
refinada, diésel o gas natural (para generar electricidad), y 
la disminución de la inflación, hasta los reajustes monetarios 
y la reorganización de la energía. En este libro, se analiza el 
cambio energético desde el punto de vista de la economía polí-
tica mundial y la economía de la energía, y se revisan los efectos 
económicos a largo plazo para México y el impacto político que 
podría tener. Igualmente se proponen políticas para lograr las 
metas deseadas.

Se pudo calcular y entender las consecuencias para la 
generación de electricidad y el sector transporte de las inver-
siones y tecnologías de China en la transición energética de 
México, dentro de las siguientes décadas a 2100, así como 
la participación de empresas de otras partes del mundo. Esto le 
abre a Pemex y a la Comisión Federal de Electricidad (cfe) 
una oportunidad para hacer un giro en la generación de energía 
limpia, posibilitando una nueva sustitución de importacio-
nes. En caso contrario, la economía mexicana puede terminar 
afectada adversamente en términos fiscales y de balanza de 
pagos, por su elevado déficit energético en gasolina, diésel y gas 
natural, así como en cuestiones ambientales.

El libro reproduce algunas ponencias directamente rela-
cionadas con la investigación en curso y empieza con el efecto 
del petróleo y el gas en las tensiones internas e internacio-
nales, así como su influencia en las políticas económicas y las 
relaciones globales. Destaca la interacción entre la demanda 
de energía y la política internacional, a partir de la geopolí-
tica y la geoestrategia en este contexto. Se argumenta que el 
control de los recursos energéticos ha sido motivo de conflictos, 
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y se explora el papel de las energías renovables en la transición 
energética y sus implicaciones en la seguridad nacional. Con eso 
se abre el problema más general en el marco de la teoría de las 
dos esferas, de la presencia de capitales chinos en la minería 
estratégica para las nuevas energías frente a la ausencia de 
capitales occidentales en dicha minería, en especial, de Esta-
dos Unidos. Se podría argumentar que la presencia militar 
estadounidense creciente en Sudamérica es parte de la es-
trategia de contención de Estados Unidos a los capitales chi-
nos. Por otro lado, los países mineros buscan las inversiones 
chinas por dinámicos y por grandes. La contribución minera 
al crecimiento del producto interno bruto (pib) en Chile, Perú 
y Ecuador es visible y la promesa de crecimiento en Argentina y 
Bolivia con las minas de litio es muy notable.

Existen cambios en curso en la matriz energética de México, 
en parte inducidos por inversionistas europeos con tecnologías 
de origen chino sin una política pública en esa dirección. Hay 
una presencia silenciosa de China en el sector energético, así 
como de transporte en general en proceso de maduración 
acelerada y modificará la relación de México con Estados 
Unidos al reducir la intensidad del comercio bilateral auto-
motriz. El cambio de matriz energética modifica la industria 
automotriz en México desde el lado de la demanda al pasar de 
ser fabricante de autos a energía fósil a eléctricos. Se estima 
que el peso de la industria automotriz estadounidense se re-
ducirá en el país conforme gane peso la industria automotriz 
china, sobre todo si se electrifica su sector transporte pesado y 
masivo de pasajeros. El cambio de la matriz energética afectará 
positivamente la contaminación ambiental, con una reducción 
mensurable de CO2 y gases con efecto invernadero. Los cambios 
serían profundos si se considera al parque vehicular al mismo 
tiempo que las ventas de equipo o componentes para autos eléc-
tricos y de autos eléctricos en las décadas siguientes. El cam-
bio en el mercado de automóviles, tráiler y autobuses altera el 
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perfil energético y ayudará a reducir el volumen de gasolina 
y diésel que se importa.

La política energética en Latinoamérica

Como se demuestra en el libro, las políticas energéticas en 
América Latina son variadas. En Bolivia, una empresa nacio-
nal de litio asociada con capitales chinos trabaja en el salar de 
Uyuni, donde la tecnología de refinación proviene de capitales 
extranjeros. Esto difiere de Argentina, donde una empresa 
china tiene el proyecto Cauchari-Olaroz, en una asociación 
entre Ganfeng Lithium Co. Ltd. y Lithium Americas Corp., 
Canadá, con un pequeño porcentaje de Jujuy Energía y 
Minería Sociedad del Estado (jemse); el proyecto Fénix, en 
Catamarca, Antofagasta de la Sierra, de Livent Corporation, 
de Estados Unidos, y Salar de Olaroz (Sales de Jujuy) en Jujuy, 
Susques, de Allkem Ltd., Australia, Toyota Tsusho, Japón, y 
jemse. Hay 35 proyectos adicionales, de los cuales cinco es-
tán en construcción, dos de capital de China y los otros, de Aus-
tralia, Corea del Sur, Canadá y Francia a medias con capita-
les de China. De los 38 proyectos, entre operativos y en 
proceso, sólo hay uno de capitales de Estados Unidos, lo que 
indica un cierto alejamiento de las inversiones directas ex-
tractivas de parte de ese país. No hay una empresa pública 
argentina en estos proyectos sino una participación en algu-
nos casos de jemse, que es una empresa público-privada de 
Jujuy, que promueve desarrollos energéticos sustentables a 
fin de impulsar el cambio de la matriz energética de la pro-
vincia de Jujuy y del país.

El tercer esquema es el mexicano, parecido al boliviano 
pero antagónico a los capitales de China, con una empresa 
estatal denominada Litio para México (LitioMx). Ésta se fundó 
con base en el trabajo de exploración efectuado por Gang Feng 
Lithium en sociedad con Bacanora Lithium, empresas chinas, 
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y se cancelaron nueve concesiones de exploración a las mismas 
empresas. A diferencia del modelo boliviano, donde la empresa 
pública se asocia con capital chino, en México se disocia del 
capital chino como expresión del conflicto entre las dos esfe-
ras de interés, pues el país entra en la esfera estadounidense. 
Ahora debe buscar una asociación con empresas occidentales 
con la tecnología de refinación. El caso está en arbitraje inter-
nacional.

La fractura de la globalización y el sector energético con-
tribuyen a las tensiones en la competencia entre grandes 
potencias en el continente americano. Se analiza la creciente 
influencia de China en América Latina, sobre todo en secto-
res como la energía renovable y la minería de litio. Se obser-
va que las relaciones comerciales y políticas repercuten en la 
recepción de inversión extranjera, lo que separa al continente 
en esferas de influencia entre Estados Unidos y China. La frag-
mentación de la globalización, al imponer Estados Unidos 
prohibiciones comerciales y altos aranceles a productos de 
China, se concentra en las industrias vinculadas de alguna 
manera con la energía, sea de transporte o de chips.

Para las empresas chinas y europeas, el mercado mexica-
no de transporte de pasajeros masivo o privado está desarro-
llándose sin una presencia estadounidense visible, con lo que 
se aprecian dos cosas: creciente penetración de equipos chi-
nos de transporte y proyección de una demanda creciente de 
electricidad sin una ampliación de la red eléctrica ni una reno-
vación de la existente. Del otro lado es notable la expansión de 
proyectos para exportación de energías renovables en la 
zona de frontera con Estados Unidos, sin que la zona misma se 
vea beneficiada con mayor provisión energética. Esto abre la in-
terrogante sobre el concepto de seguridad nacional y si se refiere 
a un país o la región de América del Norte, porque los proyectos 
indican mayor interconexión energética más que creciente 
autonomía. Hasta el año 2023, el 88 % de la energía de México 
tuvo fuentes fósiles y se concentró en transportes.
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Política climática e industrial

La crisis climática implica la necesidad de una transición 
energética urgente. El presente libro discute los desafíos y 
las limitaciones estructurales de esta transición en América 
Latina, incluida la complejidad de las relaciones entre el ac-
ceso a la energía, el cambio climático y la economía global. 
Se exploran propuestas para alcanzar la neutralidad del car-
bono, considerando las reflexiones de Serrani (capítulo 3) 
sobre políticas proteccionistas en países desarrollados. En 
lugar de anticipar una explosión en la generación de empleo 
verde en los próximos años, el sector de las energías renova-
bles, en particular la solar fotovoltaica y la eólica, experimen-
tará un crecimiento moderado en la creación de empleo en los 
países de la región. Esto se debe principalmente a que la mayoría 
de los puestos de trabajo se genera en actividades de menor 
valor agregado durante la construcción de los parques, como la 
obra civil y el montaje, mientras que se crean muy pocos empleos 
directos para las tareas de operación y mantenimiento (om), 
que son continuas a lo largo de la vida útil de los proyectos.

En resumen, sin una política industrial adecuada, será 
difícil observar un aumento importante en la creación de em-
pleo derivado de: 1) las energías renovables, y 2) transporte 
sustentable y su equipo en la región. Esto indica que se debe 
impulsar empresas o promover que se fabriquen los paneles so-
lares y los molinos eólicos en los países para masificarlos con 
rapidez conforme a una política de cambio de matriz, que pare-
ce ausente en general, aunque haya casos donde se observa 
su transformación, como Uruguay, Chile, Brasil y Costa Rica. 
La sustitución de la oferta energética en algunos países es 
menos importante que la sustitución de la demanda por el peso 
de las energías renovables hidroeléctricas y de biomasa.

Finalmente, se profundiza en la transición energética y sus 
desafíos, ante todo en economías dependientes de los hidro-
carburos, como México. Se examinan las políticas para hacer 
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que la industria petrolera sea más sostenible y equitativa, al 
considerar los problemas ambientales y sociales. Se proponen 
alternativas basadas en el marco legal, institucional y tecno-
lógico existente para lograr una transición más efectiva hacia 
una matriz energética más limpia.

Se abren algunos interrogantes como resultado de los tra-
bajos. Primero, si México tiene seguridad nacional o si se apoya 
en el concepto de seguridad regional de América del Norte. 
El segundo es si la falta de disposición para efectuar el cambio 
de la matriz energética se debe a los costos fiscales, a la con-
cepción de Pemex como rentable o a la convicción de que es 
irrelevante. ¿Existe una administración pública alerta que 
priorice este tema?, ¿le dan espacio político? Hay un proceso 
de cambio de transporte masivo de pasajeros y se han introdu-
cido los primeros vehículos privados de pasajeros eléctricos 
de origen chino que han llevado a que Estados Unidos cues-
tione si son una amenaza a su seguridad nacional y también 
si son producidos para su mercado. Todo indica que son para el 
mercado mexicano, pero a su vez no hay política pública 
para recibir esta inversión que efectuará una transición del 
transporte.

Prospectiva de energéticos del sector transporte

El trabajo de Bonilla nos indica las proyecciones a 2100 para 
contribuir a reducir la demanda de energía fósil con base 
en la expansión del transporte de autobuses y propone una 
prospectiva de transporte público sobre todo de: 1) autobuses 
de pasajeros, 2) su demanda de electricidad a 2100 y 3) del cre-
cimiento en su capacidad instalada (parque vehicular de auto-
buses eléctricos). A diferencia de los otros capítulos, el trabajo 
de Bonilla se concentra en la transformación de la demanda de 
energía fósil desde la óptica del transporte público.
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Los automóviles son la causa de muchas de las emisiones 
de gases de efecto invernadero y la interacción con el trans-
porte público (en su mayoría autobuses gestionados por el 
gobierno) implica que la expansión en el último podría ayudar 
a reducir emisiones del primero. Así, el análisis de Bonilla 
expone que la difusión de transporte eléctrico o el cambio 
hacia autos eléctricos o transporte público eléctrico (metrobu-
ses o autobuses eléctricos) puede ser un gran impulsor para 
comenzar la transición energética. Los autobuses eléctricos 
ofrecen, en principio, un ahorro considerable de consumo de 
energía fósil comparado con el automóvil particular. Esta difu-
sión del autobús eléctrico requiere generar electricidad de 
fuentes limpias, aunque esto dependerá de la matriz energética 
de cada país.

El cambio hacia energías limpias ocurre ante todo en paí-
ses altamente desarrollados. Bonilla presenta el panorama 
actual de la tendencia hacia la adopción de autobuses eléc-
tricos en diferentes escalas en México. Este autor  demuestra 
que existe un punto de inflexión para la transición hacia auto-
buses eléctricos cuando la proporción de ventas (o la propor-
ción de parque vehicular de autobuses eléctricos en el total de 
autobuses basados en energía fósil) entre autobuses eléctricos 
y automóviles basados en diésel o gasolina totales alcanza un 
5 %; esto se observa en otros mercados también, como auto-
móviles particulares. En este porcentaje, se muestra un 
crecimiento acelerado, aquellas ciudades o regiones que fuesen 
las primeras en adoptar la tecnología se podrían ver opacadas 
en número por la demanda popular y las ventas que crecen de 
manera más predecible y rápida. China y Noruega son el ejem-
plo prototípico y más exitoso de este fenómeno.

América Latina es un caso interesante, toda vez que la 
transición energética se encuentra en los dos lados de la dua-
lidad: por un lado, se requiere energía fósil para seguir im-
pulsando la economía pues todos los países se encuentran en 
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desarrollo. Mientras que, por otro, la región cuenta con un 
amplio potencial para energías renovables e hidroeléctricas, 
lo que hace factible la transición hacia energías limpias al 
mismo tiempo que deja de depender del petróleo a través del gas 
natural. Hay 26 millones de personas que carecen de acceso 
a electricidad en Latinoamérica [Cepal, 2019]; hay que tomar 
esto en cuenta en el plan de transición energética puesto que la 
decisión de optar por energías limpias, pero costosas, puede de-
jar a un mayor número de personas sin acceso a este recurso 
fundamental.

El concepto de seguridad energética a menudo se piensa 
como un concepto restringido a una nación. Para América 
del Norte se concibe como una región en la cual se ubican 
molinos eólicos en Baja California para vender energía a Cali-
fornia en el país del norte, mientras Pemex compra una refine-
ría en Texas para complementar su capacidad de refinación 
dentro de este país. De otro lado, la ausencia de política ener-
gética en Estados Unidos se repite en México donde las em-
presas no se encuentran ante una política pública que promueva 
el uso de energías renovables o, por el lado de la demanda, 
fomente el uso de vehículos eléctricos. La Ciudad de México 
tiene una política relacionada con la contaminación aérea y 
las partículas en el aire de transporte masivo de pasajeros con 
energías renovables.

Fuera de los autobuses, la Ciudad de México tiene cablebús, 
trolebuses, metro y tren ligero, lo que la convierte en una 
ciudad en la cual el transporte masivo de pasajeros se trans-
forma con rapidez como respuesta a una política de control 
de la contaminación ambiental. Desde el punto de vista de la 
oferta energética, no parece haber un cambio significativo en 
la ciudad, si bien existe un consumo creciente de placas solares 
como respuesta a la oferta de las empresas. El patrón ener-
gético depende de energías fósiles, por lo que la electricidad 
consumida por los vehículos de transporte masivo, si bien 
no contamina la ciudad, no influye sobre el calentamiento 



23

global, dado que el 88 % de dicha energía deriva de fuentes 
fósiles, ante todo.

La llegada de vehículos eléctricos a México obedece ra-
zones de mercado antes que de política pública. Los incentivos 
fiscales son insuficientes para la compra de éstos y, aunque 
existe una política de desarrollo de cargadores eléctricos por 
todo el país a cargo de la cfe, falta mucha inversión para este 
fin por parte de la propia empresa. En octubre de 2024 se aca-
baron los incentivos fiscales para la compra de autos eléctri-
cos importados [Monroy, 2024]. Tampoco hay una política de 
sustitución energética por placas solares del hogar. Esto cul-
mina en la llegada de fabricantes de autos eléctricos que 
quieren ensamblar y vender dentro del país, como las marcas 
Nissan, Ford, jac, gm, Audi, bmw, Mercedes Benz, Mini, Volvo, 
Tesla, byd, Porsche, mg, Omoda y, se espera, Renault. Fuera de 
esto se encuentran los vehículos híbridos. Estados Unidos ha 
solicitado una investigación sobre byd dado que su fábrica es-
tará en América del Norte y ellos consideran la empresa una 
amenaza a su seguridad nacional. Actualmente, la importa-
ción de automóviles chinos a Estados Unidos es baja debido a 
los altos aranceles. Se teme que estos aranceles no sean sufi-
cientes para resolver el problema, y algunas empresas chinas 
establecen plantas en México para evitarlos. El Departamento 
de Comercio planea investigar los riesgos para la seguridad na-
cional de los “vehículos conectados” provenientes de China y 
otros países hostiles. Es posible que las empresas chinas 
piensen en el mercado interno mexicano, y no en el estadouni-
dense como tal, para instalar sus fábricas en el país.

La necesidad de un nuevo paradigma y la transición energética

Urge una definición de política de sustitución energética 
en México y que no sea liderada sólo por el mercado. Por el 
lado de la demanda en el transporte masivo de pasajeros, 
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la sustitución no resuelve el problema del lado de la oferta; 
además, ambas deben tomarse en cuenta. La sustitución de 
vehículos privados será lenta si no hay una política pública 
la impulse mediante incentivos fiscales y con la instalación 
nacional de cargadores de parte de la cfe, como ocurrió en los 
primeros momentos en China y en Europa. Alemania, Noruega 
y China tienen lecciones de las cuales aprender en este campo.

Es necesario agregar que el paradigma actual de la te 
se basa en un cambio tecnológico (ejemplo: de camiones de 
pasajeros a camiones eléctricos o de energía fósil para generar 
electricidad a energías renovables); sin embargo, es nece-
sario considerar dos aspectos discutidos en los debates de 
energía sustentable y de política energética racional: los lími-
tes planetarios, los cuales se han visto rebasados por la econo-
mía mundial y donde el cambio climático es sólo un aspecto 
(como discuten ampliamente Steffen y colegas [2015], y Ri-
chardson y colegas [2023]), y la mayor escasez de la oferta de 
energía fósil y de minerales [Delannoy et al., 2021; Michaux, 
2021; Laherre et al., 2022]. No hay suficiente energía fósil ni 
materias primas para continuar con el crecimiento ni tampoco 
es posible desacoplar la economía de los impactos ambienta-
les, de emisiones de consumo de energía, de huella material (por 
ejemplo, Hickel [2020], Kallis et al. [2021]).

Este libro es producto del proyecto Universidad Nacional 
Autónoma de México-Programa de Apoyo a Proyectos de In-
vestigación e Innovación Tecnológica, IN303421, “El cambio 
de la matriz energética en México: un enfoque interdisciplina-
rio desde la economía global y la economía de la energía”. Los 
trabajos se presentaron al Primer Seminario Interdiscipli-
nario de Política Energética, en agosto de 2023, con el auspicio 
de la Fundación Friedrich Ebert.
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1. El petróleo: causa de guerras  
y desastres

Alicia Puyana Mutis
Isabel Rodríguez Peña

Objetivos

Esta investigación se propone, primero, analizar el papel del 
petróleo en la geopolítica y la geoestrategia mundial, además 
del surgimiento de conflictos políticos interestatales. Segundo, 
explorar las vías de solución de los dos trilemas energéticos 
básicos: 1) el trilema público: confiabilidad, accesibilidad y 
sostenibilidad del suministro de energía, y 2) el trilema del 
capital privado: invertir en petróleo y gas y en las energías 
nuevas y preservar las utilidades del capital y precios bajos al 
consumidor final. Tercero, examinar las tensiones por la inten-
sificación de la minería para las nuevas fuentes de energía 
y los conflictos de interés intra- e interestatales entre los pro-
ductores de combustibles fósiles y los de las fuentes renova-
bles bajas en emisiones. Cuarto, estimar la distribución de 
costos y beneficios de la transición energética (te) con criterios 
de equidad entre los actores sociales.

El trabajo asume que la seguridad nacional (sn) es el meollo 
de la seguridad energética (se) y debe proponer y justificar 
cómo estructurar la transición energética. Hoy se requiere 
añadir la equidad energética (ee), puesto que los desequilibrios 
en el acceso a la energía son factor de desigualdad, fenóme-
no global que desafía la estabilidad mundial. Este supuesto 
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conduce a cuestionar en qué medida los cambios en el mercado 
petrolero y del gas y en la matriz energética mundial, consta-
tados globalmente, han contribuido a consolidar la sn, la ee 
y la equidad global.

Introducción

Analizar en qué medida el petróleo y el gas han sido causa 
de confrontaciones intra- e interestatales apunta a escudriñar 
cómo afectan las políticas económicas y las relaciones inter-
nacionales de los países. Se trata de explorar, desde la economía 
política de la energía, el papel del petróleo y el gas en la geopo-
lítica y la geoestrategia de las naciones. También implica en-
tender la interacción entre las diversas demandas de energía 
de cada país y la política internacional. Se trata, en primer 
lugar, de la demanda proveniente del sector militar, esencial 
para la preservación de orden mundial y la sn; en segundo tér-
mino, la requerida para fines civiles, como el desarrollo eco-
nómico, el crecimiento de las actividades manufactureras, la 
integración del mercado nacional y de éste con el externo, 
el transporte, el progreso social, todo lo cual sintetiza en el 
consumo de electricidad. La relación entre estas dos deman-
das es directa: a mayor grado de desarrollo y sofisticación de la 
economía y de la infraestructura física de un país, mayores 
las demandas de sn y de la capacidad militar para defenderla. 
Analizar estas relaciones, en el enmarque descrito, precisa es-
tablecer qué es geopolítica y qué geoestrategia.

En términos generales, la geopolítica es el campo de es-
tudio interdisciplinario que analiza las relaciones políticas 
entre países o grupos de naciones al considerar el territorio 
y la geografía. Examina la influencia, en la política y en las 
estrategias nacionales e internacionales, de la ubicación geo-
gráfica de cada país, los estados con los cuales colinda, los re-
cursos naturales que posee en su territorio y las características 
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físicas de éstos. A su vez la geoestrategia, a partir del conoci-
miento aportado por la geopolítica, planifica el uso de los recur-
sos económicos, políticos, diplomáticos y de las capacidades 
militares disponibles con el fin de asegurar la posición de un 
país en el escenario internacional. Es claro que la geopolítica 
y la geoestrategia están estrechamente relacionadas. La pri-
mera proporciona el marco conceptual para definir el espacio 
vital1 de cada nación según los recursos territoriales necesa-
rios para la existencia y el desarrollo del Estado y la sn, y 
la segunda planifica y define las pautas a seguir y los reque-
rimientos a emplear para consolidar dicho espacio. Ni la 
geopolítica ni la geoestrategia son disciplinas neutras, toda vez 
que el objeto de estudio de una y otra, el recuento y pondera-
ción de los recursos territoriales y la estrategia a seguir se 
establecen en el marco ideológico de la sn y del espacio vital. 
De lo anterior emerge que todos los países institucionalizan 
estrategias geopolíticas, si bien sólo las grandes potencias 
pueden instrumentar geoestrategias.

En suma, este capítulo indaga cómo la geopolítica y la 
geoestrategia instrumentadas en buena parte del siglo xx 
y lo que va del xxi han estado moldeadas por la necesidad de 
las potencias mundiales de poseer petróleo para dominar el 
mundo, lo que conduce a conflictos por controlar las fuentes de 
energía, ya sea el agua, el carbón, el petróleo y el gas [Smil, 
2006; Arora y Gupta, 2013]. Asegurar el suministro de petró-
leo es también prioridad vital de los países en desarrollo, en 
su procura por el crecimiento económico, cerrar las brechas 

1 El espacio vital es el área que un país considera necesaria para la existencia y el desarrollo 
del Estado, sus intereses y la prosperidad de su población. Es un término controversial 
esgrimido por Hitler y que cayó en desuso al terminar la Segunda Guerra Mundial. Resurgió 
en los años sesenta, al fragor de la Guerra fría, y sigue vigente. Rusia consideró que el 
expansionismo de la Organización del Tratado del Atlántico Norte (otan) y el ingreso de 
Ucrania a ésta, amenazan su sn, por lo cual su “operación especial” es una acción de legítima 
defensa. La reacción de los países europeos indica la vigencia de la sn. En la estrategia de sn 
del presidente Biden, para Estados Unidos, su espacio vital es el universo, toda vez que 
contempla, además del globo terráqueo, el espacio [Simón y García, 2022].
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que los separan de los primeros y asegurar la integridad te-
rritorial en el espinoso proceso de la construcción nacional y 
cimentar la se. Ante los avances de la te, y dado el contexto 
de la geopolítica de la energía, la sn y la energética se exponen 
a viejas y nuevas dificultades y contradicciones derivadas del 
peso que los combustibles fósiles mantendrán en la vida de las 
naciones. Si bien las energías renovables dan independencia 
energética, los minerales para la transición son recursos no 
renovables y fuente de conflictos, hasta hoy latentes, que ya 
anuncian conflictos de interés entre los países que poseen las 
reservas o el capital y la tecnología para procesarlos y los gran-
des consumidores que carecen de éstos. Ya se evidencia cómo 
unos países incorporan a sus políticas nacionales la manera 
de asegurar el recurso, como lo hace el gobierno estadounidense 
y el de países de la Unión Europea. En el otro lado, aparecen los 
países que poseen las reservas y buscan un manejo nacional 
y controlar las rentas. El establecimiento de la te alumbrará 
las implicaciones en términos de sn.

Después de la introducción, el capítulo se conforma de la 
siguiente manera: en la primera parte se presenta la relevan-
cia económica y política del petróleo desde el marco de la geo-
política. La segunda parte analiza el petróleo como elemento 
central de la sn y de las estrategias de los países dependien-
tes para garantizar el acceso, muchas veces con acciones militares. 
La tercera parte plantea los conflictos alrededor del petróleo, y 
la cuarta aborda los cambios en el sector energético por la te 
y las probables presiones sobre la se. Al final se resumen las 
evidencias del estudio.

La geopolítica del petróleo y los nuevos espacios de conflicto

La geopolítica del petróleo compendía las estrategias, los pla-
nes y las acciones ejecutadas por los estados nacionales, solos o 
en alianzas con naciones afines, para asegurar el suministro de 
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petróleo y para defender el recurso. Los países productores 
más relevantes crearon, en septiembre de 1960,2 la Organiza-
ción de los Países Exportadores de Petróleo (opep) para elevar 
sus ingresos por petróleo y, en octubre de 1973, tomaron la 
rienda de las reservas y la producción, antes controladas por 
las Siete Hermanas.3 En respuesta, los países consumidores 
más importantes conformaron en febrero de 1974 la Agencia 
Internacional de Energía (aie), para proteger sus economías 
de futuros choques de precios, y pactaron políticas vinculan-
tes de seguridad y transición energética. Así, de un mercado 
dominado por el cartel privado de las Siete Hermanas, se 
pasó al conformado por dos carteles estatales antagónicos: 
la opep y la aie, en un juego de intereses complejo en el cual la 
seguridad en el abasto de petróleo y demás combustibles fó-
siles era el primordial interés de los países consumidores, y 
para los productores lo era lograr precios justos y renta acor-
de con el valor del crudo. Se esperaba que las nuevas reglas del 
mercado y de precios remunerativos reducirían la intensa 
explotación registrada entre las dos guerras mundiales y 
pospondrían el agotamiento de reservas [Puyana, 2015; Yergin, 
2011]. Para los países industrializados que en 1974 constitu-
yeron la aie, en la lógica de la sn, el suministro del petróleo era 
necesario para el crecimiento económico y ejercer su poder 
económico, político y militar en el mundo [Smil, 2017]. Para 
los países productores, suministrar el petróleo es la base de sus 
economías, el entramado político e institucional y la existen-
cia del Estado, toda vez que su fiscalidad depende de estos 
recursos [Puyana y Rodríguez, 2023]. Los países productores y 
los consumidores requieren que el mercado funcione y el pe-
tróleo fluya, en torno a lo cual no siempre ha habido acuerdo, 

2 Los países fundadores fueron Irán, Iraq, Kuwait, Arabia Saudita y Venezuela. Para mayor 
detalle véase: Puyana [2015] y opec, “Brief history”, en: <https://bit.ly/3W7wj2O>.

3 Cartel de las siete grandes empresas petroleras inglesas, estadounidenses, holandesas 
y francesas que controlaban toda la cadena de valor en función de su rentabilidad, sin 
relación con el valor del petróleo [Puyana, 2015].
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los conflictos han abundado y la solución no ha sido siempre 
pacífica [Buchelli, 2006; Puyana y Rodríguez, 2022], de lo 
que se colige que el petróleo ha constituido un factor de poder 
en las relaciones internacionales [Fournier y Westervelt, 2005]. 
La ecuación que plantea el autor se desplaza entre los con-
flictos de intereses nacionales de los países poseedores de 
las mayores reservas y los de las naciones más industrializadas, 
grandes consumidores de crudo, la mayoría sin reservas ni 
producción relevantes y dependientes de importaciones para 
satisfacer su consumo. Klare define la trascendencia del pe-
tróleo en la vida de los estados y la pone en el centro de la sn: “El 
petróleo no alimenta solamente los automóviles y los aviones. 
Nutre el poder militar, el patrimonio nacional y la política 
internacional; es un determinante del bienestar, la sn y del 
poder internacional para los países que lo poseen y lo con-
trario a los que no” [Klare, 2014: 5, traducción propia]. Devela 
la dicotomía entre consumidores y productores de crudo cuyo 
carácter antagónico desencadenó los choques de precios 
del petróleo en 1973-1982 y la creación de la aie, el órgano de 
los países industrializados.

El petróleo, factor de seguridad nacional y casus belli

En poco tiempo, la penetración del petróleo en la actividad 
económica generó “una auténtica geopolítica del petróleo, ba-
sada en la interrelación de tres factores: territorios de pro-
ducción, lugares de consumo y las rutas de transporte que 
unen a ambos” [Colgan, 2013]. En el centro de la “civilización 
del petróleo” está la red de ductos de gas y petróleo y las de 
transmisión y distribución de alta y baja tensión, un complejo 
y vital sistema circulatorio.

Múltiples hechos pueden afectar las relaciones de estos 
tres factores, generar crisis políticas y consumar el potencial 
de guerra del petróleo. Vale mencionar:
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[…] guerras por el control de los recursos o del territorio que los 
alberga; externalización de guerras civiles de los países petro-
leros; altercados por el control de rutas de tránsito, gasoductos y 
oleoductos, acciones para limitar las rentas petroleras a los paí-
ses antagónicos, como Venezuela, Irán o Rusia; controversias 
por el control de las rutas de tránsito, gasoductos y oleoductos o 
las alianzas que trastocan el orden mundial como la opep y la aie 
[Colgan 2013: 7, traducción propia].

Gráficamente expresó Churchill en 1909 el potencial del 
petróleo y su relación con el poder político y la sn: “El petróleo: 
una materia prima a dominar para dominar el mundo” [Puyana, 
2015: 18].

Desde otras urgencias, el presidente Clemenceau, reiteró 
esa trascendencia al escribir al presidente Wilson, en la espera 
del ataque alemán en la Primera Guerra Mundial, l’essence 
aussi nécessaire que le sang (“la gasolina es tan necesaria 
como la sangre”) [Meierding, 2020]. En los dos casos, el punto 
neurálgico es la función del petróleo como instrumento de poder 
geoestratégico internacional y de sn. Por ello, Churchill deci-
dió cambiar el carbón por el petróleo como combustible y 
alegar sus ventajas en términos de velocidad, espacio, tamaño 
de la tripulación y capacidad de fuego, y en 1909 creó la empre-
sa estatal Anglo-Persian Oil Company. Para Churchill: “Quien 
controle el petróleo ganará la guerra” [Stevenson, 2015: 1]. 
Estados Unidos y Francia emularon la iniciativa de Churchill 
y adoptaron el crudo para sus armadas. Ni Inglaterra ni Fran-
cia poseían reservas de petróleo en su territorio, por lo cual 
debían controlar sus territorios coloniales y dominios que las 
tenían.

Así emerge la “geopolítica del petróleo”, el estudio de las 
interacciones entre la política internacional y el suministro 
y la demanda de petróleo, y la “geoestrategia petrolera” o la 
política de protección de los intereses nacionales para asegu-
rar el abasto de combustibles fósiles esenciales. En suma: la 
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geopolítica y la geoestrategia de energía sintetizan el ejercicio 
del poder político, económico, militar y diplomático de un país 
para garantizar el acceso constante, seguro y a precios ase-
quibles de los recursos energéticos requeridos por la economía, 
la estabilidad política y el desarrollo del Estado, es decir, la sn 
[Smil, 2006].

La escasez o abundancia de recursos ha sido un determi-
nante de conflictos entre grupos humanos para apoderarse de 
los territorios que sí los tienen. En efecto, el suministro de agua, 
alimentos, animales y materias primas para la producción 
de bienes vitales ha dado lugar a enfrentamientos cuerpo a 
cuerpo y, con el avance tecnológico, con armas cada vez más 
sofisticadas, de mayor alcance y letalidad. Las guerras han 
sido un elemento incuestionable del avance de las ciencias 
y la tecnología desde tiempos remotos hasta el presente, in-
cluidas la Acción especial rusa en Ucrania (denominada guerra 
híbrida) y la actual ofensiva israelí contra Palestina [Houriham, 
2020; Brian, 1983]. Al inicio de la Primera Guerra Mundial 
las fuerzas armadas de Inglaterra tenían 823 automóviles, 
15 motocicletas y sólo en el 5 % de los buques el combustible era 
petróleo. Para el final contaba con 23 000 automóviles, 63 000 
camiones y 34 000 motocicletas, y en 1918 la producción men-
sual de aviones escaló a 2 688 unidades (durante la guerra 
Estados Unidos produjo 10 000 aviones). Para alimentar a la po-
blación civil y a los ejércitos, la agricultura respondió al impul-
so de la primera guerra y, para elevar los rendimientos por 
hectárea, desarrolló abonos, plaguicidas, mecanismos de riego, 
tractores y sistemas de conservación y transporte. Como bien 
lo anota Crawford [2019], la segunda guerra catapultó la 
industria aeronáutica, el radar, la computación, la producción 
de torpedos, bombas y muchos implementos más en contratos del 
gobierno con la iniciativa privada.

El autor señala que el costo monetario de las acciones 
bélicas estadounidenses, entre septiembre de 2011 y el fin de 
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2019, ascendió a unos 5.9 billones de dólares, y el consumo 
anual de crudo de las fuerzas armadas estadounidenses re-
presenta cerca del 16 % del consumo mundial y constituye el 
mayor emisor de CO2 del globo [Crawford, 2019]. Por la inten-
sidad del consumo de petróleo del país, proteger las rutas de 
suministro de crudo es una actividad constante de las fuerzas 
armadas estadounidenses, lo que implica mantener bases dis-
tribuidas en las zonas críticas del mundo y en capacidad de 
una rápida intervención en donde se requiera. Para sostener 
esa capacidad de una las fuerzas armadas y el Departamento 
de Defensa necesitan reducir la dependencia de la economía 
estadounidense del petróleo en general, y en especial del Medio 
Oriente, y por ello son uno de los primeros y más activos pro-
motores de la te y del fomento de las energías verdes, renova-
bles [Fournier y Westervelt, 2005].

Al impulso del aumento del consumo de carbón para las 
máquinas de vapor catalizado por la Revolución industrial, 
surgieron nuevos conflictos de interés y dieron luz a la geopo-
lítica y la geoestrategia petrolera y energética globales [Smil, 
2017]. En 1912, la sustitución del carbón por el petróleo en 
la armada británica marcó el despegue de la geopolítica del 
petróleo, basada en los emplazamientos de la producción, las 
rutas de transporte y los lugares de consumo. A diferencia 
del carbón, las reservas de petróleo están concentradas en 
un territorio relativamente pequeño, en unas pocas zonas del 
mundo. Esta concentración y otras cualidades del petróleo 
que configuran su gran versatilidad cambiaron el carácter 
de las luchas geopolíticas por el control de los territorios 
en donde estaban las reservas, que poco han variado desde 
la manifestación de Churchill del petróleo como un bien a con-
trolar para controlar el mundo, lo que implicaba dominar, a 
cualquier precio, la tecnología de toda la cadena de valor, ade-
más de los territorios y pactar complicados acuerdos políticos 
entre países productores y países consumidores [Puyana, 2015; 
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Yergin, 2020 y 1990].4  Durante la Segunda Guerra Mundial, el 
control del petróleo por Estados Unidos y la Unión Soviética 
fue factor central en la victoria sobre Alemania y se evidenció 
el vínculo entre el control del petróleo, la hegemonía nacional 
y su dominio imperial [Berenguer, 2010].

Las empresas petroleras adaptaron sus estrategias para 
responder a exigencias de los países dueños de las reservas 
de petróleo, de mayor participación en los beneficios de la 
explotación de este recurso. Tal fue el caso también de México 
y Colombia, luego que el primero, después de la nacionaliza-
ción del petróleo, fuera sometido a embargo y sanciones de 
los gobiernos estadounidense e inglés y de las corporacio-
nes petroleras que resistieron la nacionalización, desafiaron 
al gobierno y rechazaron todo acuerdo [Puyana, 2015 y Bu-
chelli, 2006]. El gobierno colombiano, renuente a enfrentar 
a las empresas extranjeras y otorgar participación política a 
los trabajadores, optó por mantener el petróleo en manos de los 
grandes consorcios extranjeros a cambio de una participación 
menor de Ecopetrol en las ganancias petroleras, la que 
creció en consonancia con las condiciones planteadas por las 
corporaciones [Bucheli, 2006; Puyana, 2011]. En cualquier 
entorno, las empresas privadas han de resolver el trilema que 
enfrenta el capital en esta industria: 1) sostener las inversio-
nes en el petróleo, su principal negocio; 2) defender los divi-
dendos pagados a los socios, y 3) invertir en la te [Pickl, 
2021], todo ello sin afectar a los consumidores.

Durante la Guerra fría (1947-1991), el mercado petrolero 
estuvo sometido a la confrontación ideológica, la carrera ar-
mamentista y el control de territorios con conflictos políticos 
importantes, como la prohibición de Eisenhower de exportar 
petróleo a Europa oriental u oponerse a todo intento nacionalis-
ta en Irak, para lo que orquestó con Inglaterra el derrocamiento 

4 Se utilizaron todas las formas de control: golpes de Estado (contra Mossadeg, por ejemplo), 
pactos secretos, invasiones y control neocolonial [Yergin, 2011; Buchelli 2006; Puyana, 2011].
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de Mohammad Mossadegh en 1956, quien intentó nacionali-
zar el petróleo. El surgimiento de gobiernos nacionalistas en 
Irak, Irán, Libia, Siria, entre otros, intensificó la confronta-
ción por el petróleo y la militarización de las relaciones con 
Medio Oriente y la invasión de Irak en 2003.

Para la reconstrucción de las economías de guerra a eco-
nomías civiles en Europa y Japón, así como la estadouniden-
se, se requerían precios del petróleo bajos, lo que se logró5 
gracias al control del mercado por las Siete Hermanas. El 
acceso al crudo a estos precios estaba vetado a los países so-
cialistas, por mandato explícito de la política internacional 
del presidente Truman, conocida como Doctrina Truman, en 
aras del objetivo central de contener la expansión del comu-
nismo. En respuesta, la Unión Soviética aumentó su producción 
para satisfacer la demanda de combustibles de la reconstruc-
ción de su economía y la de los países socialistas en Europa 
oriental.

A inicios de 1974, en respuesta al choque petrolero de 1973, 
se dio a luz a la política de se, la estrategia de los países in-
dustrializados para reducir la dependencia de sus economías 
del petróleo de la opep mediante la diversificación de produc-
tores de crudo y de fuentes, el ahorro de energía, por las vías 
de la menor intensidad petrolera de las economías. Hacia 
mediados de la década de los ochenta se promovieron acciones 
sobre diversificación al impulsar la energía nuclear, el carbón 
y el gas y, al mediar la década de los noventa, estímulos para 
el crecimiento de energías no contaminantes, como la solar y 
la eólica, y de tecnologías para bajar la intensidad energética 
y la intensidad petrolera (ip) [Davis, 1990]. La reducción de 
la ip ha sido notable. En 2022, la ip fue 3.1 veces menor que en 
1980 (268 millones y 837 millones de barriles por producto 

5 Durante la Segunda Guerra Mundial, el precio del petróleo fue de 1.9 y 17.0 dólares 
corrientes y constantes el barril, respectivamente, y entre 1945 y 1973, de 1.9 y 16.6 
dólares, respectivamente.
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interno bruto, pib, respectivamente). Sin esta disminución 
de la intensidad petrolera del pib de cerca del 65 %, dos 
tercios del pib entre 1980 y 2022, hoy se consumirían 300 millo-
nes más de barriles de petróleo al año y se emitiría tres veces 
más CO2. 

A principios del siglo xxi, la estrategia energética de Estados 
Unidos dio cabida a consideraciones ambientales, fiscales y de 
inversión, además de la se en el marco de la reindustrializa-
ción del país, misma que fue adoptada, con variaciones, por la 
Unión Europea. Dicha estrategia contempla la consolidación 
de una reserva estratégica de hidrocarburos administrada por 
la Agencia Internacional de Energía (iea, por sus siglas en in-
glés), y entre cuyos objetivos más importantes están la diver-
sificación de la oferta energética para reducir la dependencia 
del petróleo, garantizar el suministro energético contra posi-
bles interrupciones en la cadena de producción y distribución, 
aumentar la eficiencia energética y crear un clima estable para 
el retorno de la inversión a largo plazo. En efecto, en 2008, el 
Consejo de Relaciones Exteriores diseñó la estrategia estado-
unidense para sancionar países que el gobierno de Estados Uni-
dos clasifica como enemigos y que utilizan el petróleo como 
arma estratégica. Propuso reducir la demanda, aumentar la 
producción interna y electrificar el transporte para abatir 
la dependencia del petróleo importado y combatir los precios 
altos, calificados una carga financiera y transferencia de rique-
za desde los consumidores estadounidenses hacia los países 
petroleros [eslc, 2008].

Conflictos en torno al petróleo

La geopolítica de la energía ha evolucionado a la par del im-
pulso de la globalización, el avance de las cadenas de valor 
y el ascenso de gobiernos progresistas en varios países de Amé-
rica Latina y otras regiones del sur global. El conflicto entre 
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China y Estados Unidos por el liderazgo mundial como ex-
presión de la competencia entre grandes poderes establecerá 
el futuro de la energía mundial, ya que, aunque comparten 
intereses comunes, las diferencias entre estas dos potencias 
se pueden intensificar y afectar el comercio y acciones contra el 
cambio climático y otros fenómenos globales que demandan 
acciones colectivas. La guerra en Palestina ha puesto al mundo 
en jaque y, junto con el conflicto en Ucrania, puede llegar a 
afectar el mercado de energía, la economía mundial y alterar 
la geopolítica de cada país y sus relaciones con naciones de 
uno u otro bando.

Klare [2014] afirma que las contiendas por la energía han 
sido factor determinante en la mayoría de los conflictos de 
las últimas décadas o al menos desde la guerra entre Irán 
e Irak (1980-1988). De los conflictos latentes o potentes na-
ciones, Klare menciona aquel entre Rusia y Ucrania de 2014 
y el desatado desde febrero de 2022. A pesar de la evidencia 
de que en las raíces del conflicto hay múltiples factores, se 
puede afirmar que el flujo de gas que transita por Ucrania juega 
un papel estratégico.

Nigeria es uno de los mayores productores africanos 
de petróleo que concentra, entre 1980 y 2020, alrededor del 
30 % del continente, lo que rinde importante renta fiscal, in-
cluso después del pago jugoso a las empresas petroleras pri-
vadas. Al haber ignorado propuestas sólidas sobre los efectos 
negativos de la riqueza en recursos naturales, se presenta 
como un Estado que ha manejado mal las rentas y desatado 
el rechazo de una población que subsiste con menos de dos 
dólares al día, razón por la cual no es de extrañar el surgi-
miento de grupos como Boko Haram.

Otro ejemplo de los conflictos en torno al petróleo es la 
creación de Sudán del Sur, cuyas reservas ascienden a 3.5 
miles de millones de barriles. Si bien se consolidó la indepen-
dencia del Sur el 9 de julio de 2011, y con ello el control de 
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las reservas, subsiste el problema de la salida del petróleo 
hacia los mercados de destino, la cual se realiza por el Norte. 
Por esta salida, Sudán cobra altos impuestos, lo que condujo 
a conflictos que se dimitieron en agosto de 2012, al acordar 
una fórmula para reparto de la renta.

Las reservas petroleras en el mar de China meridional son 
estratégicas para los países que limitan con este cuerpo de agua: 
Brunéi, Camboya, China, Indonesia, Malasia, Filipinas, Sin-
gapur, Taiwán, Tailandia y Vietnam. Los ejes del conflicto son 
el valor de las reservas y su centralidad como vía de comu-
nicación. En los últimos diez años, China ha mostrado con 
creces su intención de fortalecer su presencia en el área a tra-
vés de buques pesqueros, islas artificiales, ejercicios militares 
y establecimiento de guardias costeras.

América Latina no ha estado ausente de los conflictos 
interestatales en torno al petróleo. En efecto, se considera la 
Guerra del Chaco (1932-1935), entre Bolivia y Paraguay, 
la primera de esta naturaleza en el mundo; ha sido la mayor 
en América Latina por duración y unas 85 000 bajas y fue 
instigada por empresas petroleras y el gobierno estadouni-
dense para controlar la región del Chaco, al parecer, rica en 
petróleo [Buchelli, 2006; Seiferheld, 2007]. Aparte de este con-
flicto armado, subyacen choques de interés latentes en cuyo 
trasfondo está el petróleo, como el caso del litigio fronteri-
zo colombo-venezolano en torno al lago de Maracaibo, en el 
cual se especula que hay gran riqueza en petróleo y otros 
recursos naturales. Otro conflicto latente es el que prevalece 
desde hace casi dos siglos por el Esequibo entre Venezuela 
y Guyana, intensificado por la convocatoria del presidente 
Maduro a un referendo, el 3 de diciembre de 2023, para rati-
ficar el río Esequibo como la frontera natural entre los dos 
países, lo que daría a Venezuela un territorio de 160 000 ki-
lómetros cuadrados y cerca de 11 000 millones de barriles de 
reservas.
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El mapa de la oferta energética ha evolucionado desde el 
dominio de las Siete Hermanas a la era de la opep, y ahora 
parece moverse hacia la hegemonía de los Tres Grandes Pro-
ductores: Estados Unidos, Rusia y Arabia Saudita [Yergin, 
2020], y un gran consumidor: China. Este último cada día 
ejerce más su influencia como potencia mundial y mediador 
político, de tal manera que logró el acuerdo entre Arabia Sau-
dita e Irán, algo inconcebible, aun por los mayores y más finos 
analistas del mercado mundial y del poder político del petróleo.

El avance de la seguridad energética y la transición energética,  
nuevos elementos a considerar para la seguridad nacional

Con la evolución de la oferta y la demanda de energía surgen 
nuevos retos, como garantizar estabilidad en el sistema energé-
tico en tanto base de la sn de cada país. En la década de los 
setenta la se giró en torno a la oferta, por ello, las políticas y 
estrategias a implementarse fueron la diversificación de fuen-
tes y oferentes de energía. De este modo, si bien la te no es 
un fenómeno nuevo, sí lo es como política pactada o acordada 
por los estados y declarado fundamento de la sn. Actualmente, 
bajo la visión de se sustentable, la diversificación de la estra-
tegia de cero CO2 deviene en pacto de sn a escala global, para 
mantener la estabilidad del orden mundial y no sólo la del mer-
cado energético.

La diferencia entre la transición que se detona con el shock 
petrolero y la actual son los factores que la motivan. En el pri-
mer caso, se planteó para reducir la dependencia hacia la ener-
gía más relevante, el petróleo, de esta manera se impulsa la 
energía nuclear, hidráulica y las renovables, en esta última, 
los biocombustibles son los que han tenido una mayor parti-
cipación en las décadas finales del siglo xx. Además, se impuso 
la exploración en nuevas reservas de fuentes fósiles; por ello, las 
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reservas de petróleo crudo crecen sin parar, en especial se obser-
va una amplia participación de Estados Unidos y el Reino 
Unido, entre otros.

Por otro lado, la te actual se sustenta, sobre todo, en lograr 
un sistema bajo en emisiones de carbono. Es decir, descarbo-
nizar a las naciones y, en particular, al sector energético, 
que es considerado el más contaminante. La te traerá nuevos 
retos para reducir las emisiones de CO2 y alcanzar las metas 
de 1.5 grados. La crisis energética por la ofensiva de Rusia a 
Ucrania en febrero de 2022 rememora el efecto del corte de 
la producción de la opep, si bien en un contexto diferente, 
como lo afirma la aie. El impacto fue mundial toda vez que la 
subida del precio del gas se canalizó a todos los países y les 
afectó según su demanda de gas y de crudo. Ante el desequi-
librio causado, la aie, en el World Energy Outlook 2023, sos-
tiene que el conflicto entre Rusia y Ucrania puede ser un 
punto de inflexión en la evolución del sistema energético 
mundial: “si las transiciones energéticas se hubieran reali-
zado con mayor rapidez, habrían ayudado a moderar el impac-
to de esta crisis y, además, se habrían tenido mejores opcio-
nes para salir de ella”. Este conflicto explica en buena parte 
las estrategias que han puesto en marcha diferentes países 
para incentivar las energías renovables, entre ellos, el plan 
REPowerEU en la Unión Europea, el Programa de Transfor-
mación Verde propuesto por Japón, el objetivo de Corea de 
aumentar la proporción de energía nuclear y renovable a su 
matriz energética, la Ley de Reducción de la Inflación (ira, por 
su nombre en inglés) en Estados Unidos, que proveerá subven-
ciones para financiar proyectos de energía limpia y climáticos, 
entre otros. Lo anterior muestra el interés político y económico 
de la transición energética como parte fundamental de la se 
subsumida en las estrategias de sn (diagrama 1).
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La te y la se, forman una unidad indisoluble por el sentido 
mismo de la energía en la vida socioeconómica de los países, 
por lo que todo avance en la te debe sustentar la sn. Si bien los 
costos de producción de los paneles solares han disminuido y 
hay mayor oferta de autos eléctricos, las reservas de los mi-
nerales necesarios para la te están concentradas en ciertos 
países. Por ejemplo, Australia representa más de la mitad 
de la producción mundial de litio; la República Democrática del 
Congo domina el 70 % de la producción de cobalto, mientras 
que el 40 % del níquel procede de Indonesia. Por añadidura, 
es de preocupar que China controla más del 70 % del proce-
samiento de los minerales raros. Los fenómenos se integraron 
en la estrategia de sn del presidente Biden como parte de sus 
políticas productivas que, más que antiinflacionarias, son de fo-
mento de las nuevas actividades industriales intensivas en 
conocimiento y tecnología en las cuales la competencia china 
desafía la hegemonía estadounidense [Simón y García, 2022]. 
Estrategia similar procura la Unión Europea en la Ley de 
Materias Primas Fundamentales promulgada en 2023 para 
asegurar el suministro de minerales para la te con las naciones 
que los poseen y de esta manera garantizar estabilidad en el 
proceso de descarbonización.

Conclusiones

Mientras el petróleo sea esencial para el ser humano, será 
parte fundamental de la política nacional de cualquier estado. 
Es su penetración en la actividad humana lo que ha causado 
que garantizar su acceso o en algunos casos mantener el 
control de las reservas sea la causa de conflictos inter- e in-
traestatales, y para quienes los deseen controlar será un deto-
nante de su poderío internacional. Es decir, como lo dijo Robert 
Ebel, del Centro de Estudios Estratégicos e Internacionales, 
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con sede en Washington, “el petróleo alimenta algo más que 
automóviles y aviones”.

El trabajo confirma que existe una relación entre los países 
grandes consumidores y su poderío militar, consecuencia de 
que la mayor parte de la estructura militar está direccionada a 
garantizar la seguridad de acceso a la energía. El caso más re-
levante para esta relación es la geopolítica que ha manteni-
do Estados Unidos. El ascenso de China como hegemonía 
internacional muestra acciones similares a las de los gran-
des consumidores de petróleo, con el mismo objetivo de man-
tener el control para garantizar la seguridad nacional. Al 
parecer, la transición energética podría relajar las presiones 
y los conflictos relacionados con el petróleo y el gas, empero, el 
hecho de que parte fundamental para la transición energéti-
ca serán los minerales esenciales y el control de la tecnología 
para las energías renovables no convencionales cuestiona este 
argumento. Por el contrario, podríamos estar frente a un 
escenario mucho más complejo, puesto que la transición será 
fundamental para la estabilidad global, que con una diversi-
ficación tan amplia de minerales para la transición podría 
indicar que los intereses y conflictos también se diversificarán. 
Éstas son algunas especulaciones que muestran su inminente 
relevancia ante el hecho que Estados Unidos y la Unión Europea, 
por mencionar sólo un ejemplo, incorporen los temas como 
parte de su estrategia de seguridad nacional.
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2. La competencia entre grandes potencias  
y la geoeconomía de la energía 

Oscar Ugarteche

Introducción

Este capítulo busca aclarar el proceso de fractura de la globa-
lización y las formas como el tema energético enfrenta a las dos 
grandes potencias en el continente americano. China es un 
socio destacado de inversión para la mayoría de los países de 
América Latina, sobre todo en la generación de energía reno-
vable, minería de litio y mejoramiento de transporte masivo ur-
bano eléctrico. Las inversiones chinas abarcan una amplia gama 
de sectores, incluidos energía, transporte, minería, bienes raí-
ces, finanzas, tecnología, turismo, entretenimiento, agricultura, 
salud, productos químicos, logística y servicios públicos, con un 
enfoque en iniciativas respetuosas con el medio ambiente, ex-
cepto minería y petróleo.

Se observa que la entrada de inversión extranjera directa 
depende de la disposición de un país a permitir operaciones chi-
nas en sus áreas de interés. Las naciones con fuertes lazos comer-
ciales con Estados Unidos y relaciones políticas significativas, en 
particular en la cuenca del Caribe, muestran reticencia a forta-
lecer vínculos con el capital chino, en tanto los de América del 
Sur (a excepción de Colombia, más asociado con el Caribe), 
parecen estar más maleables a las inversiones del país asiáti-
co. Este capítulo buscará analizar la geoeconomía de la energía 
y la fractura de la globalización en el campo energético y sus 
consecuencias para México.
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La competencia entre grandes potencias  
y la búsqueda de hegemonía

Respecto de la concepción de la hegemonía internacional, Fusaro 
[2022] afirma que hay una diferencia entre las interpretacio-
nes neogramscianas de Cox y Gills, que aplicaron de manera 
problemática los conceptos de Gramsci al ámbito global, y 
la perspectiva proporcionada por los Cuadernos de Gramsci 
porque los neogramscianos distinguen entre la dimensión 
nacional y la internacional. Cox examina la evolución de las 
perspectivas sobre el Estado y la sociedad civil en las relacio-
nes internacionales. Destaca la contribución de enfoques crí-
ticos, influidos por el marxismo, la hegemonía y las teorías del 
sistema-mundo, para reforzar la importancia del poder ma-
terial en el análisis de la creación de nuevos órdenes globales. 
La diferencia entre la Pax Britannica y la Pax Americana 
resalta sus efectos en las estructuras sociales, políticas y eco-
nómicas en esos dos países. Además, enfatiza las diversas prác-
ticas de internacionalización de la producción por medio de 
varios canales que generan las bases de las fuerzas de poder a 
finales del siglo xx. La hegemonía nacional se ejerce por medio 
de la autonomía geopolítica relativa de los Estados nacionales 
y utiliza el consenso y la coerción, mientras la hegemonía 
internacional implica la competencia entre Estados imperia-
listas por la preservación de la acumulación de capitales.

Gills [1993], por su parte, declara que las transiciones he-
gemónicas tienen consecuencias amplias económicas, sociales y 
políticas en el sistema-mundo, que conforma lo que se podría 
llamar un “modo de hegemonía”, que afecta el carácter del orden 
mundial. Sostiene que las transiciones hegemónicas refle-
jan el ritmo de competencia en el sistema-mundo que subya-
cen a los cambios en los patrones de acumulación mundiales y 
en especial a los ciclos de acumulación en el sistema mundial.

Desde la perspectiva del marxismo clásico y basándose 
en El capital, enfatiza que la construcción de la hegemonía es un 
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proceso que abarca elementos económicos, políticos y militares, 
que se diferencia de formas más débiles denominadas “hegemo-
nía sturm und drang” (de pasiones y tormentas). Concluye que 
los conceptos mencionados pueden aplicarse al análisis de la 
economía política mundial, al utilizar las vicisitudes de la he-
gemonía estadounidense como ejemplo.

El orden mundial de inicios del siglo xxi está compuesto 
por la competencia entre grandes potencias. Mearsheimer 
[2003] sostiene que la búsqueda incesante de poder implica 
que las grandes potencias tienden a buscar oportunidades 
para alterar la distribución del poder mundial a su favor. Para 
ser considerado una gran potencia, un Estado debe tener sufi-
cientes recursos militares para luchar seriamente en una 
guerra convencional total contra el Estado más poderoso del 
mundo. Debe tener alguna perspectiva razonable de conver-
tir el conflicto en una guerra de desgaste que deje al Estado 
dominante en verdad debilitado, incluso si ese Estado domi-
nante gana a la postre la guerra. En este sentido, China, con 
la mitad del gasto militar de Estados Unidos en términos de su 
producto interno bruto (pib) y un tercio en términos absolutos, 
no sería una gran potencia. Empero, la Casa Blanca consi-
dera sus acciones militares (ejercicios en el estrecho de 
Taiwán, y la disputa sobre las islas Diaoyu, que son las más 
visibles) y civiles (la venta de autos eléctricos, celulares, au-
tobuses eléctricos, uso de Tik Tok, computadoras, entre las más 
publicitadas) como amenazas a la seguridad nacional.

Una amenaza es, por definición, una expresión de inten-
ción de infligir daño, hacer el mal, dañar. ¿Cómo se define una 
amenaza a la seguridad nacional si no es en términos mi-
litares? Otra comprensión, según el Diccionario de la Real 
Academia Española (drae), es como advertencia, intimidación, 
conminación, amonestación. Si China no es una gran potencia 
en términos militares, es una amenaza que quizás deba ser 
considerada como intimidante. Su liderazgo tecnológico la 
hace intimidante para Estados Unidos.
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El concepto de seguridad nacional

China es un gran inversionista en energía en el mundo. Del 
total que tiene ese país invertido en el planeta, 2.2 billones 
de dólares, 803 000 millones están en energía (cuadro 1). El 
20.4 % de este monto se encuentra en el continente americano 
y, de eso, Canadá y Brasil concentran dos tercios de la inver-
sión: 41 720 millones en Canadá y 56 660, respectivamente, 
en su mayor parte en petróleo y gas.

Cuadro 1. Inversiones de China en el mundo, 2021

Sectores Porcentaje del total Millones de dólares

Agricultura 4.5 102 300 

Productos químicos 1.6 36 740 

Energía 35.4 803 380 

Entretenimiento 2.8 63 280 

Finanzas 3.9 87 700 

Salud 1.5 33 300 

Logística 2.2 49 400 

Metales 9.0 203 450 

Otros 3.4 78 130 

Inmobiliario 9.0 204 760 

Tecnología 3.9 89 140 

Turismo 2.4 53 650 

Transporte 18.6 422 130 

Servicios públicos 1.7 39 380 

Total 100 2 266 740 

Fuente: China Global Investment Tracker. Datos reunidos por The American Enterprise 
Institute and The Heritage Foundation, <https://n9.cl/rn781>.
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En el continente americano, se observa que China invierte 
en petróleo y gas, mientras lo que se destina a fuentes alter-
nativas apenas llega al 10 % del total invertido acumulado. Del 
total invertido en América del Sur que suma 197 450 millones 
de dólares, el 58 % está en energía y la mitad de eso es petróleo 
y recién aparecen las alternativas con el 10 % del total. El 7 % 
es compra de sistemas de distribución eléctricos que, llega-
do el caso, podrán conectarse a nuevas formas de generación 
eléctrica.

Las primeras inversiones de capital chino en el ámbito 
energético mexicano fueron en recursos fósiles realizadas 
por Sinopec en 2013 y China National Offshore Oil Corporation 
(cnooc) en 2016 (cuadro 2). La asociación entre Sinopec y 
Pemex, establecida tras la reforma energética de 2013, marcó 
el inicio de la colaboración comercial. En 2016, cnooc ganó dos 
bloques en la Ronda 1 mexicana, y paga regalías adicionales 
considerables para asegurar su presencia en el golfo de México 
y sus vastas reservas de petróleo en aguas profundas. La in-
versión de cnooc se centró en garantizar la seguridad a largo 
plazo del suministro de petróleo y destacó su experiencia 
en tecnologías avanzadas para la exploración y producción 
en aguas profundas. Los bloques adjudicados incluyeron el blo-
que 1 en el Cinturón Plegado Perdido y el bloque 4 en el golfo 
de México, con lo que se consolidó la presencia china en la es-
cena energética mexicana.

Los alcances de la contienda energética pasan por mantener 
el uso de los combustibles fósiles, de un lado, y, de otro, defi-
nir quién las controla. Visto desde el ángulo de la competencia 
entre grandes potencias (cgp), también pasan por las reservas 
de litio en el mundo, dado que este mineral se utiliza en las 
nuevas tecnologías energéticas. En el segundo escenario, 
Estados Unidos está del lado del combustible fósil y China 
lo reta, y China del lado del litio con el desafío estadounidense. 
No es que China descarte invertir en fósiles ni que Estados 
Unidos rechace el litio, sino que cada uno quisiera controlar el 
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mercado que le interesa y entrar al que el otro controla. Ésa 
es una manera no militar de comprender la cgp en el campo 
energético.

Cuadro 2. Inversiones de China en México

Millones de dólares  % Empresa Sector Subsector

100 50 Vive Energía Energía Alternativa

230 100 Envision Energy Energía Alternativa

180 100 Neoen Energía Alternativa

530 100 Zuma Energía Alternativa

100 100 Risen Energía Alternativa

240 100 State Power Energía Alternativa

110 Energía Hidro

280 Sinopec Pemex Energía Petróleo

1 110 cnooc Energía Petróleo

 180 Sinopec Energía Petróleo

360 Energía Termoeléctrica

Fuente: China Global Investment Tracker. Datos reunidos por The American Enterprise 
Institute and The Heritage Foundation, <https://n9.cl/rn781>.

Del total invertido por China en México, en energía, sin 
incorporar litio, el 46 % está en petróleo. Es ligeramente me-
nor a la proporción en América del Sur, donde es del 52 %. 
En Canadá, han invertido apenas 410 millones en energías 
alternativas, 8 910 millones en gas y 32 760 millones en petró-
leo. Esta forma de inversiones refleja la demanda petrolera de 
Estados Unidos (cuadro 3) más que los intereses de China en 
energías renovables en América del Norte. Desde México ha-
cia el sur, los recursos están distribuidos a medias entre petróleo 
y energías renovables, alternativas e hidroeléctricas. No hay 
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inversiones de China en Estados Unidos en energía renovable 
porque existe una prohibición explícita sobre en ciertos campos.

Cuadro 3. Inversiones de China en Canadá

Millones de dólares Porcentaje Empresa Sector Subsector

260 70 Farm Owned Power Energía Alternativa

150 Energía Alternativa

1 030 20 Shell Energía Gas

2 180 49 Encana Energía Gas

440 Energía Gas

1 240 10 y 5 Petronas Energía Gas

170 100 New Star Energy Energía Gas

100 Perpetual Energía Gas

2 830 15 Shell Energía Gas

560 100 Long Run Exploration Energía Gas

360 CQ Energy Energía Gas

130 17 Meg Energy Energía Petróleo

1 740 60 Athabasca Oil Corp. Energía Petróleo

4 650 9 ConocoPhillip Energía Petróleo

490 Athabasca Oil Corp. Energía Petróleo

1 220 5 y 45 Penn West, Penn West Energy Energía Petróleo

2 040 100 Opti Canada Energía Petróleo

670 40 Athabasca Oil Sands Energía Petróleo

300 Sunshine Oilsands Energía Petróleo

1 510 50 TransCanada Energía Petróleo

1 090 40 Athabasca Energía Petróleo

440 100 Bankers Petroleum Energía Petróleo
continúa…
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Millones de dólaresMillones de dólares PorcentajePorcentaje Empresa Empresa SectorSector SubsectorSubsector

190 190 EnergíaEnergía PetróleoPetróleo

310 310 EnergíaEnergía PetróleoPetróleo

2 100 2 100 100100 Daylight EnergyDaylight Energy EnergíaEnergía PetróleoPetróleo

15 100 15 100 NexenNexen EnergíaEnergía PetróleoPetróleo

300 300 100100 Novus EnergyNovus Energy EnergíaEnergía PetróleoPetróleo

120 120 EnergíaEnergía PetróleoPetróleo

Fuente: China Global Investment Tracker. Datos reunidos por The American Enterprise Institute and 
The Heritage Foundation, <https://n9.cl/rn781>.

La Executive Order 14083, del 15 de septiembre de 2022, 
de título “Garantizar una sólida consideración de los riesgos 
cambiantes para la seguridad nacional por parte del Comité de 
Inversiones Extranjeras en Estados Unidos (cfius)”, sección 2, 
dice:

El Comité considerará, según proceda, si una transacción cubierta 
implica capacidades de fabricación, servicios, recursos minerales 
críticos o tecnologías que son fundamentales para el liderazgo 
tecnológico de Estados Unidos y, por tanto, para la seguridad 
nacional, como la microelectrónica, la inteligencia artificial, 
la biotecnología y la biofabricación, la computación cuántica, las 
energías renovables avanzadas y las tecnologías de adaptación 
al clima. El Comité también tendrá en cuenta, según proceda, 
los vínculos pertinentes con terceros que puedan hacer que la 
transacción amenace con menoscabar la seguridad nacional de 
Estados Unidos [Executive Office of the President, 2022].

El Congressional Research Service [2020] indica que se han 
bloqueado cinco inversiones extranjeras dentro de Estados 
Unidos desde 2012, todas de capitales chinos y sólo una rela-
cionada con energía. Se prohibió a Ralls Corporation, propiedad 
de ciudadanos chinos, la adquisición de una empresa estado-

…continuación Cuadro 3
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unidense de energía eólica situada cerca de una instalación del 
Departamento de Defensa (dod, por su nombre en inglés) 
y se bloqueó a una empresa china, en 2016, la adquisición de 
Aixtron, una empresa de semiconductores, con sede en Ale-
mania con activos en Estados Unidos. Se bloqueó en 2017 
la adquisición de Lattice Semiconductor, Corp., por parte de la 
empresa china Canyon Bridge Capital Partners; en 2018, 
la adquisición de Qualcomm por parte de Broadcom; y en 
2019, Grindr llc, empresa de citas.

La empresa Ralls apeló ante el tribunal distrital de Esta-
dos Unidos para el distrito de Columbia y perdió. Los once 
criterios para definir una amenaza a la seguridad nacional 
bajo la ley citada (Executive Order 14083) son:

1) 	La producción nacional necesaria para satisfacer las 
necesidades de defensa nacional previstas.

2) 	La capacidad de las industrias nacionales para satis-
facer las necesidades de defensa nacional, incluida la 
disponibilidad de recursos humanos, productos, tecno-
logía, materiales y otros suministros y servicios.

3) 	El control de las industrias nacionales y la actividad 
comercial por parte de ciudadanos extranjeros en la 
medida en que afecta la capacidad de Estados Unidos 
para satisfacer sus necesidades de seguridad nacional.

4) 	 Los efectos potenciales de la transacción propuesta o pen-
diente sobre las ventas de bienes, equipos o tecnología 
militares a [determinados] países.

5) 	Los efectos potenciales de la transacción propuesta o 
pendiente sobre el liderazgo tecnológico internacional 
de Estados Unidos en áreas que afectan la seguridad 
nacional de Estados Unidos.

6) 	Los efectos potenciales relacionados con la seguridad 
nacional sobre las infraestructuras críticas de Estados 
Unidos, incluidos los principales activos energéticos.
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7) 	Los efectos potenciales relacionados con la seguridad na-
cional sobre las tecnologías críticas de Estados Unidos.

8) 	Si la transacción cubierta es una transacción controla-
da por un gobierno extranjero, según lo determinado 
en la subsección (b)(1)(B) de esta sección.

9) 	Según proceda, y en particular con respecto a las tran-
sacciones que requieren una investigación en virtud 
de la subsección (b)(1)(B) de esta sección, una revisión de 
la evaluación actual de [la relación del país extranje-
ro con la seguridad nacional de Estados Unidos].

10)	La proyección a largo plazo de las necesidades de Es-
tados Unidos de fuentes de energía y otros recursos y 
materiales críticos.

11)	Otros factores que el presidente [de Estados Unidos] o 
el Comité [cfius] puedan determinar apropiados, en ge-
neral o en relación con una revisión o investigación 
específica [50 U.S.C. app. § 2170(f)].

El uso recurrente del término seguridad nacional obliga 
a definir el término: según la Heritage Foundation, organi-
zación empresarial [Holmes, 2014], los usos no militares del 
término incluyen siete acepciones:

1) 	Seguridad política: protección de la soberanía del go-
bierno y del sistema político, así como la seguridad de 
la sociedad frente a amenazas internas ilegales y presio-
nes externas.

2) 	 Seguridad económica: protección de la capacidad econó-
mica y financiera de una nación, que incluye la libertad 
para tomar decisiones económicas y financieras, así como 
la protección de la riqueza y la libertad económica fren-
te a amenazas y coacciones externas.

3) 	Seguridad energética y de recursos naturales: acceso 
a recursos como petróleo, gas, agua y minerales, de-
terminado por el mercado sin interferencias externas 
con motivos políticos.
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4) 	Seguridad interior: funciones de seguridad nacional 
que incluyen seguridad aeroportuaria, portuaria, fron-
teriza, del transporte y aplicación de leyes de inmi-
gración, organizadas en el Departamento de Seguridad 
Interna.

5) 	 Ciberseguridad: protección de infraestructuras informá-
ticas y sistemas de datos del gobierno y ciudadanos 
contra interferencias perjudiciales, tanto internas como 
externas.

6) 	 Seguridad humana: protección de personas contra ham-
bre, enfermedad, represión y perturbaciones de la 
vida cotidiana, con enfoque en causas sociales y econó-
micas, administrada por las Naciones Unidas.

7) 	Seguridad medioambiental: respuesta a conflictos cau-
sados por problemas medioambientales y protección 
del medio ambiente y clima como fines en sí mismos, 
incluye el abordaje de la degradación medioambiental 
como una amenaza a la seguridad nacional.

La Agencia Internacional de Energía define la seguridad 
energética como la disponibilidad ininterrumpida de fuentes 
de energía a un precio asequible. La seguridad energéti-
ca tiene muchos aspectos: por un lado, la seguridad energé-
tica a largo plazo se ocupa principalmente de las inversiones 
oportunas para suministrar energía en función de la evolu-
ción económica y las necesidades medioambientales. Por 
otro lado, la seguridad energética a corto plazo se centra en la 
capacidad del sistema energético para reaccionar con pronti-
tud ante cambios repentinos en el equilibrio entre la oferta y 
la demanda.

En el caso de Ralls Corporation y la energía eólica, no se 
utiliza el concepto en el sentido de seguridad energética de la 
aie ni lo incorporado en la tercera acepción de la Fundación 
Heritage. Otro enfoque desde el realismo es el de Sussex et 
al. [2017], quienes concuerdan con T. V. Paul y Norrin Ripsman 
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[2010] en que los Estados continúan como los actores básicos 
de la seguridad en las relaciones internacionales, lo que im-
plica que es vital profundizar en cómo se define seguridad na-
cional en las circunstancias contemporáneas. La capacidad de 
los Estados para identificar, clasificar y responder a los daños 
se ha visto mermada por la globalización, los avances tec-
nológicos y el aumento de otras amenazas, desde los actores 
transnacionales hasta las catástrofes naturales. En este senti-
do, difieren de William Robinson quien propone que son las 
empresas trasnacionales las que gobiernan y definen. La evi-
dencia del fallo judicial del caso Ralls Corporation sugiere 
una fuerte presencia del Estado y una concepción de amenaza 
Estado-Estado. Dice:

•	 antecedentes. I. Antecedentes legales La Sección 721 
de la Ley de Producción de Defensa de 1950, también 
conocida como la “Enmienda Exon-Florio”, estableció 
el cfius [Comité de Inversiones Extranjeras de los Es-
tados Unidos]. La sección 721 otorga al cfius y al Pre-
sidente la autoridad para tomar medidas en relación 
con una “transacción cubierta”, que se define como 
“cualquier fusión, adquisición o toma de posesión... 
por o con cualquier persona extranjera que pueda dar 
lugar al control extranjero de cualquier persona que 
participe en el comercio interestatal en Estados Uni-
dos” [50 U.S.C. app. § 2170(a)(3), 2012]. 

El cfius es un comité compuesto por los secretarios del 
Tesoro, Seguridad Nacional, Comercio, Defensa, Estado, Ener-
gía y Trabajo; el fiscal general de Estados Unidos; el director de 
Inteligencia Nacional y los jefes de cualquier otro departa-
mento ejecutivo, agencia u oficina que el presidente considere 
oportuno o sus designados.

Es el Estado, como tal el cfius, de Estados Unidos quien 
define “la persona extranjera que pueda dar lugar al control 
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extranjero de cualquier persona que participe en el comercio 
interestatal en Estados Unidos”. Dado que Ralls Corporation 
es una empresa asentada en Delaware, el control extranjero se 
refiere al país de origen de los inversionistas y no a la em-
presa misma.

El proteccionismo y las amenazas a la seguridad nacional:  
el transporte de pasajeros

En otros trabajos [Ugarteche y León, 2022; Ugarteche et al., 
2023; Ugarteche y Hernández, 2023 ], se ha afirmado que China 
lidera el cambio de la matriz energética mundial de los com-
bustibles fósiles a las energías renovables, y siguen cuidado-
samente los dictados de los Acuerdos sobre Cambio Climático 
de la Organización de las Naciones Unidas (onu). El gobierno del 
país ha incluido este punto en varios de sus planes quinque-
nales de desarrollo y en la financiación de proyectos energéti-
cos internacionales. Un resultado buscado en los periodos 
2010-2020 fue la expansión de la tecnología de los coches eléc-
tricos —en el lado de la demanda energética— y la producción 
barata de paneles solares —en el lado de la oferta—, cuyos pre-
cios han caído 85 % en el mismo periodo. A causa de esto, Esta-
dos Unidos y la Unión Europea acusaron a China por dumping 
en la Organización Mundial del Comercio (omc); finalmente, la 
Unión Europea retiró su caso del tribunal de la omc, en tanto 
que Estados Unidos lo mantuvo y aumentó sus aranceles 
mediante la guerra comercial; al mismo tiempo, saboteó el 
nombramiento de nuevos jueces al tribunal de controver-
sias de la omc en 2018 y al final, en noviembre del 2019, cesó sus 
funciones al terminar el periodo de trabajo de la última juez 
nombrada. Washington rechazó un nuevo plan de más de 100 
países miembros para iniciar la contratación de nuevos jueces 
en 2020. Hay 170 casos de 57 naciones contra Estados Unidos en 
la omc por proteccionismos diversos.
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Para Estados Unidos, la importancia tanto de la indus-
tria petrolera como de la automovilística son cuestiones de 
seguridad nacional en términos de seguridad económica y ener-
gética, pues el combustible fósil es la principal exportación 
de Estados Unidos y las empresas petroleras son una parte 
importante del pib. La industria automovilística, que fue un 
pilar de su economía, parece haber dejado de serlo. Luego de 
varios rescates fiscales a Ford, gm y Chrysler, la producción 
automovilística se exportó a otros países al tiempo que el 
consumo de automóviles de marcas no estadounidenses en 
dicho país creció. Hay proteccionismo a la industria automo-
triz eléctrica que es la nueva que podría relanzar el sector, con 
un productor importante: Tesla, y otros menores: Rivian, Ford 
y gm. La protección a la industria de autos eléctricos en Es-
tados Unidos consiste en aranceles del 27.5 % sobre el precio 
de importación de vehículos terminados en China de marcas 
chinas y, a partir de la ley climática que el presidente Biden 
firmó en 2023, se introdujo un reembolso de hasta 7 500 dó-
lares en créditos fiscales para los consumidores que adquie-
ran vehículos eléctricos fabricados en Estados Unidos con 
materiales mayoritariamente nacionales. La ley incluye una 
prohibición general de los productos chinos. Los legisladores 
niegan a las empresas de China, Rusia, Corea del Norte e 
Irán el suministro de materiales a los coches que reciban las 
desgravaciones fiscales.

La administración de Biden propuso, en diciembre de 2023, 
nuevas regulaciones para aumentar la producción de bate-
rías para vehículos eléctricos en Estados Unidos y reducir la 
dependencia de China en la cadena de suministro para limi-
tar el acceso de empresas chinas a créditos fiscales federales 
y desalentar el uso de materiales chinos en la construcción 
de fábricas de baterías en este país. Las reglas cambian la diná-
mica de la industria automotriz, que actualmente depende 
en gran medida de China para sus materiales y su tecnología 
de baterías. El proteccionismo guarda relación con los altos 
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costos de producción estadounidenses de automóviles eléc-
tricos en lo que es una nueva industrialización por sustitución 
de importaciones para fortalecer los eslabones internos.

La ley exige a los fabricantes de baterías que firmen contra-
tos o acuerdos de licencia con empresas chinas que se asegu-
ren de que conservan ciertos derechos sobre sus proyectos. Esta 
disposición pretende garantizar que una empresa china no 
controle efectivamente un proyecto de este tipo. Dice el por-
tal del Servicio de Impuestos Internos (en inglés, Internal 
Revenue Service, irs), autoridad fiscal de Estados Unidos: 
“Si pone en servicio un nuevo vehículo eléctrico enchufable 
(ve) o un vehículo de pila de combustible (vpc) en 2023 o des-
pués, puede optar a una desgravación fiscal para vehículos 
limpios”. Una condición es “ensamblaje final en Norteamérica”. 
Ésta es la protección a los fabricantes estadounidenses adicio-
nal al 27.5 % de arancel al vehículo fabricado fuera de Estados 
Unidos y que no puede ser fabricado en este país. En general, 
eso explica la mínima presencia de automóviles de origen 
chino en Estados Unidos.

Hay una advertencia sobre el liderazgo de los automóviles 
eléctricos autónomos chinos como una amenaza a la seguridad 
nacional de dicho país. Lewis [2021] afirma que la próxima 
ola de automatización, centrada en el transporte, destaca la im-
portancia de los vehículos autoconducidos (av) que representan 
avances significativos en productividad y seguridad. Además, 
las tecnologías detrás de los av tienen amplias implicaciones 
comerciales y posiblemente militares. Un av es un vehículo 
que puede operar sin intervención humana activa, son dispo-
sitivos autónomos que automatizan tareas comerciales ruti-
narias y tendrá un profundo efecto en la industria automotriz 
y afectará el transporte y la vida urbana. Los av son una de 
las principales áreas de inversión en inteligencia artificial, lo 
que subraya su importancia futura.

El año 2023 pone a prueba la hipótesis de cómo se definen la 
seguridad nacional y la nueva industrialización por sustitución 
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de importaciones (isi). En marzo de 2023, las autoridades chi-
nas autorizaron la operación comercial de vehículos autónomos 
sin supervisión. En octubre de ese año, General Motors reci-
bió la orden de retirar sus vehículos av Cruise que circulaban 
en California. En diciembre de 2023, los industriales de av le 
pidieron al Departamento de Transporte de Estados Unidos 
el apoyo para el mejoramiento de vehículos autónomos, por el 
riesgo de perder terreno frente a competidores como China.

La definición de “seguridad nacional” puede leerse “como re-
zago ante la competencia” y “nos ganan la partida”. Este tema 
se verá repetido en productos de alta tecnología con la red 5G 
lanzada por China en 2019 y 5.5G en 2024, mientras att 
no logró fabricar a tiempo su red 5G y salió al mercado en 
2021. De 5.5G no hay noticias en América del Norte. Léase: es 
“una amenaza a la seguridad nacional”.

En 2021 se aprobó una ley que prohíbe la financiación fe-
deral del transporte público para los fabricantes vinculados 
con China. Esa prohibición afecta a byd que manufactura au-
tobuses eléctricos en una planta en Lancaster, California. La 
diferencia entre byd y Proterra, la otra fábrica de autobuses 
eléctricos en California, yace en que Proterra es una empresa 
quebrada en proceso de restructuración [Proterra, 2023], en 
tanto byd es una empresa pujante que no puede hacer uso de 
fondos federales. La protección es, por tanto, a una industria no 
rentable que requiere de fondos federales para existir en Esta-
dos Unidos. Las mayores empresas que producen autobuses 
en Estados Unidos son: Proterra, byd, Gellig, Volvo. Al decir del 
Centro de Transporte y Medio Ambiente, de los 70 000 auto-
buses de transporte público de Estados Unidos, sólo 2 % es de 
emisiones cero versus el 60 % de la flota de autobuses de China, 
según datos del gobierno chino para 2020. La única fábrica de 
autobuses de capital chino en Estados Unidos es byd.

La definición de “amenaza a la seguridad nacional” —len-
guaje de la Guerra fría— que contiene una amenaza estra-
tégica militar, en realidad se refiere a las ramas donde las 
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empresas de capital estadounidense no logran competir con la 
tecnología del país asiático. Señaló Allison [2020] que el país 
asiático es el principal fabricante de autos del mundo, desde 
2009, y de automóviles eléctricos. Tiene la mayor capacidad 
de energía solar y controla los eslabones iniciales de esta 
rama industrial, la mayor supercomputadora que implica una 
industria de microchips no clonados ni copiados y, finalmente, 
es el país con más investigación en inteligencia artificial 
(ia), lo que hace de TikTok y todo lo que contenga ia de origen 
chino, por ejemplo, una “amenaza a la seguridad nacional”.

Los nuevos vehículos voladores son otro ejemplo [Buckup, 
2023]. Esta idea de taxis voladores fabricados en Alemania por 
Volocopter, empresa propiedad de Geely de China, entrará 
en operaciones. El vehículo es de dos plazas, tiene 18 rotores 
con capacidad para despegar y aterrizar verticalmente. En 
2011, Volocopter fue el primero en construir y volar un pro-
totipo inicial en Alemania, elaborado a partir del concepto del 
dron. Entra en fabricación en 2024. El 13 de octubre del 2023, 
la Administración de Aviación Civil de China (caac) autorizó al 
primer taxi de despegue y aterrizaje vertical eléctrico (evtol) 
del mundo, llamado eh216-s y fabricado por EHang, una so-
ciedad privada con sede en Guangdong, y tiene la autorización 
para volar sin piloto a bordo. Existen símiles estadounidenses 
(Doroni y Alef Aeronautics) y europeos (Airbus) inactivos aún, 
de modo que previsiblemente será declarado amenaza a la 
seguridad nacional.

La fabricación de autobuses eléctricos de pasajeros en 
China se inició en 2014. Su evolución fue muy acelerada y 
según el “XIV Plan Quinquenal para un Sistema de Trans-
porte Moderno e Integral (2021-2025)”, publicado el 18 de enero 
de 2022, dado el principio de fomento de la transición ecológi-
ca, orientado a las personas y la innovación, los autobuses de 
nueva energía (neb) cumplen un importante papel en la es-
trategia china de reducción de las emisiones de carbono en las 
ciudades (gráfica 1).
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El transporte urbano complementa el transporte interur-
bano donde “más del 95 % de las ciudades con más de 500 000 
habitantes estarán cubiertas por la red ferroviaria de alta velo-
cidad, con trenes que circularán a 250 kilómetros o más por 
hora”. Éstos serán eléctricos y se continuará con la electrifi-
cación de la red ferroviaria de pasajeros y carga. Dice: “im-
pulsaremos la electrificación del transporte público urbano y 
de los vehículos de distribución logística” [People’s Government 
of Fujian Province, 2021]. En dicho plan se espera que se in-
cremente de 66 % al 72 % la proporción de ve en la circulación 
de los autobuses públicos urbanos de China en 2025, con la 
eliminación casi total de los vehículos a diésel. Esto va a acom-
pañado de la planificación y construcción de una red de re-
carga e intercambio eficiente para vehículos de nueva energía 
enfocada en centros de transporte, estacionamientos, áreas 
de servicio de autopistas y otras ubicaciones estratégicas. 
También destaca la importancia de una disposición racional de 
la generación de energía fotovoltaica y otras fuentes en esta-
ciones de transporte y a lo largo de autopistas y ferrocarriles.

Cuadro 4. Número de autobuses eléctricos registrados por año 
(en millares)

2016 2017 2018 2019 2020 2021 2022 Total

China 105 90 96 78 66 50 54 539

Europa 1 0 1 2 2 4 5 15

Estados Unidos 1 0 1 1 1 1 2 7

Otros 0 0 1 1 5 2 4 13

Total 107 90 99 82 74 57 65 574

Fuente: iea (International Energy Agency),<https://bit.ly/3DEQGy5>.

El informe gtz con el Ministerio Chino de Transporte mues-
tra que 89 % de los nuevos autobuses vendidos en China en 
el 2019 fue eléctrico a batería y que las baterías son de litio. El 
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total de autobuses eléctricos registrados por el iea entre 2015 y 
2022 de China es de 539 000, seguido por Europa con 15 000 
y Estados Unidos con 7 000 en el mismo periodo (cuadro 4).

En su búsqueda de expansión, la empresa byd construyó 
plantas en Brasil y compró en Estados Unidos en Lancaster, 
California. En México abrió una planta asociada con Marco 
Polo para fabricar buses que se venderán en México. El anun-
cio de la construcción de una planta automotriz de parte de 
byd y de vw en 2024 para fabricar automóviles eléctricos para 
América del Norte son la estrategia que salvaría las restric-
ciones de Estados Unidos anunciadas en 2023.

China logró el objetivo de alcanzar el 20 % de ventas de 
vehículos de nuevas energías tres años antes de lo previsto, 
a pesar de haber reducido por etapas sus subvenciones a la 
compra de ve desde 2017, y las ventas de coches eléctricos con-
tinúan al alza. Se espera que las ventas sigan en aumento 
debido, en parte, a la creciente disponibilidad de modelos de 
ve asequibles, aunque 2023 será el primer año sin ninguna 
subvención, según el iea [2023]. El 60 % de ventas de ldv eléc-
tricos proyectados en 2030 coincide con la cuota global en el 
escenario de emisiones netas cero para 2050. China está en la 
vanguardia del cambio de vehículos de pasajeros, privados y 
de transporte masivo y de vehículos de carga del mundo.

En 2019, vendió 930 000 vehículos en el mercado anual de 
23.6 millones de automotores, lo que no lo hace un competidor 
significativo dentro de China. En Estados Unidos, tiene el 4 % 
del mercado automotriz de 2022, según Statista. Tesla es un 
éxito de publicidad.

Las marcas propias en China aumentaron su cuota de 
mercado hasta el 41.2 % en 2021, liderados por saic Motor Cor-
poration, con 2.76 millones de unidades vendidas en 2021. 
Changan Automobile, con alrededor de 1.76 millones, y 
Dongfeng Motor Corporation, con 1.33 millones de unidades 
vendidas ese año. Las marcas alemanas y japonesas tienen 
el 20 % del mercado automotriz cada una.
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El proteccionismo y las energías renovables

La matriz energética de Estados Unidos frente a la de China 
y Alemania se puede apreciar en el cuadro 5, donde Estados 
Unidos está orientado a fósiles de petróleo y gas, igual que 
Alemania, y el europeo tiene un peso de biomasa y de carbón 
importante (35.6 %); mientras que Estados Unidos no lo tiene 
(16 %). Los renovables en Estados Unidos pesan apenas el 
16.6 %, en Alemania el 14.2 %. China tiene una matriz mucho 
más carbonizada con el 86 % concentrado en fósiles, lidera-
do por carbón; tiene el 14 % de energías alternativas con más 
solar y eólica que los otros dos. México tiene la matriz más fosili-
zada de los cuatro países con el 88.3 % de la energía fósil y el 
11.1 % de energías renovables.

Cuadro 5. Matriz energética 
(Porcentaje de generación de terajoules, 2021)

Europa Asia América del Norte
Alemania Gran 

Bretaña
China India Turquía México Canadá Estados 

Unidos
Brasil

Carbón 22.6 3.2 60.6 44.6 25.1 5 2.3 10.9 4.7
Petróleo 36.8 34.8 18.1 23.7 28.8 44.3 32.9 38.3 37.2

Gas 26.6 39.4 8.0 5.8 27.4 39 40.3 34.2 9.4
Subtotal fósiles 86.00 77.40 86.70 74.10 81.30 88.30 75.50 83.40 51.30
Nuclear 0.4 8.1 2.8 1.3 0.0 1.5 7.6 9.4 1.3
Hidroeléctrica 0.1 0.3 3.0 1.5 3.8 1.6 11.5 0.1 12.3
Alternativas 0.7 5.3 3.6 1.5 11.6 3.2 1.3 3.0 3.5
Biomasa y otras 13.0 8.9 3.9 21.6 3.4 5 4.2 4.1 31.7
Subtotal renovables 14.20 22.60 13.30 25.90 18.80 11.30 24.60 16.60 48.80
Total 100 100 100 100 100 100 100 100 100

Fuente: iea.

Según el iea, entre 2019 y 2024 se espera que China lidere el 
impulso mundial hacia las energías renovables, pues contribu-
ye con el 40 % de la expansión global en capacidad renovable. 



71

Este crecimiento se verá impulsado por mejor integración del 
sistema, menores tasas de restricción y mayor competitividad 
en la energía solar fotovoltaica y la eólica terrestre. Además, se 
proyectó que China represente casi la mitad del aumento mun-
dial en energía fotovoltaica distribuida durante este periodo 
(supera a la ue) y se convirtiera en líder mundial en capacidad 
instalada para 2021. Asimismo, se posicionará como líder en 
el crecimiento mundial de la producción de biocombustibles, 
gracias a la implementación de la mezcla de etanol en un 
número creciente de provincias y al aumento de las inver-
siones en capacidad de producción.

La matriz energética de América del Norte parece inmó-
vil, centrada en el petróleo para transporte. Canadá utiliza el 
30 % de la energía para transporte (cuadro 6), Estados Unidos 
el 39 % y México el 36 %. Eso los ata a la industria del trans-
porte masivo y privado de pasajeros basado en el petróleo 
refinado. Dichos países tienen una presencia muy limitada 
de vehículos privados de transporte eléctrico y de transporte 
masivo de pasajeros, detrás de Europa y muy rezagados frente a 
las industrias líderes en China.

Cuadro 6. Matriz de uso energético 
(Porcentaje de uso en terajoules)

Industria Transporte Residencial Comercio y  
servicios públicos

Agricultura y  
forestal 

Uso no  
energético

Brasil 33.9 37.1 11.9 5.6 5.2 6.3

Canadá 24 29.5 16.7 14.2 3.5 12.1

Estados Unidos 18 39.2 17.3 13.5 1.2 10.8

México 31 36.6 19.6 3.7 3.0 5.8

Turquía 31.9 26 20.6 12.1 5.1 4.3

India 39.1 16.1 25.7 3.9 4.7 10.5

China 48.7 14.9 16.4 4 1.8 14.2

Gran Bretaña 18 30.3 31.7 13.4 1.16 5.44

Alemania 25 23.5 25.6 12.8 13 1

Fuente: iea [2023].
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No obstante, China enfrenta una alta demanda y capacidad 
de producción de carbón. Actualmente, una cuarta parte del car-
bón utilizado en el mundo se destina a la generación de elec-
tricidad en China. El mayor aumento de la demanda de carbón 
después de 2022 se prevé en la India, con un 7 %, seguida de 
la Unión Europea, con un 6 %, y China, con un 0.4 %. Dadas las 
condiciones actuales de precios del gas, las energías reno-
vables como la eólica terrestre y la energía solar fotovoltaica 
son opciones mucho más económicas para la generación de 
electricidad en comparación con las nuevas turbinas de gas 
de ciclo combinado. No obstante, la contaminación por emi-
siones de CO2 en términos per cápita está concentrada en los 
países productores de petróleo con Estados Unidos en el décimo 
lugar, China en el lugar 24 y Alemania en el 25 (cuadro 7). 
De la muestra de nueve países —dos grandes de Asia, uno 
grande de América del Sur, los tres de América del Norte, 
más dos grandes de Europa—, el resultado es que sólo Turquía 
tiene un peso de energía renovable sobre el umbral del 10 % 
de la energía generada. China está proyectada a ser líder, 
los países de América del Norte están rezagados y operan 
dentro del concepto de seguridad energética regional sobre 
la base del petróleo, y Brasil es el único que tiene la energía 
generada a medias entre fósiles y renovables.

El uso de la energía en Estados Unidos es de 39 % para el 
transporte, el 18 % para la industria y el 17 % residencial. La 
diferencia es comercio, servicios públicos, agricultura, silvicultu-
ra y otros. En China es, al contrario: el 49 %, industria; el 15 %, 
transporte; y el 16 %, residencial. En México, la energía se 
consume como en Estados Unidos: 37 %, transporte, 31 % 
para industria, con el 20 % en residenciales. El uso indus-
trial de la energía hace que la matriz sea más eficiente y 
productiva, si bien la tendencia a descarbonizar debe acen-
tuarse. México y Canadá parecen calcar las matrices de 
Estados Unidos desde el lado de la oferta y la demanda, más 
acentuadas.
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Cuadro 7. Contaminación per cápita en toneladas de CO2 

– Mundo T CO2: 4.26 2000-2021

1 Qatar 31.69 104+

2 Kuwait 23.07

3 Brunei Darussalam 20.45

4 Gibraltar 19.57

5 Emiratos Árabes Unidos 19.29

6 Omán 15.42

7 Curasao 14.51 –

8 Australia 14.02 +8

9 Arabia Saudita 13.83 +104

10 Estados Unidos 13.76 -21

China 7.54 +244

99 India 1.62 +156

25 Alemania 7.50 -23

          Fuente: iea [2023].

La energía y Estados Unidos

La relación comercial de Estados Unidos con el mundo se cen-
tra hasta cierto punto en el suministro de petróleo refinado. 
Según el Observatorio de Complejidad Económica (oec, por su 
nombre en inglés), Estados Unidos fue, en 2021, el principal 
exportador e importador del mundo con 83.3 mil millones y 62.8 
mil millones de un comercio total de 746 000 millones de dóla-
res, lo que representa el 19.5 % del comercio mundial de pe-
tróleo refinado. En exportaciones de petróleo refinado, le siguen 
Rusia (81.8 mil millones), India (49 000 millones), Países Bajos 



74

(45 000 millones), y Emiratos Árabes Unidos (42.5 mil millones 
de dólares). India y Países Bajos son reexportaciones. Rusia fue 
excluida del mercado occidental con las sanciones por la ope-
ración militar especial en Ucrania. Mediante las sanciones 
occidentales le obligaron a crear un mercado paralelo, a precio 
de sanciones económicas, con China, dominado en yuanes. Chi-
na luego incorporó a todos los países sancionados por Estados 
Unidos a este mecanismo, y se transformó en un muy impor-
tante comprador de petróleo crudo y refinado. En importaciones 
le sigue Singapur (50 000 millones) a Estados Unidos, que refi-
na y exporta; los Países Bajos (40 000 millones) que refinan y 
exportan; México (27.3 mil millones) que consume gasolina 
refinada, y Corea del Sur que la usa igualmente (24.3 mil mi-
llones). Los primeros dos son refinadores netos y centros de 
comercio. Los otros dos son consumidores grandes. La impor-
tancia del petróleo refinado en la estructura exportadora del 
país puede ser la explicación del retraso en la sustitución 
de vehículos de energías renovables y que todas las proyec-
ciones muestren un retraso continuo.

El cambio de la matriz energética en América Latina: la demanda

De acuerdo con World Energy Outlook 2023, de la Agencia 
Internacional de Energía (iea, por su nombre en inglés), las 
te se centran en la electrificación y tecnologías como la eólica, 
la solar fotovoltaica y las baterías. Estas transiciones buscan 
fortalecer la seguridad eléctrica y diversificar el suministro 
mediante tecnologías renovables y minerales críticos en la 
agenda política. En el Escenario de Políticas Declaradas por 
los Estados (steps, por su nombre en inglés), casi el 80 % del 
crecimiento mundial de la demanda de electricidad proviene 
de economías de mercado emergentes y en desarrollo, que re-
presentan más de dos tercios en otros escenarios.

La capacidad de generación eléctrica de equipos de energía 
solar fotovoltaica observó un aumento anual de más de siete 
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veces en la última década. La expansión de la capacidad de fa-
bricación ha superado este ritmo, lo que ha llevado a una 
reducción en la tasa de utilización de la fabricación solar de 
alrededor del 60 % a menos del 40 % en 2022, por debajo del 70 % 
deseable para una industria madura. Los exportadores de 
equipos están en Asia, liderados por China, seguido por la In-
dia y los países del sudeste asiático. En el lado de la demanda 
se encuentra Estados Unidos seguido de países emergentes 
y la Unión Europea (gráfica 3).

En el steps se espera que el despliegue global de energía 
solar fotovoltaica continúe hasta llegar aproximadamente 
a 500 gigavatios en 2030 desde los 220 gigavatios en 2022. No 
obstante, la expansión sugiere que la tasa de utilización de la 
fabricación de energía solar se mantendrá por debajo del 40 % 
hasta 2030.

La incorporación de tecnologías de energía renovable 
en América Latina es impulsada en su mayoría por la adop-
ción de vehículos eléctricos y la implementación de paneles 
solares. No hay evidencia de cambio de la matriz energética 
en el transporte privado de pasajeros ni que haya políticas que 
apunten en esa dirección en ningún país. Hay indicios de modi-
ficaciones en el transporte masivo de pasajeros en algunas 
ciudades capital, como Ciudad de México, Bogotá, San José, 
Santiago, Montevideo, Sao Paulo, con autobuses de fabricación 
de origen chino.

Según el iea [2023: 232] la demanda de electricidad crece 
al doble que la demanda de combustibles fósiles. Si bien el 
consumo final de energía para transporte en América Latina 
y el Caribe (alc) se sustenta principalmente en el petróleo, se 
prevé una disminución a medida que los países buscan alter-
nativas de combustibles para el transporte. Brasil lidera la 
adopción de biocombustibles, mientras que Chile, Colombia, 
Costa Rica y México priorizan la rápida incorporación de 
vehículos eléctricos de transporte masivo de pasajeros.
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Cuadro 8. Escenario con políticas declaradas (exajulios)*

2010 2022 2030 2040 2050

Total, oferta energética 541 632 668 692 725

Renovables 43 75 120 178 227

Solar 1 7 23 49 70

Eólica 1 8 19 33 42

Hidro 12 16 18 20 23

Bioenergía sólida 23 35 44 51 57

Bioenergía líquida 2 4 6 8 9

Bioenergía gaseosa 1 1 2 5 8

Biomasa 25 24 19 18 16

Nuclear 30 31 37 43 48

Gas natural continuo 115 146 148 143 142

Gas natural con ccus 0 1 1 2 3

Petróleo 173 182 195 187 186

  uso no energético 25 31 38 41 41

Carbón continuo 153 167 147 119 101

Carbón con ccus 0 0 0 0 1

* La energía generalmente se define como el potencial para hacer trabajo o producir calor. Esta defi-
nición hace que la unidad SI para la energía sea la misma que la unidad de trabajo: el julio (J). Julio es 
una unidad de energía derivada y lleva el nombre en honor de James Prescott Joule y sus experimen-
tos sobre el equivalente mecánico del calor. Dado que la energía es una cantidad física fundamental y 
se usa en varias ramas físicas y de ingeniería, hay muchas unidades de energía en física e ingeniería. 
Es equivalente a 8.64e10 megavatios día o 3.3e6 kilovatios por hora.
Fuente: iea, 2023: 264.

El aumento en la propiedad de electrodomésticos resulta 
en un mayor consumo de electricidad en los hogares de alc, y 
se calcula que para 2050, dos tercios de la energía en el sector 
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de edificaciones será suministrada por electricidad. El sector 
industrial en alc muestra menor intensidad energética en com-
paración con la media mundial con el sector alimentario, que 
representa 45 % de la demanda de energía industrial, por enci-
ma del 30 % promedio global, con tendencia a aumentar.

Actualmente, la generación de electricidad en alc proviene 
en su mayoría de la energía hidroeléctrica y del gas natu-
ral. No obstante, en los steps, en el futuro la energía solar 
fotovoltaica y la eólica constituirán la gran mayoría del nuevo 
suministro de electricidad. Las fuentes de bajas emisiones, 
que representaban más del 60 % de la generación total en 
2022, se proyecta que aumentarán a más del 80 % en 2050. 
A pesar de ello, el gas natural se mantiene como el principal 
combustible fósil, con un incremento del 25 % en su producción, 
mientras que el uso de carbón y petróleo disminuirá al menos 
un 75 % durante el periodo proyectado.

El uso de paneles solares en América Latina, su adop-
ción y las implicaciones para la generación de energía eléc-
trica experimentan un rápido crecimiento desde México hasta 
Argentina, aunque con una presencia menos destacada en Es-
tados Unidos. China ha invertido de modo notable en gran-
des parques solares y ha reducido los precios de los paneles 
solares, compite de cerca con Alemania en este sector. Aun-
que Estados Unidos importa paneles solares con aranceles del 
60 % de China, Italia, Alemania, España y otros países europeos, 
su propia industria en este campo es limitada. La protección 
arancelaria estadounidense busca impulsar la competitividad 
de la industria local y sustituir las importaciones de productos.

La universalización del uso de paneles solares contribuye 
a la disminución de la demanda de termoenergía, tendencia 
ya observada en China, donde se reemplaza la energía tér-
mica a carbón y petróleo por fuentes más renovables, con la 
reducción así del consumo de petróleo importado.
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Gráfica 4. Precios a futuro (marzo de 2024 a junio de 2034)

Futuros y Noticias del Petróleo Crudo WTI

El actual crudo prince of West Texas Intermediate (WTI) oil todas es 
de $ 78.09 por barril. Gráficos en vivo, datos históricos, contratos 
de futuros y noticias de última hora sobre los precios del WTI pueden 
verse a continuación.
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Fuente: <http://oilprice.com>.

Se observa también una creciente transferencia de siste-
mas hidroeléctricos y redes de distribución de electricidad en 
América Latina hacia empresas chinas, lo que podría indicar 
una estrategia de penetración similar a la adoptada por las 
empresas estadounidenses después de la Segunda Guerra Mun-
dial al adquirir compañías británicas. El proceso de venta de las 
empresas por parte de sus accionistas occidentales a com-
pradores de China es masivo y se une a los procesos de pri-
vatización iniciados en la década de 1990 que ya están en la 
etapa final (cuadro 9).
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La introducción de la tecnología de energías renovables en 
América Latina se ha producido en los vehículos eléctricos y 
los paneles solares. En la actualidad, existe una flota masiva de 
autobuses eléctricos distribuidos por las principales capitales 
y las grandes ciudades, desde México hasta Argentina, como for-
ma de avanzar hacia un aire más limpio en ciudades altamente 
contaminadas, como Ciudad de México, Medellín, Guayaquil, 
Santiago, Buenos Aires, Sao Paulo, y otras menos contaminadas 
como Montevideo, San José de Costa Rica y La Habana. Al mismo 
tiempo, hay una introducción de vehículos eléctricos de uso pri-
vado vendidos en algunos países y en proceso de fabricación, 
en otros. La posibilidad de fabricación de coches eléctricos en 
México y Colombia a la par con la venta de coches y todote-
rrenos eléctricos en varios países latinoamericanos inyectará 
al menos una nueva visión de cómo podrían cambiar el parque 
total de automóviles y otros vehículos. A medida que éstos 
crecen, disminuye la factura petrolera de esos países y crece 
la necesidad de más generación y distribución de electricidad. 
Hay algunas pruebas de la competencia europea y de la irrup-
ción de una empresa mexicana en esta rama de la industria, y 
pocas en el lado estadounidense. 

La conclusión es que el cambio en la matriz energética 
modificará la estructura de poder económico y político mun-
dial y las relaciones construidas sobre el comercio mundial de 
petróleo a lo largo del siglo xx. Hay una importante sustitu-
ción de los equipos basados en el petróleo por nuevos equipos 
de generación de energía renovable que contribuirán a re-
lanzar la economía mundial liderada por China y los países 
asiáticos. En cambio, la competencia de los países occidenta-
les crecerá lentamente. Toda la flota de transporte cambiará 
en un futuro previsible. Automóviles, camiones, barcos, aviones 
serán eléctricos o híbridos con tecnología china y sustituirán 
a los actuales equipos basados en combustibles petrolíferos, 
con las inevitables consecuencias para el flujo comercial. La 
industria estadounidense va a la zaga, y parece apostar fuerte 
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por la continuidad de los combustibles fósiles, con alguna 
innovación para un aire más limpio que compita con éstos. 
La consecuencia es que los lazos entre los países latinoame-
ricanos y Estados Unidos cambiarán.

El aumento en el uso de energías renovables, tanto en el 
lado de la oferta como en el de la demanda, depende de las 
políticas nacionales. Una estrategia de política energética reno-
vable debe diferenciar entre uno y otro. Mientras que el de la 
oferta debe tener en cuenta el papel del Estado en acuerdos 
internacionales, el de la demanda debe resaltar las preferen-
cias del consumidor. La diferencia radica en que, en el primero, 
los gobiernos y las empresas pueden llegar a acuerdos, mientras 
que, en el segundo, se trata de educar al consumidor y propor-
cionar facilidades, impuestos y otros incentivos para fomen-
tar la compra de vehículos y equipos de energía renovable.

Los productores de vehículos eléctricos pueden ayudar 
a informar al consumidor sobre los beneficios de los vehículos 
eléctricos, si bien es principalmente responsabilidad de los go-
biernos, tanto nacionales como subnacionales, educar a 
los ciudadanos sobre los beneficios personales y ambientales de 
utilizarlos. Además, deben invertir en estaciones de recarga 
para señalar al público que habrá soporte eléctrico para el 
consumo de esos vehículos.

En América Latina, la demanda de autobuses eléctricos 
ha aumentado sobre todo debido a la necesidad de reducir la 
contaminación del aire y acatar compromisos de emisiones cero 
para 2035. No obstante, se destaca la necesidad de políticas 
más fuertes para detener la adquisición de autobuses de com-
bustibles fósiles.

Las políticas ambientales globales de algunos países latino-
americanos y de China tienen implicaciones productivas y 
comerciales. Mientras algunas naciones latinoamericanas han 
firmado acuerdos internacionales para reducir las emisiones 
de carbono y avanzar hacia un entorno renovable, hay dife-
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rencias en la implementación. China lidera en tecnología de 
energía renovable y sus inversiones y préstamos han influi-
do en la región.

En cuanto al comercio de vehículos eléctricos y autobuses 
desde China hacia América Latina, éste ha crecido con una di-
visión en el tipo de vehículos y las marcas. China lidera en tec-
nología de energía renovable y ha invertido sobremanera en 
América Latina. Los países más pequeños muestran una rápida 
transición en la matriz energética, sin depender necesariamen-
te de la tecnología china. Los países más grandes, como Brasil y 
México, tienen patrones diferentes de producción y consumo 
de energía.

En resumen, la tecnología china domina tanto en el sumi-
nistro como en la demanda de energía renovable en América 
Latina. Existen consideraciones geopolíticas en el cambio en 
la matriz energética, donde se destaca la necesidad de una 
competencia más amplia en el mercado de vehículos eléctricos 
y de paneles solares para reducir los precios unitarios. La compe-
tencia tecnológica, más que política, es crucial en este proceso.

Investigación realizada con recursos de la Universidad 
Nacional Autónoma de México-Programa de Apoyo a Proyectos 
de Investigación e Innovación Tecnológica, IN303421, “El 
cambio de la matriz energética en México: un enfoque inter-
disciplinario desde la economía global y la economía de la 
energía”.
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3. Los límites estructurales a las transiciones 
energéticas justas en América Latina

Esteban Serrani

Introducción

En la última década, la crisis climática, visiblemente exacerba-
da por la frecuencia creciente de eventos climáticos extremos, ha 
emergido como uno de los desafíos preeminentes del siglo xxi. 
El sector energético y el papel central de los hidrocarburos son 
cruciales para comprender las raíces del calentamiento global 
desde la Revolución industrial hasta la actualidad, y son la 
causa de dos tercios de las emisiones de gases de efecto in-
vernadero asociadas. En este contexto, la deliberada bús-
queda de descarbonización de las economías, mediante una 
transición energética que implica la paulatina reducción de 
la explotación de hidrocarburos, se ha erigido como un impera-
tivo prioritario en la agenda global.

Dada la urgencia del desafío al que la humanidad se en-
frenta en las próximas décadas para preservar la integridad 
ecológica, es pertinente plantear interrogantes que guíen la 
reflexión de este artículo. En primer lugar, ¿cuál ha sido el 
papel de América Latina y el Caribe en las causas del cambio 
climático? En segundo lugar, ¿existe un único modelo de tran-
sición energética al que los países de la región deben ajustarse 
para reducir las emisiones y lograr la neutralidad de carbo-
no para 2050, como lo sugieren los compromisos climáticos re-
flejados en las Contribuciones Nacionales Determinadas 
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presentadas como parte de la Convención Marco de las Nacio-
nes Unidas sobre el Cambio Climático? Finalmente, ¿pueden las 
profundas transformaciones asociadas con la transición 
energética, que incluyen infraestructura, tecnología, financia-
miento, producción, empleo, manufactura e impactos ambien-
tales y territoriales, convertirse en un catalizador para que 
la región supere sus históricas limitaciones vinculadas con una 
inserción periférica en la economía global?

Este capítulo analiza los principales límites estructurales 
que han enfrentado las transiciones energéticas en la región 
durante varios años. Para ello, se enfoca en cuatro aspectos 
interrelacionados: primero, examina la relación histórica en-
tre América Latina y las causas del cambio climático; segundo, 
vincula las actuales transiciones energéticas con su compleja 
relación con el aumento del bienestar derivado del acceso 
a la energía; tercero, explora cómo la evolución de la economía 
verde se ha convertido en un campo de batalla global por 
la innovación y la manufactura de sus cadenas globales de 
valor, marca el inicio de un nuevo ciclo proteccionista en las 
economías más avanzadas; y cuarto, analiza un conjunto de 
limitaciones estructurales que América Latina enfrenta al 
profundizar sus transiciones energéticas.

Por último, este capítulo profundiza las reflexiones plan-
teadas por Benites y Serrani [2023b], quienes argumentan que, 
en los países desarrollados, lograr la neutralidad de carbono 
para 2050 implica revitalizar sus economías con una fuerte 
orientación proteccionista e implementar políticas de fomen-
to industrial que beneficien a sus empresas y promuevan el 
empleo local en las cadenas de valor de la energía renova-
ble [Benites y Serrani, 2023a: 14]. Los autores sugieren que este 
enfoque no se ha adoptado ampliamente en América Latina, 
debido a diversos factores que dificultan la articulación de los 
objetivos de la transición energética con las soluciones a 
los problemas específicos de la región. Este capítulo avanza en 
el análisis de los limitantes estructurales para la región.
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Cambio climático y América Latina

La gobernanza global del cambio climático ha coincidido en de-
positar en “el principio de las responsabilidades comunes pero 
diferenciadas según sus respectivas capacidades” la respon-
sabilidad del cuidado del ambiente, aunque no de forma uni-
forme entre sus miembros. Si bien el clima es un bien común, y 
la mitigación de los efectos del cambio climático constituye 
un desafío de alcance global que le compete a la humanidad 
en su conjunto, existe una vasta literatura que sostiene la 
responsabilidad mayoritaria de los países desarrollados en este 
proceso. No sólo por la presión efectiva ejercida en las emisio-
nes de CO2 al ambiente desde su temprana industrialización, 
sino también porque en la actualidad esos países son los que 
gozan de mayor bienestar derivado de aquel proceso de avan-
ce industrial, son los que cuentan con mayores recursos tec-
nológicos para acelerar las transformaciones necesarias para 
transitar hacia economías bajas en carbono, al tiempo que 
disponen de los recursos económicos tanto del sistema público 
como del sector privado para financiarlo.

En una mirada de largo plazo, con la información dispo-
nible y fiable para una muestra relevante de países a partir 
del año 1900, las mayores emisiones acumuladas de CO2 
proceden de las naciones de temprana expansión industrial, 
las cuales a su vez presentan un crecimiento acelerado del 
producto interno bruto (pib) per cápita respecto de los demás 
países de menor progreso relativo (gráfica 1). En este sentido, 
en los últimos años emergen dos países de crecimiento acele-
rado en la periferia, como China e India, y también Rusia, los 
cuales presentan una significativa acumulación de emisiones 
de CO2 y que, aun incrementado su proceso de acumulación de 
capital, hacia 2018 aún se encontraban alejados de los países 
desarrollados en términos del crecimiento del pib per cápita.
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En este proceso, América Latina y el Caribe (alc) presentan 
trayectorias nacionales de menor crecimiento económico relati-
vo respecto de los países de la Organización para la Coopera-
ción y el Desarrollo Económico (ocde) al considerar la evolución 
de los ingresos, y también su stock acumulado de emisiones 
por países. Si bien crecen sostenidamente durante todo el 
siglo xx, al compás de la creciente urbanización de la estructu-
ra social [Portes y Hoffman, 2003], del incremento de produc-
tividad agrícola [Fujii Gambero, 1991] y de las estrategias 
de industrialización por sustitución de importaciones desple-
gadas por muchos de los países de la región [Cárdenas et al., 
2003; Centeno y Ferraro, 2018], aún están muy lejos del stock 
acumulado de los países desarrollados.

Hickel [2020] profundiza el análisis con base en la utiliza-
ción de una metodología novedosa para analizar las respon-
sabilidades nacionales en los efectos negativos sobre el cambio 
climático. De acuerdo con un método original fundado en el 
principio de la igualdad de acceso per cápita a los bienes co-
munes atmosféricos, el autor examina las contribuciones na-
cionales a las emisiones acumuladas que superan el límite 
planetario de 350 partículas por millón (ppm) de concentración 
de CO2 en la atmósfera. Los resultados del estudio hasta 2015 
son contundentes y refuerzan la evidencia presentada: Estados 
Unidos era responsable del 40 % del exceso de emisiones mun-
diales de CO2, y la Unión Europea (ue-28), del 29 %; en esta di-
rección, los países del G8 (Estados Unidos, ue-28, Rusia, Japón 
y Canadá) eran responsables del 85 %, mientras que el sur 
global representaba sólo el 8 %, del exceso de emisiones [Hickel, 
2020: 403].

En efecto, si bien es necesario abonar a la idea contenida 
en la perspectiva sistémica de las responsabilidades com-
partidas y diferenciadas respecto del cambio climático, la idea 
de Hickel permite pensar a América Latina como un acreedor 
climático frente a los países desarrollados. Esta posición no lo 
exime de hacer esfuerzos para abordar los cambios necesarios 



92 

que impliquen avanzar en una reducción de las emisiones 
de largo plazo para constituir economías cada vez más bajas en 
carbono. Esto permite poner en perspectiva histórica los esfuer-
zos financieros que los distintos países deben afrontar para, en 
primer lugar, tomar medidas para adaptarse a las consecuencias 
negativas del cambio climático y, asimismo, avanzar en ac-
ciones concretas para cumplir con los necesarios planes de 
mitigación.

Ahora bien, despejada la variable histórica sobre las res-
ponsabilidades nacionales diferenciadas respecto de los 
efectos sobre el cambio climático, es necesario revisar lo que 
ha sucedido en las últimas décadas a escala internacional 
en la dinámica de las matrices energéticas y la evolución 
del consumo. Para ello, se revisa la intensidad energética de las 
economías nacionales entre 1990 y 2015, medida como la can-
tidad de megajulios de energía utilizados para producir el 
pib en paridad de poder adquisitivo en dólares de 2011. 
Para fines explicativos, y como los ejes que toman los dos años 
miden distintas cantidades de energía, en la gráfica 2 se ha 
trazado una recta punteada que la separa en dos partes, de 
modo tal que el cociente entre ambas variables muestra 
que para aquellos países que quedan por arriba de la recta eran 
más intensos energéticamente en 1990 respecto de 2015, y 
viceversa: los que están por debajo de la renta fueron más 
intensos energéticamente en 2015 que en 1990.

En líneas generales, es posible constatar que todas las 
regiones del mundo han reducido su intensidad energética en 
2015 en relación con 1990. Asia y América del Norte son las 
regiones que más reducen su intensidad, ambas lo hacen 
en un 32 %. Europa cae un 29 % y tanto África como Oceanía 
lo hacen en un 26 %. La región que menos reduce su intensi-
dad es América Latina, que lo hace en un 12 % (gráfica 2).
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Grosso modo, se podría sostener que las economías de los 
países desarrollados han reducido la intensidad energética 
fundamentalmente por la adopción de mejores técnicas vincula-
das con la producción industrial, centradas tanto en prácticas de 
eficiencia energética como en los propios procesos de produc-
ción, además de un marcado proceso de crecimiento de los 
servicios en la matriz económica del perfil de especialización 
productiva de estas economías adoptado en las últimas décadas 
[Rodrik, 2016]. Entre los países occidentales se destaca la caí-
da de 39 % en Dinamarca y Alemania, 38 % en Estados Unidos, 
31 % en Países Bajos y 28 % en Canadá y Bélgica.

Asimismo, el proceso se complementa con el lugar desta-
cado que el sudeste asiático ha tenido en el marco de la tercera 
Revolución industrial [Kohli, 2004; Stiglitz y Yusuf, 2001]. 
Es que en el caso de los asiáticos se evidencia una reducción de 
la intensidad de 32 %, fuertemente impulsada por los casos 
de China, India e Indonesia, que caen 68, 43 y 31 %, respecti-
vamente, aun con altas tasas de crecimiento económico en 
las últimas décadas [Amsden, 2001; Joseph, 2019], las cuales 
también fueron acompañadas por la reestructuración pro-
ductiva global (offshoring y outsourcing) que ha instalado 
una parte significativa de la producción industrial de Occi-
dente en aquel continente [Chang y Amsden, 1994; Brown y 
Linden, 2005].

En este sentido, la trayectoria de alc en su conjunto 
muestra una reducción del 12 % en su intensidad energética 
en 2015 respecto de 1990, y es la región que en comparación 
menores logros ha obtenido. Es importante comprender que 
este desempeño ocurre desde un nivel de consumo significati-
vamente bajo de la región en relación con el desempeño de la 
economía regional en su conjunto, ya que entre 1980 y 1990 
el pbi de alc cayó un 2.3 %, América del Norte (Canadá y Estados 
Unidos) y Europa crecieron un 21 %, mientras que Asia lo hizo 
en un 22 %. Se explica sobre todo por la etapa final de la crisis 
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económica de la década de 1980 [Marichal, 2000], donde la 
deuda fue un persistente obstáculo al crecimiento económico 
de la región en su conjunto [Griffith-Jones, 1988; Devlin y 
Ffrench-Davis, 1994], y aun si se mira el boom de los precios 
de los commodities de la década de 2000, el cual impulsó a que 
gran parte de las economías tuvieran altas tasas de crecimien-
to económico. Es decir, si en los años ochenta la economía de 
la región había caído más de 2 %, entre 2005 y 2015, la economía 
creció 33 %, en sintonía con el crecimiento de Asia en conjunto 
(39 %), muy por encima del desempeño tanto de Europa como de 
América del Norte, que muestran un ritmo de crecimiento 
muy reducido: 10 y 7 %, respectivamente.

Esta reducción de la intensidad energética de alc se da 
aun sin un ingreso masivo de “fondos verdes” [Stanley, 2021] 
como para financiar un acelerado proceso de incorporación 
de energías renovables de fuentes fotovoltaicas y eólicas a las 
matrices energéticas (ya que se incrementan, en especial, a pos-
teriori del Acuerdo de París de 2015), ni con una búsqueda de-
liberada de lograr una mayor eficiencia energética respecto 
del consumo tanto del sector transporte como de la industria 
y los hogares residenciales. En este sentido, los bonos verdes 
buscan financiar proyectos que tengan un impacto ambien-
tal de neutro a positivo. Stanley [2021] muestra que sólo 10 
de los 33 países de alc han emitido bonos verdes en el periodo 
2015-2019 por un monto total de 13 858 millones de dólares 
(Brasil, México y Chile explican el 75 % de ese total), mecanis-
mo impulsado en su mayor parte por los organismos financie-
ros internacionales. Pese a los pocos países que lo han usado y 
el bajo monto de capital movilizado en el periodo, los bonos 
verdes representan el 25 % del total del financiamiento verde 
en el periodo para la región [Samaniego, 2021].

En efecto, es posible sostener que alc llega al Acuerdo de 
París de 2015 como acreedor climático histórico y, en líneas 
generales, reduce su intensidad energética a pesar de haber 
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experimentado un periodo de fuerte crecimiento económico 
impulsado tanto por una reorientación de la intervención del 
Estado en la economía [Bizberg, 2015] como por un incremento 
de los precios de los commodities a lo largo de la década de 2000.

Matriz energética y bienestar

En las últimas décadas, se ha identificado en la literatura 
especializada que la actual transición energética implica el 
pasaje de una matriz centrada en la explotación de recursos 
fósiles a otra sostenida en fuentes energéticas bajas en emi-
siones. Es posible advertir que aun a inicio de la década de 
2020, la dependencia de los hidrocarburos en el mundo es eleva-
da. La utilización de recursos fósiles representa el 82 % de 
la matriz energética primaria: el petróleo y el carbón expli-
can el 58 %, y el gas natural, el combustible considerado por 
la Unión Europea en su Taxonomy for Sustainable Activities 

como de transición, el 24 % restante [Benites y Serrani, 
2023a]; para el mismo periodo, las fuentes de energías bajas 
en emisiones (hidroelectricidad, nuclear, solar fotovoltaica, 
eólica, bioenergías, etcétera) tan sólo llegan a explicar el 18 % 
del total de la energía primaria generada.

Europa y alc sobresalen por ser las regiones que menor 
dependencia fósil tienen en sus matrices eléctricas, un 41 % y 
un 37 %, respectivamente, bastante menos que el promedio 
mundial, que se encuentra en un 61 % [Benites y Serrani, 2023a]. 
Una de las principales diferencias es la mayor influencia en 
alc del gas natural respecto de Europa. Asimismo, la presencia 
en alc de las fuentes renovables, como la eólica, solar foto-
voltaica y las bioenergías, es significativamente superior a 
África, Comunidad de Estados Independientes (cei), Medio 
Oriente y Asia Pacífico, incluso mayor al promedio mundial 
(17 % frente a 13 %, respectivamente), similar al del conjunto de 
los países de la ocde, aunque menor al promedio (23 %) de Europa.
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En este sentido, a pesar de no haber dispuesto de una fuerte 
movilización de recursos financieros de la comunidad inter-
nacional para adaptarse a los efectos negativos del cambio 
climático, a partir de incrementar los proyectos bajos en car-
bono para acelerar las transiciones energéticas (como fuera 
una de los principales objetivos dispuestos en el Acuerdo de 
París de 2015), alc es una de las regiones que más ha progre-
sado, comparativamente con el mundo, en términos de reducir 
la participación de las fuentes energéticas más contaminantes 
tanto de su matriz primaria como en la de generación de energía 
eléctrica.

En efecto, no caben dudas respecto de la imperiosa necesi-
dad de reducir la participación del carbón como fuente energé-
tica en el camino hacia transiciones energéticas que impliquen 
reducir emisiones y que tengan como finalidad lograr la carbono-
neutralidad de las economías hacia 2050, sobre todo porque el 
carbón es la fuente energética que mayores emisiones genera 
a igual factor calórico [iea, 2019]: para generar una misma can-
tidad de energía el carbón presenta un coeficiente de emi-
sión de dióxido carbono de un 81 % superior al gas natural 
en hogares residenciales y el sector industrial, que es el hidro-
carburo de menos emisiones. Incluso si se toma en conside-
ración el estudio de Ritchie [2021], el cual estima no sólo las 
emisiones derivadas de la quema de combustibles, sino también 
de la extracción, el transporte y el mantenimiento durante el 
ciclo de la vida útil de una central eléctrica, no quedan dudas 
de que el carbón es el combustible más contaminante, ya que 
emite 67 % más que una planta de gas natural. Resulta evi-
dente que, si se compara el carbón con el resto de las fuentes 
energéticas no fósiles, los coeficientes de emisiones por unidad 
calórica se incrementan de forma considerable.

En este sentido, alc es la región del mundo que menos carbón 
utiliza en su matriz energética primaria:1 5 %, mientras que 

1 Con la sola excepción de Medio Oriente, cuya matriz depende del 99 % de hidrocarburos: 
55 % de gas natural y 44 % de petróleo.
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en Europa su participación llega a 12 %, un 13 % en la cei, un 
21 % en África y un 47 % en Asia Pacífico [Benites y Serrani, 
2023b]. Por países, destacan India (57 %), China (55 %) e 
Indonesia (40 %) en Asia, Sudáfrica con un 71 %, Polonia con 
un 42 %, República Checa con un 32 %, Alemania con un 17 % 
y Países Bajos con un 15 %. El país de alc que más carbón 
utiliza en su matriz primaria es Chile, con el 16 %. Asimis-
mo, al observar la matriz de generación eléctrica, alc sólo 
depende en un 5 % del carbón, mientras Europa aun utiliza 
un 16 %, la cei el 19 %, África el 28 % y el 57 % Asia Pacífico.

En este sentido, al observar por países de gran consumo 
eléctrico, se destacan India (74 %), China (63 %), Corea del 
Sur (35 %) y Japón (30 %) en Asia, Sudáfrica con 86 %, Rusia 
con 18 % y Estados Unidos con 22 %, y en Europa: Polonia con 
73 %, Turquía con 31 %, Alemania con 28 % y Países Bajos 
con 15 % (gráfica 3).

En el contexto de abordar la crisis climática derivada del 
calentamiento global, alc se destaca como la región con la 
menor dependencia de carbón en su matriz eléctrica, a la par 
que lo incorpora escasamente en su matriz primaria. Adicio-
nalmente, y desde una perspectiva integral, los países de esta 
región sobresalen por su bajo consumo eléctrico per cápi-
ta. Esta distinción se evidencia no sólo al compararse con nacio-
nes desarrolladas de alto consumo, como Estados Unidos, cuyo 
consumo per cápita es cinco veces mayor que el promedio de 
alc, Japón con 2.6 veces, Alemania con 2.3 veces y España con 
1.5 veces. Se torna explícita al contrastar el consumo per 
cápita con China, donde, a pesar de las marcadas disparidades 
entre la población rural y urbana, ningún país de alc supera el 
consumo per cápita de este gigante asiático (gráfica 3).
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No obstante, una revisión inicial de la evolución de los indi-
cadores y países de la región revela progresos heterogéneos 
y dispares. Un ejemplo de ello es el indicador que refleja la pro-
porción de hogares sin acceso a electricidad, analizado por quin-
tiles de ingresos. Este indicador se calcula como la proporción de 
personas que carecen de electricidad en cada país, anualmente, 
dividida por el total de residentes en dicho país. Los datos, 
recopilados por la Comisión Económica para América Latina y 
el Caribe (Cepal) mediante encuestas domiciliarias realiza-
das en cada país, se agrupan en quintiles de ingresos, los 
cuales representan el 20 % de la población, que ubica en el quintil 
1 a las personas de menores ingresos hasta llegar al quintil 5, 
que considera a aquellas de mayores ingresos. De esta mane-
ra, se busca no sólo observar la evolución de la cobertura, sino 
también discriminar entre distintos grupos sociales según los 
ingresos del hogar.

En las últimas dos décadas, se ha avanzado en la cobertura 
global del acceso a la energía, alineándose con el crecimiento 
económico experimentado por la región desde principios de la 
década de 2000. Si los hogares del quintil 5 de ingresos (los de 
mayores ingresos) lograron reducir de 9.2 % en 2001 a 2 % en 
2022 (gráfica 4), el porcentaje de hogares sin acceso a electrici-
dad, en el quintil 1 se observa una disminución de 24.2 pun-
tos porcentuales, y pasa de 31.6 % a 7.4 % en el mismo periodo 
(gráfica 5).

Al detallar el análisis centrado en los hogares de menores 
ingresos en los países de la región, la información proporcio-
nada en la gráfica 4 permite discernir la evolución de cada país 
en la mejora del acceso a la energía eléctrica en esos hogares. 
Con fines interpretativos, es pertinente resaltar una aclaración 
análoga a la realizada para la gráfica 2: la línea recta punteada 
divide la figura en dos partes, que indica que los países por de-
bajo de esta línea exhiben una cobertura menor en 2001 que 
en 2022, y viceversa.
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En primer lugar, se percibe una mejora generalizada en 
todos los países en el año 2022 en comparación con 2001, 
coherente con la información visualizada en la gráfica prece-
dente. Se pone de manifiesto el esfuerzo conjunto de la región 
para optimar el acceso a la energía eléctrica en ese lapso.

En segundo lugar, se destaca un grupo de países que se han 
esforzado notablemente para mejorar dicho acceso. Ejemplos 
considerables son Bolivia, que ha reducido su porcentaje de 
hogares sin acceso del 58.1 % al 10.3 %, una disminución de 47.9 
puntos porcentuales en dos décadas; Perú, con una reducción 
de 44.3 puntos porcentuales; Honduras, con una disminución de 
39.9 puntos; Nicaragua, con 32.7 puntos; y Paraguay, con una 
reducción de 23.6 puntos. Los países han superado el esfuerzo 
promedio de la región, que indica una disminución de 21.7 pun-
tos en el mismo periodo.

En tercer lugar, hay un conjunto de naciones donde la 
cobertura es de casi la totalidad de la población, como Argenti-
na, Brasil, Costa Rica, Uruguay, Paraguay, Brasil y Venezuela. 
Paraguay es un caso singular, puesto que, desde la construcción 
de sus centrales hidroeléctricas binacionales con Argentina, 
ha consumado un gran esfuerzo en reducir el déficit de cober-
tura y alcanzar a casi la totalidad de la población.

No obstante, es imperativa una aclaración fundamental. 
Los porcentajes mencionados tienen el propósito exclusivo 
de evidenciar el esfuerzo sostenido por los países en la am-
pliación de la cobertura del acceso a la energía eléctrica, con-
cebida como una fuente de energía segura, muy significativa 
para cumplimentar los Objetivos de Desarrollo Sostenible 
(ods) vinculados con el sector energía. Esta perspectiva faci-
lita, de manera simultánea, la comparación internacional 
con otras experiencias mundiales. Es crucial destacar que, como 
han sostenido algunos autores que han analizado exhausti-
vamente el sistema energético de Brasil, 
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el acceso universal a la electricidad en Brasil es una opción na-
rrativa que no está exenta de críticas. El indicador presentado 
(100 % de acceso) es un redondeo del 99.8 % […], lo que sig-
nifica que el 0.2 % de los hogares brasileños (más de 150 000) 
aún no tiene acceso a la electricidad. Corresponde a aproxi-
madamente [a] 450 000 personas […], lo que, para comparación, 
es mayor que la población de Islandia [Soares et al., 2023: 311].

Lo que implica que las notables mejoras experimentadas 
por los países de la región en las últimas dos décadas deben 
ser contextualizadas dentro de análisis críticos que trascien-
dan las meras estadísticas.

Economía verde y proteccionismo económico en el centro

En los últimos años, se han experimentado cambios acelera-
dos en las estrategias de transición energética en los países 
centrales.

En principio, la conferencia de las Naciones Unidas (onu) 
sobre el medio ambiente y el desarrollo, celebrada en Río de 
Janeiro en 1992, adoptó formalmente el concepto de desarrollo 
sostenible definido por el informe Brundtland [World Commis-
sion on Environment and Development, 1987]. Veinte años 
después, la conferencia Río+20 acuñó el concepto de “economía 
verde” como un nuevo patrón para alcanzar el desarrollo 
sostenible [Barbier, 2012; Loiseau et al., 2016]. En estos años, 
muchos países adoptaron medidas y planes para insertarse 
y liderar la economía política de la economía verde: en 2009, 
Corea del Sur anunció un plan quinquenal para invertir dos 
puntos del pib en green growth; en 2011, China lanzó su plan 
quinquenal para invertir sectores clave de la economía ver-
de, sobre todo en energías renovables y un plan quinquenal 
(2011-2015) que destina gran parte de sus inversiones a 
sectores clave verdes; la Unión Europea lanzó iniciativas 
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estratégicas vinculadas con la economía verde, como Europa 
2020 y la Hoja de Ruta de Eficiencia de Recursos [Loiseau et 
al., 2016]. El concepto de economía verde tiene una más larga 
trayectoria en el campo académico, por cuanto fue presentado 
por primera vez por Pearce y colegas [1989], “en respuesta 
a la infravaloración de los costos ambientales y sociales en el 
sistema de precios actual” [Le Blanc, 2011], y desde enton-
ces, el concepto se ha ampliado en sus definiciones y en su 
aplicación [Loiseau et al., 2016].

En ese marco general, desde mediados de la década de 1990 
las estrategias de transición estuvieron marcadas ante todo 
en la búsqueda de incorporar energía renovable en las matri-
ces eléctricas. Todo el esfuerzo estuvo puesto en liderar la 
innovación alrededor de las tecnologías de energía renova-
ble, en especial eólica, como lo muestra el trabajo de Ratinen 
y Lund para el caso comparado de Dinamarca, Alemania, 
Finlandia y España [Ratinen y Lund, 2015].

El Acuerdo de París en 2015 tiene la particularidad de que 
no sólo fue impulsado por los países europeos que hasta ese mo-
mento lideraban la incorporación de energía baja en emisiones 
en sus matrices eléctricas, sino también, y en particular, por 
Estados Unidos y China [Eckersley, 2020]. Este acuerdo de al-
cance global le da un renovado impulso al concepto de economía 
verde a consecuencia de vincular la necesidad de articular 
estrechamente economía y ambiente que se traduce en es-
trategias nacionales de reducción mucho más enérgicas que 
en el pasado de emisiones ya no sólo del sector energético, 
sino de las economías en su conjunto.

El Acuerdo de París coincide con el inicio de una carrera 
tecnológica en la que China se embarca a competir desde finales 
de la década de 2010 y, por ejemplo, lograron una reducción 
significativa en los costos de producción de paneles solares 
en un 90 % en la siguiente década [Irena, 2020]. En 2015, lanza 
el Plan Made in China 2025, del cual se rescatan sólo dos 
líneas principales.
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En primer lugar, debido al avance simultáneo de nuevas 
formas de industrialización, informatización, urbanización 
y modernización agrícola, la demanda interna acumulada 
aumenta y estimula la adquisición de nuevas manufacturas. 
Esta demanda interna requiere mejoras rápidas en las tec-
nologías de fabricación e innovación, así como fortalecimiento 
en la calidad y seguridad de los productos y actualizaciones en 
la infraestructura pública. La innovación tecnológica desem-
peña un papel crucial que ha permitido afianzar significati-
vamente la competitividad de la fabricación en China, con 
avances en áreas sensibles, como el lanzamiento de naves es-
paciales tripuladas, la producción de aeronaves, el lanzamiento 
del Sistema de Navegación por Satélite Beidou, la creación de 
supercomputadoras, la construcción de ferrocarriles de alta 
velocidad y la instalación de equipos de perforación de petró-
leo a gran profundidad. A pesar de los avances, persisten 
brechas importantes entre China y las economías avanzadas. 
La capacidad de innovación independiente de China se per-
cibe como débil, y la dependencia externa de tecnologías clave 
y equipos avanzados continúa alta [Wei et al., 2019]. La cali-
dad de los productos no consigue los estándares tecnológicos 
más avanzados, y China cuenta con pocas marcas reconoci-
das en el mundo. En este contexto, la eficiencia en el uso de 
recursos y energía continúa siendo baja, y la contaminación 
ambiental sigue como un desafío.

El segundo propósito del Plan Made in China 2025 es abor-
dar estos problemas y convertir al país en una potencia ma-
nufacturera avanzada [Li, 2018]. En este marco general, la 
economía verde se destaca como un componente central del plan, 
centrada en equipamientos para parques de energías renova-
bles, electromovilidad, eficiencia energética, infraestructura 
energética (transporte y distribución eléctrica), almacenamien-
to de baterías y nuevos desarrollos en tecnologías energéti-
cas bajas en emisiones [Zenglein y Holzmann, 2019].
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En la actual contienda geoestratégica por el liderazgo tecno-
productivo global en el ámbito de la economía verde [Li, 2018], las 
respuestas provenientes de naciones altamente industrializa-
das frente al avance de China en innovación manufacturera han 
sido inmediatas. La percepción de enfrentar la posibilidad 
de ingresar en una fase potencial de rezago tecnológico en 
este dominio se ha destacado como un desafío significativo 
para los países desarrollados [Benites y Serrani, 2023a]. En re-
cientes años, la Unión Europea, Japón y Estados Unidos han 
implementado políticas públicas de gran envergadura con el 
propósito de vincular estratégicamente sus iniciativas de des-
carbonización con políticas industriales conexas y líneas de 
financiamiento específicas. Dichos países buscan fomentar 
la integración de la producción y el empleo local en las cade-
nas de valor de la economía verde, con el fin de frenar la impor-
tación tanto de bienes comúnmente utilizados en sectores 
económicos estratégicos (como acero, aluminio, litio, cobre, en-
tre otros), como de bienes de capital, manufacturas de alto valor 
agregado y servicios esenciales para avanzar en la digitali-
zación y descarbonización de sus respectivas economías.

En una iniciativa integral, Estados Unidos promulgó una 
serie de legislaciones con el propósito de impulsar su políti-
ca industrial. En 2021, se destacó la aprobación de la Ley de 
Infraestructuras (The Infrastructure Bill), la cual tuvo como 
objetivo fortalecer proyectos de obra pública, que incluye la 
financiación para infraestructuras estratégicas, como la ex-
pansión de la red de banda ancha, la mejora del suministro 
de agua potable y la modernización de las redes eléctricas. 
Asimismo, se incluyeron programas destinados a la renova-
ción de carreteras, el transporte de vehículos y el sistema 
ferroviario. A mediados de 2022, se promulgó la Ley de Chips 
(Chips Act), con el fin de fomentar la inversión del sector 
privado y la reubicación en Estados Unidos de una parte sig-
nificativa de la cadena de suministro de semiconductores. 
En último término, en agosto de 2022, se sancionó la Ley de 



108 

Reducción de la Inflación (Inflation Reduction Act, ira). Esta 
legislación tiene como objetivo acelerar la inversión en ener-
gías con bajas emisiones, por medio de un amplio esquema de 
incentivos fiscales, subvenciones, préstamos y reembolsos. Tam-
bién, busca fortalecer las cadenas de suministro de diversos 
productos, desde minerales críticos hasta electrodomésti-
cos eficientes, y generar empleos calificados mediante el 
estímulo a la producción y la innovación interna. Para acceder a 
los subsidios se establecen condiciones, como la necesidad de 
ensamblar vehículos eléctricos en la zona del Tratado de Li-
bre Comercio de América del Norte (nafta, por su nombre en 
inglés) o fabricar localmente baterías de ion-litio con compo-
nentes extraídos o procesados en Estados Unidos [Bordoff, 
2022]. Además, la ira prevé mayores incentivos fiscales para 
proyectos de energía renovable que utilicen materiales pro-
venientes de fabricantes nacionales, así como para la produc-
ción de hidrógeno y amoniaco a partir de fuentes renovables 
en Estados Unidos, siempre que logren reducir los costos de ex-
portación en comparación con la competencia asiática [Bordoff, 
2022].

En particular, la estrategia de incentivos y subsidios im-
plementada en el mercado de las celdas de baterías desde 
2022 ha sido notoriamente intensa. Desde el punto de vista 
de la oferta, se introdujeron el Crédito Fiscal para la Produc-
ción de Manufacturas Avanzadas (amptc, por su nombre en 
inglés) y el Crédito Fiscal de Inversión para Proyectos de 
Energía Avanzada (aepitc, por su nombre en inglés). Estas 
medidas propiciaron el inicio de la producción de celdas de 
batería de alto rendimiento de níquel-cobalto-manganeso 
(ncm 811) en Estados Unidos, con un costo aproximado de 
135 dólares por kilovatio/hora, lo que representa un des-
cuento de más del 30 % para los fabricantes estadounidenses 
en comparación con años anteriores [Mehdi y Moerenhout, 
2023: 2]. En el ámbito de la producción de baterías, la ira 
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impulsó el aepitc que favoreció la formación de asociaciones 
estratégicas entre fabricantes de baterías y productores de 
celdas, en especial empresas asiáticas no chinas, como lg 
Energy Solution, Panasonic y sk Innovation. Un ejemplo 
reciente de esta colaboración es la asociación entre Tesla y 
Panasonic. Desde una perspectiva empresarial, en el supuesto 
de que el aepitc se mantenga vigente hasta 2032, se estima 
que Tesla podría recibir hasta 45 000 millones en créditos 
fiscales. Una consecuencia relevante de esta dinámica será 
un mayor alineamiento geopolítico entre Estados Unidos y sus 
socios no chinos aguas abajo, en especial con los principales fa-
bricantes surcoreanos de celdas, como lg Energy Solution y 
sk Innovation [Mehdi y Moerenhout, 2023: 5].

Desde el lado de la demanda, la ira incentivó la adquisición 
de vehículos eléctricos mediante créditos fiscales directos al 
momento de la compra, que pueden ascender hasta 7 500 dóla-
res para la adquisición de vehículos nuevos (depende de 
modelos, costos y marcas), y hasta 4 000 dólares para la com-
pra de vehículos eléctricos usados. Los incentivos están condi-
cionados al cumplimiento de criterios específicos, como el 
ensamblaje final del vehículo en América del Norte y requi-
sitos de contenido local para los componentes de la batería y 
minerales críticos, es decir, aquellos que no provienen de 
países o regiones de origen extranjero, especialmente China.

Ante la reinstauración de políticas económicas proteccio-
nistas por parte de Estados Unidos y la amenaza de quedarse 
rezagada en la carrera tecnológica e industrial en compara-
ción con China, la Unión Europea también presentó sus res-
puestas. Después de lanzar en diciembre de 2019 el Pacto 
Verde Europeo (European Green Deal), en enero de 2023 in-
trodujo el Plan Industrial del Pacto Verde europeo (Green 
Deal Industrial Plan). Aunque el objetivo declarado del plan es 
incrementar la capacidad de fabricación de Europa con tec-
nologías y productos de emisiones netas cero para cumplir 
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con sus metas climáticas, resulta evidente que constituye 
una reacción de la Unión Europea frente a las medidas pro-
teccionistas adoptadas por sus competidores directos: China, 
Japón y Estados Unidos.

Este plan se fundamenta en varios pilares, uno de los prin-
cipales es la creación de un entorno regulatorio predecible y 
simplificado. Esto tiene como propósito favorecer la producción 
en la eurozona de los bienes cruciales para lograr la neutra-
lidad climática, como baterías, molinos de viento, bombas de 
calor, paneles solares, electrolizadores, tecnologías de captura y 
almacenamiento de carbono, entre otros. Además, busca ga-
rantizar que las dependencias estratégicas para hacerse de 
insumos y bienes no constituyan obstáculos para avanzar en la 
transición verde y, por sobre todas las cosas, no quedar re-
zagado en la carrera tecnológica que la economía verde plantea. 
En esta dirección, el plan también reconoce la necesidad de 
asegurar el acceso a materias primas críticas para la transi-
ción energética, muchas de las cuales se encuentran fuera de 
Europa. Otro pilar es la agilización del acceso a financiamien-
to para la transición, sobre todo en sectores donde, aunque 
Europa posee capacidades industriales y tecnológicas, como 
en el ámbito de la energía eólica o las bombas de calor, la cuota 
de mercado de la UE enfrenta una presión significativa debido 
a las políticas industriales implementadas por países asiáticos.

Incluso Alemania ha publicado recientemente un docu-
mento titulado Strategy on China of the Government of the 
Federal Republic of Germany [2023], donde sostiene que la 
estrategia industrial de China persigue reducir su depen-
dencia de otros países al mismo tiempo que incrementa la 
necesidad de los bienes y servicios de China en las cadenas de 
producción internacionales. En este contexto, Alemania descri-
be su relación actual con China como la de “socio, competidor 
y rival sistémico”, lo que conduce a un cambio en el enfoque 
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de su relación. Aunque no pretende una desconexión total 
con China, aspira a disminuir la dependencia y vulnerabilidad 
de las cadenas de suministro, insumos, tecnologías, bienes y 
maquinaria críticos para la transición energética. Este cambio 
refleja un reconocimiento explícito del liderazgo tecnológi-
co chino en la economía verde, en el camino hacia la neutra-
lidad de carbono para el año 2050.

En última instancia, todas las principales economías de-
sarrolladas están esforzándose por mejorar la competitividad 
de sus industrias de tecnologías bajas en emisiones, inherentes 
a la economía verde. En términos simplificados, las diver-
sas estrategias buscan:

1. 	 Materias primas críticas: establecimiento de relaciones 
estratégicas y enérgicas con el sur global para asegu-
rar el suministro de materias primas esenciales desti-
nadas a la economía verde y la transición energética.

2. 	 Proteccionismo y cadenas de suministro resilientes: im-
plementación de medidas proteccionistas y la construc-
ción de cadenas de suministro para competir de manera 
eficiente sobre todo con China en las cadenas de pro-
ducción de manufacturas estratégicas para la economía 
verde.

3. 	 Inversión verde y control tecnológico: compromiso 
crucial de inversión pública por medio de diversos instru-
mentos financieros, incentivos y créditos fiscales, con 
el objetivo de impulsar el mejoramiento de tecnologías 
bajas en carbono generadas localmente.

4. 	 Mercado interno y empleo: establecimiento de merca-
dos locales protegidos para estimular el crecimiento de 
tecnologías ambientalmente sostenibles, así como para 
fomentar la producción interna y el empleo en la in-
dustria manufacturera.
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Desafíos de la transición energética en América Latina

No caben dudas de que existen múltiples desafíos para cumplir 
las metas climáticas en las próximas décadas, y que éstas no 
sólo revisten transformaciones significativas en el área ener-
gética, sino que están en el corazón del modelo de desarrollo 
propio del siglo xxi.

En el marco más general de las disputas entre Occidente 
y Asia por liderar la producción, factoría e innovación de las 
manufacturas propia de esta transformación, vale pregun-
tar: ¿cuál es el papel de América Latina en estas transforma-
ciones? ¿Qué hacen al respecto? ¿Cuáles son sus limitantes 
estructurales hacia la sostenibilidad de su transición ener-
gética tanto como de su modelo de desarrollo?

Para fines metodológicos, y a fin de organizar el análisis, 
se toman las categorías utilizadas en la conceptualización y 
resumen de las estrategias que los países industrializados 
aplican actualmente en el marco general de las transforma-
ciones de la política productiva propias de la economía verde.

Materias primas críticas

La propuesta de electrificación como respuesta a la salida de la 
sociedad fósildependiente conlleva desafíos de múltiples tipos 
y magnitudes. Una de ellas es que involucra una fase de consi-
derable incremento de la extracción de minerales para producir 
las nuevas manufacturas [iea, 2021]: cobre, manganeso, zinc 
y níquel para la energía eólica onshore (a lo que se agregan en 
especial tierras raras y, aún más, cobre para los nuevos aeroge-
neradores offshore); cobre y silicio para la energía solar foto-
voltaica; cobre, níquel y cromo para las nuevas tecnologías 
nucleares, etcétera [iea, 2021]. En particular para la produc-
ción de los autos eléctricos, al cobre, manganeso, níquel y 
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grafito se suma el litio, el cual es un componente central para 
la construcción de las baterías que almacenan energía y le da 
sentido a la carrera hacia la electromovilidad.

En la frontera entre Argentina, Bolivia y Chile se encuentra 
el triángulo del litio, que es una de las reservas más grandes del 
mundo de este mineral. Lejos de avanzar hacia la puesta 
en práctica de una estrategia común para la explotación 
regional, con la cual incrementar el poder de negociación inter-
nacional frente a la diplomacia energética de los países indus-
trializados (carentes de este recurso) y escalar en la integración 
de valor agregado, cada país presenta estrategias individuales 
y diferentes.

En Argentina, la organización federal de los recursos na-
turales, con fundamento en el artículo 124 de la Constitución 
nacional sancionada en 1994, afirma que los recursos natu-
rales son de dominio originario de las provincias en el nivel 
federal, lo que condiciona que, para avanzar en la explota-
ción de litio, las decisiones se supediten a la iniciativa y la 
regulación de cada uno de los estados provinciales en su re-
lación con las empresas privadas que vayan a invertir en estas 
iniciativas. En efecto, si bien hay directrices del Estado nacio-
nal para la explotación minera organizadas en la ley minera 
del país en particular, la iniciativa persiste en los niveles na-
cionales de gobierno. Entre otras cuestiones, ha obligado a 
que el modelo minero haya sido impulsado principalmente por 
empresas privadas extranjeras. No es diferente en el caso 
del litio.

Hasta la actualidad, hay 38 proyectos de minería de litio 
que están, en su mayoría, en una etapa de exploración avan-
zada. Sólo tres están en etapa de explotación comercial: Salar 
de Olaroz, en la provincia de Jujuy, la cual les operada por la 
firma australiana Allkem (66.5 % de las acciones), la japo-
nesa Toyota Tsusho (25 %) y la empresa estatal de la provincia 
de Jujuy, Jemse (8.5 %); el Proyecto Fénix, en el Salar de 
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Hombre Muerto de Catamarca, el cual está en manos de la 
estadounidense Livent (con Blackrock y Vanguard como accio-
nistas parciales); y, finalmente, el Proyecto Cauchari Olaroz, 
también de Jujuy, operado por Minera Exar, cuyos accionistas 
son la canadiense Lithium Americas Corp. (45 %), la china 
Ganfeng Lithium (45 %) y Jujuy Energía y Minería Sociedad 
del Estado (10 %). Con matices, los demás casos son un tan-
to distintos.

Chile lanzó en 2023 la Estrategia Nacional del Litio, con 
la cual crea la Empresa Nacional del Litio de Chile, una Red 
de Salares Protegidos y, en aquellos salares que ya están en 
régimen de explotación, intenta asegurar el uso de tecnologías 
de bajo impacto ambiental, y, por último, incorpora al Estado en 
la actividad productiva del Salar de Atacama, el más pro-
ductivo del país. De esta manera, se asegura que el Estado 
nacional participe de todo el ciclo de producción del litio, y 
que la forma de asociación pública-privada será la elegida para 
las actividades de exploración, explotación y agregación de 
valor. En diciembre de 2023, la estatal chilena Codelco (50+1 
de las acciones) y la privada chilena sqm (el resto de las acciones), 
una de las principales productoras de litio del mundo, anun-
ciaron la firma de un acuerdo para explotar en conjunto hasta 
2060 el Salar de Atacama, una de las principales reservas 
del mineral en el mundo. Si bien en la estrategia se propone 
avanzar en la generación de productos derivados con mayor 
valor agregado, no se presentan iniciativas concretas (hasta el 
momento de escribir este capítulo).

Completa el triángulo Bolivia, quien mayor énfasis en la 
industrialización ha puesto, aunque con más rezago en la ex-
plotación respecto a sus países vecinos. Luego de varios diálogos, 
un tanto fallidos, con Rusia y China, que demoraron la puesta 
en marcha de los proyectos, en diciembre de 2023 logró inau-
gurar la primera Planta de Producción de Carbonato de Litio 
en el estado de Potosí, con una inversión de más de 100 mi-
llones de dólares en los últimos años para producir carbonato 
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de litio grado batería, para abastecer productores de baterías 
y autos eléctricos. Entre las principales firmas extranjeras que 
acompañan el proceso están las empresas chinas Catl Brunp 
& Cmoc (cbc) y Corporación Citic Guoan, y la rusa Uranium 
One Group, que es parte de la Corporación Rosatom.

Fuera del triángulo del litio, en busca de convertirse en un 
actor relevante en este mercado en rápida expansión, aparece 
el caso de México. En abril de 2022, aprueba una reforma de la 
Ley minera y procede a nacionalizar el litio, ya que pasa a ser 
considerado de carácter estratégico para proteger la soberanía 
energética del país. De esta manera, otorgó a una empresa es-
tatal, Litio para México (LitioMx), un organismo público 
descentralizado de la Administración Pública Federal y coordi-
nado por la Secretaría de Energía, los derechos exclusivos para 
extraer litio. Aunque aún está más rezagado en relación con 
la etapa de explotación que los demás países, la nueva norma-
tiva busca reevaluar la legalidad de los proyectos privados 
ya establecidos, como el caso de la empresa china Bacanora 
Lithium, miembro del grupo Ganfeng International, una de las 
más importantes del mundo.

Efectivamente, la competencia por la explotación del litio 
en la región ha dado inicio, aunque a ritmos muy diferentes en 
los distintos países con reservas. Con la excepción de Argentina, 
parece que en los demás países el Estado desempeñará un papel 
relevante, ya sea en la explotación misma o en la dirección del in-
cipiente mercado mediante asociaciones público-privadas con 
el capital. Hasta el momento no se han presentado proyec-
tos concretos para avanzar hacia la integración productiva 
y tecnológica de la cadena de valor de las baterías de litio. 
Aunque es arriesgado hacer afirmaciones precipitadas (dada 
la novedad del tema y porque ocurre al mismo tiempo que la 
redacción de este capítulo), la manera en que evoluciona el mer-
cado no indica que la región anticipe un nuevo ciclo de primari-
zación de la economía del litio, más allá de la industrialización 
y exportación del carbonato de litio.
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Proteccionismo y cadenas de suministro resilientes

Si tanto China como los países desarrollados han identificado 
que avanzar en las políticas de descarbonización e incorpora-
ción de energías renovables podría ser un vector para fomen-
tar sus industrias nacionales, en América Latina existieron muy 
pocos incentivos a la participación de las empresas locales 
y la incorporación de tecnología propia en esos proyectos.

Si se toma el caso exitoso de transición en el sector eléc-
trico de Uruguay, Bertoni y Messina [2023] muestran que, 
dadas las escasas capacidades industriales nacionales al 
momento de la rápida implementación de los proyectos de 
energía renovable, la participación de los componentes na-
cionales más utilizados fueron la fuerza laboral civil y los 
estudios técnicos, en tanto la incorporación de la industria 
nacional se produjo en los eslabones de menor valor agregado 
de la cadena eólica.

Asimismo, para el caso de México, el trabajo de Galicia y 
Vega [2023], sobre la energía eólica de Oaxaca, muestra que 
la participación de las empresas locales estuvo supeditada a 
los eslabones de menor valor agregado del proceso de cons-
trucción de los parques. Los autores señalan tres razones 
principales para este resultado: por un lado, la gobernanza 
de la cadena de valor cautiva en manos de los dueños de los 
parques, en su mayoría empresas extranjeras; por otro lado, el 
escaso esfuerzo la reducida inversión puesta por los actores 
empresariales locales para acelerar la reconversión de sus pro-
cesos productivos y adecuarse a las necesidades propias de 
la tecnología eólica y, por último, la ausencia de una política 
pública de contenido nacional que promueva la creación de 
capacidades tecnológicas locales [Galicia y Vega, 2023].

Bajo el programa RenovAr de Argentina, abierto en 2016, 
la política de energías renovables tampoco buscó traccionar una 
acelerada generación de capacidades y proveedores locales. 
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El procedimiento de selección y adjudicación de proyectos de 
energía renovable consistió en clasificarlos en función del precio 
ofertado y, en caso de empate, se estableció como criterio se-
cundario el porcentaje de Componente Nacional Declarado 
según el estudio Barrera y colegas [2022]. Al prevalecer el pri-
mer requisito para adjudicar los proyectos, la incorporación de la 
industria nacional no fue vinculante y se transformó en un in-
centivo económico más que como un estímulo a la producción 
nacional [Aggio et al., 2018]. Lo que redunda en una pérdida de 
competencias industriales, susceptibles de poder insertarse en 
algunos de los eslabones con valor agregado de las tecnologías 
solar, eólica o las bioenergías.

En el caso de Perú, el trabajo de Campodónico y Carrera 
[2023] muestra que las subastas de energía renovable han 
sido lentas, y que para cumplir con los compromisos climáticos 
se requiere introducir un marco legal revisado y aggiornado 
a la nueva dinámica del mercado global, que busca delibera-
damente la descarbonización y la transición energética. Y en 
ese marco, también sería deseable aprovechar la transforma-
ción del marco regulatorio para que sea posible incrementar la 
escasa participación de las empresas locales en la radicación 
de los parques de energías renovables.

Finalmente, el caso de Brasil permite mostrar matices 
frente a otros casos regionales. Desde 2009, la energía eólica 
ha experimentado un crecimiento vertiginoso en Brasil. Con el 
objetivo de maximizar los beneficios de este crecimiento para 
la economía del país, el Banco Nacional de Desarrollo Econó-
mico y Social (bndes) creó una política de contenido local para el 
sector a fin de fomentar el crecimiento de la cadena local de 
producción de aerogeneradores. La política permitió incremen-
tar el valor agregado local en la producción de aerogenerado-
res, la creación de empleos industriales directos asociados al 
sector, reducir la dependencia de equipos importados (que, 
aunque continúa alta, es más baja que en las experiencias 
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del resto de los países de la región) y generó una cadena produc-
tiva con posibilidades de impulsar las exportaciones [Conte 
Ferreira, 2020].

En efecto, con la excepción de Brasil y su deliberada políti-
ca de incorporación de componente nacional, la cual estuvo 
diseñada por el bndes (el banco que financió una parte im-
portante de los proyectos de energía renovable en la transición 
energética brasileña en la última década), no parece haber 
una política de protección e incentivo a la industria nacional. 
A contramano de lo que hacen los países desarrollados tanto 
como China y varias potencias industriales asiáticas, no se 
evidencia para América Latina que las políticas de transi-
ción energética sirvan para impulsar la incorporación de la 
industria nacional como tampoco para constituir cadenas de 
valor resilientes, o una política de inserción activa en los eslabo-
nes de las cadenas globales de valor de la economía verde 
donde hay capacidades.

Inversión verde y control tecnológico

Uno de los principales desafíos para avanzar en las acciones de 
mitigación del cambio climático, donde la transición energética 
constituye un componente crucial, radica en la limitada disponi-
bilidad de financiamiento en los mercados de capitales latino-
americanos. Esta limitación está estrechamente relacionada 
con la marcada dependencia de los bancos y fondos de inver-
sión privados extranjeros, así como de la inversión extranjera 
directa, con la notable excepción de Brasil, que ha implemen-
tado políticas de apoyo a las empresas locales promovidas por 
el bndes.

En la región, se observa una notable escasez de estudios 
precisos que demuestran la verdadera magnitud de la inver-
sión requerida para alcanzar las metas de adaptación y miti-
gación del cambio climático hasta 2030, así como el costo en 
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términos de infraestructura para que las economías latino-
americanas cumplan con sus compromisos climáticos. Uno 
de los primeros trabajos que surge en esta discusión es el de 
Galindo y colaboradores [2022], quienes proporcionan esti-
maciones generales que sugieren una necesidad de inversión 
anual que oscila entre 350 000 millones y 1 100 millones de 
dólares hasta 2030. En contraste, instituciones como el Banco 
Mundial, el Banco Interamericano de Desarrollo (bid) y la Corpo-
ración Andina de Fomento (caf) sólo ofrecen un total combi-
nado de 40 000 millones de dólares al año para la región 
[Galindo et al., 2022: 8].

En el escenario más optimista, la banca financiera regional 
apenas cubre el 10 % de las necesidades de financiamiento 
para alcanzar las metas climáticas, incluida la transición ener-
gética. Además, los países desarrollados han incumplido su 
compromiso de invertir 100 000 millones de dólares anual-
mente en programas de mitigación y adaptación en los paí-
ses en desarrollo desde 2013, según un estudio reciente de la 
ocde [2022].

En este contexto, de manera discreta y firme, China ha emer-
gido como el principal inversor individual en América Latina 
y el Caribe durante las últimas dos décadas. Según un artículo 
publicado recientemente por Ugarteche y colaboradores [2023], 
el país asiático ha destinado en la región 457 000 millones de 
dólares en inversiones entre 2005 y 2022. Es notable que una 
parte significativa de estas inversiones, el 38 % del total, se 
ha dirigido al sector energético. Además, se han realizado in-
versiones importantes en sectores como el transporte (12 %), 
la minería (10 %), los bienes raíces (9 %) y las finanzas (5 %).

El escaso respaldo del sistema financiero regional para 
canalizar recursos hacia los países de la región y apoyar sus 
objetivos climáticos, junto con la creciente influencia de China 
como el principal inversor extranjero en las últimas dos déca-
das, encuentra su contraparte en el proceso de reprimari-
zación de las economías latinoamericanas, en especial desde 
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la década de 1980 (cuadro 1). Este periodo estuvo marcado 
por la crisis de la deuda y la desintegración de los procesos 
de industrialización sustitutiva, impulsados por reformas de 
mercado que promovieron la liberalización, desregulación, 
privatización y ajuste estructural.

En primer lugar, se observa un aumento en la participa-
ción de los ingresos derivados de la explotación de los recursos 
naturales propios a lo largo de la década. En segundo lugar, 
América Latina ha seguido una trayectoria similar a la de 
los países de ingresos medio-bajo: llega a representar el 6.2 % 
del pib regional en 2021 (cuadro 1).

Cuadro 1. Rentas totales de los recursos naturales (porcentaje del pib)

1970 1980 1990 2000 2010 2021

Países de ingreso alto 0.7 4.7 1.3 1.3 1.8 2.0

Países de ingreso medio-alto 1.6 12.8 8.0 5.3 7.0 4.3

Países de ingreso medio 2.1 13.4 8.3 6.0 7.5 4.7

Países de ingreso medio-bajo 2.3 13.2 8.4 6.1 7.6 4.8

Países de ingreso medio-bajo 3.3 14.5 9.4 8.2 9.2 5.9

Países de ingreso bajo 5.5 8.9 9.5 9.9 9.9 13.3

América Latina y el Caribe 2.1 8.6 5.6 3.9 5.2 6.2

Mundo 1.0 6.3 2.6 2.2 3.7 3.0

Miembros de la ocde 0.6 3.0 0.9 0.9 1.1 1.4

América del Norte 0.8 6.0 1.4 1.3 1.1 1.6

América Latina y el Caribe 2.1 8.6 5.6 3.9 5.2 6.2

África subsahariana 4.4 15.2 10.7 10.9 12.6 9.9

Oriente Medio y norte de África 13.1 48.8 24.2 23.5 23.6 18.6

China 0.8 19.7 8.6 2.7 6.3 1.7

Estados Unidos 0.7 5.7 1.2 1.1 1.0 1.3

Alemania 0.2 0.6 0.2 0.1 0.2 0.1

Fuente: elaboración propia con base en datos del Banco Mundial.
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En tercer lugar, al comparar la región con otras del mundo, 
se evidencia claramente la dependencia en la explotación de los 
recursos naturales como un mecanismo fiscal fundamental 
para el financiamiento público. Esta dependencia se asemeja 
más a la de África Subsahariana (9.9 %) que a la de países de 
la ocde (1.4 %), China (1.7 %) o Estados Unidos (1.3 %).

Si bien este patrón no es novedoso en la literatura econó-
mica latinoamericana de las últimas décadas, es de vital im-
portancia para comprender el alcance del desafío. No sólo es 
escasa la canalización de financiamiento internacional para 
cumplir con las inversiones necesarias a fin de alcanzar las 
metas climáticas y avanzar decididamente hacia una tran-
sición energética en busca de la sostenibilidad. También es 
crucial reconocer que los esfuerzos de financiamiento que 
los países de la región deben emprender presuponen la finali-
zación a mediano plazo de las actividades de explotación de 
recursos naturales, dado que estas actividades refuerzan las 
condiciones del cambio climático. En otras palabras, el esfuerzo 
necesario, cercano al 10 % del pib según Galindo y colegas 
[2023], para cumplir con las metas climáticas deberá reali-
zarse con los recursos provenientes de la renta de los recursos 
naturales, que para el año 2021 fue de 6.2 puntos del pib.

No sólo representa un obstáculo estructural significativo 
para las economías de la región en su camino hacia la neu-
tralidad de carbono para 2050, sino que también impone un 
límite concreto a cualquier intento de avanzar hacia una so-
beranía tecnológica que facilite el progreso económico soste-
nible y, al mismo tiempo, agregue valor local a los procesos 
productivos derivados de diversas cadenas de valor de la 
economía verde.

Mercado interno y empleo

La ausencia notable de una perspectiva industrialista en 
torno a la transición energética, combinada con una actitud 
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pasiva tanto de los países como de las empresas locales para 
implementar una estrategia consistente de integración en los 
eslabones con capacidades dentro de las cadenas de valor de 
las energías renovables, representa un obstáculo importante 
para vislumbrar positivamente la capacidad de generar una 
“revolución de empleo verde” en la región, tal como lo sugieren 
muchas publicaciones de organismos internacionales. A pesar 
de la falta de un sistema estandarizado de acceso a informa-
ción homologable sobre el empleo en el sector de las energías 
renovables en América Latina, el informe anual de Irena [2023] 
proporciona cierta información al respecto.

En el caso de México, el país agregó aproximadamente 1 200 
megavatios de capacidad solar fotovoltaica en 2022, lo que re-
sultó en la creación de 19 000 empleos en el sector; esto equivale 
a un empleo por cada 16 megavatios instalados. El mercado 
eólico experimentó un crecimiento mucho más moderado en 
2022, con una instalación de aproximadamente 160 megava-
tios. Según el Consejo Mundial de Energía Eólica, se estima 
que la energía eólica en México podría generar 55 000 empleos 
directos e indirectos a tiempo completo durante el periodo de 
crecimiento, construcción e instalación entre los años 2022 y 
2026. Además, se espera la creación de 2 700 empleos para 
sostener las tareas de operación y mantenimiento (om), los cua-
les continúan durante la vida útil de los parques eólicos [gwec, 
2022: 54]. En el caso de Brasil, el mismo informe del Consejo 
Mundial de la Energía Eólica sostiene que la energía eólica 
podría crear 285 000 puestos de trabajo directos e indirectos 
entre 2022 y 2026 durante el periodo de instalación de los par-
ques, y otros 18 000 puestos en om [gwec, 2022: 32]. De esta 
manera, el informe estima la generación de 26 nuevos pues-
tos de trabajo por cada megavatio instalado durante el periodo 
de construcción de los parques y menos de dos empleos en 
om, que son los empleos que perduran durante la vida útil de 
los proyectos.
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Según el informe de Irena [2023], Nicaragua ha experi-
mentado un notable impulso en las fuentes de energía reno-
vable; dentro de su matriz energética nacional, alcanzó los 
743 megavatios en el año 2022. Ha resultado en la creación 
de un total de 8 400 empleos directos en el sector, que abarca 
biomasa, geotermia, energía solar fotovoltaica, eólica e hidro-
eléctrica, lo que equivale a un empleo por cada 11 megavatios 
instalados.

En cuanto a Panamá, el empleo en energías renovables 
se concentra principalmente en la energía hidroeléctrica, que 
emplea directamente a 776 personas, con más de tres cuar-
tas partes de ellas en grandes instalaciones hidroeléctricas. 
El empleo en la energía solar fotovoltaica y eólica en el país 
es marginal, con sólo 54 personas empleadas en 2021 [Irena, 
2022]. En el caso de Colombia, se observa el aumento en los 
empleos directos e indirectos en energía solar fotovoltaica, que 
pasaron de 360 a 2 381 en 2021 [Irena, 2022], con un total de 184 
megavatios instalados, lo cual representa aproximadamente 
13 empleos por megavatio instalado. En Argentina, un infor-
me oficial titulado Generación de empleo. Energías renovables 
[sser, 2018], proporciona una visión de los empleos efecti-
vamente creados en los proyectos de energía renovable adju-
dicados en el país bajo el Plan RenovAr entre los años 2016 
y 2018. Este informe es especialmente valioso porque, a dife-
rencia de la información hasta entonces presentada, se basa 
en datos reales de los proyectos ejecutados durante ese periodo, 
lo cual coincide con el de mayor dinamismo en la instalación de 
proyectos antes de que la crisis económica interrumpiera esta 
tendencia, como analizan Barrera y colaboradores [2022]. 
Según el informe, en promedio, se emplean 2.6 trabajadores 
por cada megavatio adjudicado en la fase de construcción de 
los proyectos, y 0.36 empleos directos por cada megavatio en la 
fase de operación y mantenimiento (om), lo que implica crear 
un empleo por cada tres megavatios instalados.
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En resumen, en lugar de anticipar una revolución en la 
generación de empleo verde en los próximos años, el sector 
de las energías renovables, sobre todo la solar fotovoltaica y la 
eólica, experimentará un crecimiento moderado en los países 
de la región. Esto se debe ante todo a que la mayoría de los em-
pleos se genera en actividades de menor valor agregado du-
rante la construcción de los parques, como la obra civil y el 
montaje, mientras que se originan muy pocos empleos direc-
tos para las tareas de om, que subsisten a lo largo de la vida 
útil de los proyectos. En efecto, sin una política industrial 
adecuada, será difícil observar una creación significativa de 
empleo derivado de las energías renovables en la región.
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4. Transporte eléctrico público y transición 
energética: un análisis de sustitución tecnológica

David Bonilla

Introducción

Los problemas de transporte urbano y rural se agravan y se 
relacionan con cinco dificultades: 1) su alta dependencia de ener-
gías fósiles, aunada a un déficit comercial en la balanza 
energética y el riesgo geopolítico de éstas; 2) su alto volumen 
de emisiones de gas de efecto invernadero, que es la principal 
fuente de cambio climático; 3) congestión urbana, que a su 
vez ocasiona 4) pérdida de productividad de trabajadores, y 
5) accidentes. Por esta razón, el estudio de transporte, en espe-
cial el de carácter público, es clave para: a) acceder al desarrollo 
regional y alcanzar b) los objetivos de transición energética 
y c) la descarbonización de la economía, así como d) reducir el 
riesgo geopolítico de una eventual escasez de energías fósiles, 
como diésel y gasolina, entre otros.

La contribución de este trabajo es el diseño y la imple-
mentación de una metodología para evaluar el consumo ener-
gético y medir: 1) el parque vehicular en el futuro y 2) el ritmo 
de difusión tecnológica o de reemplazo de diésel a energía 
eléctrica. La difusión se define como el proceso mediante el 
cual las innovaciones son adoptadas por la población. Es un 
proceso dinámico relacionado con el tiempo, que requiere la 
transferencia de conocimiento, de información e innovaciones 
[Lechman, 2015]; involucra asuntos difíciles de analizar 
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adecuadamente. El tiempo participa. La incertidumbre es 
inherente. El cambio es un tema mayor. Los mercados imper-
fectos abundan [Stoneman, 2002].

Esta electrificación mediante la difusión tecnológica gradual 
permite también entender el ritmo de descarbonización del sec-
tor transporte. Como un producto derivado, comparamos la 
historia económica reciente, la situación histórica y política 
de México para explicar el avance del transporte público. A 
fin de alcanzar los objetivos ya descritos, se propone un nuevo 
método para determinar: a) el crecimiento y b) el reemplazo de 
autobuses con base en diésel por los eléctricos y su crecimiento 
a 2100. Se mantiene un enfoque en la medición del volumen 
de la flota de transporte público basado en autobuses, pero no 
se mide la percepción de la calidad del servicio, por cuanto el 
modelo se fundamenta en datos objetivos.

Para calcular el reemplazo por año de autobuses que depen-
den del diésel y la tasa de difusión anual de diésel por autobuses 
eléctricos, se aplica el método de los estudios de Fischer y Pry 
[1971] y de Grubbler y Nakicenovic [1991] al caso del trans-
porte público de México, lo que demuestra la flexibilidad del 
método con el uso de diferentes datos públicos. Woody y colegas 
[2023] utilizan un modelo de la flota de autos particulares y 
de emisiones para proyectar a 2030 la adopción de autos 
eléctricos para los Estados Unidos. El enfoque de Woody y co-
legas [2023] es de top-down, basado en la meta del 50 % de 
penetración de automóviles eléctricos y regulaciones propues-
tas (el 50 % de ventas en 2030 y el 67 % en 2032). El objetivo 
de ese trabajo fue calcular emisiones de CO2 si esas metas son 
alcanzadas. Para el caso europeo, Fluchs [2020] estudia la di-
fusión de electromovilidad.

La fortaleza del método es la selección de variables usando el 
parque vehicular de autobuses, capacidad de carga de pasajeros, 
ventas de éstos, entre otras. Se estima el flete de autobuses por 
medio de diversas variables, por ejemplo, la participación del 
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mercado de autobuses eléctricos, el crecimiento de la población, 
el aumento de la flota.

El presente análisis se basa en la sustitución de autobuses 
(microbuses, miniván y peseros) de gasolina y de diésel con 
autobuses o metrobuses eléctricos. El horizonte de las proyec-
ciones de penetración de autobuses eléctricos aquí presentadas 
se extiende hasta 2100. La participación del transporte pú-
blico en la investigación de economía energética, en planea-
ción energética y en política energética es poco estudiada por 
economistas, y cuando se hace tal investigación se enfoca 
sobre todo en el efecto en la matriz energética de automóvi-
les particulares y eléctricos. Por ejemplo, Bonilla y colegas [2022] 
proponen el modelo de difusión para calcular el ahorro de ga-
solina con sustitución de automóviles de gasolina por autos 
eléctricos. Por tanto, el presente capítulo enfatiza la función 
del transporte público para aumentar: a) la independencia ener-
gética, b) la seguridad energética y c) mantener el equilibrio 
macroeconómico mediante un gasto menor en la importación 
de energéticos. La participación de este segmento de trans-
porte también afecta en la trayectoria y el inventario de emi-
siones de CO2, este último considerado el más importante de 
los gases de efecto invernadero.

Los autobuses forman parte clave del sistema de transporte 
urbano por cuanto movilizan a la mayoría de los usuarios 
en todo el país. Sin embargo, los autobuses foráneos también 
son clave para la movilidad de personas dentro de regiones y 
entre éstas. Fuera de las grandes ciudades, como Guadalajara, 
Monterrey y la Ciudad de México, los usuarios dependen so-
bre todo del autobús. Por ejemplo, en la Ciudad de México el 
pesero, el autobús, la miniván, combinados con el metrobús, 
transportan al 30 % de todos los usuarios, y esta forma de trans-
porte recorre el 67 % de la distancia total (el metro y el tren 
ligero cubren el 33 % restante), en todo el territorio de la urbe 
[Inegi, 2023a]. A pesar de que el sistema colectivo del metro 
transporta 63 % del total de pasajeros (de 99 millones de 
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pasajeros en la Ciudad de México), tiene la desventaja de 
carecer de la flexibilidad espacial del autobús, pues el prime-
ro cuenta con una red de estaciones relativamente poco extensa 
(insuficiente cobertura geográfica), si se compara con las de 
otros países.1

Esa flexibilidad espacial del autobús se traduce en más altos 
niveles de distancias recorridas. Las ventajas de electrificar 
el transporte masivo y aumentar la flota de autobuses eléctri-
cos son multifacéticas: reducen el número de autos en la calle 
y aumentan la calidad de aire, siempre y cuando se haga de una 
manera bien planeada. Los autobuses actuales más usados 
extensamente por el territorio mexicano para el transporte 
público son los camiones para pasajeros (autobuses urbanos 
y suburbanos, microbuses, camiones escolares, camionetas 
pick up, ómnibus y en general los vehículos con ocho asientos 
o más, destinados al transporte público o privado de perso-
nas). Los autobuses utilizados en calles y avenidas de México 
representan una importante fuente de: a) consumo de diésel 
y b) emisiones en el país; aunque estos autobuses producen 
menos emisiones que los automóviles particulares, es nece-
sario analizar cómo reducir su consumo de diésel y gasolina 
y cómo estos autobuses al mismo tiempo pueden reducir aún 
más la emisiones de criterio —dióxido de carbono (CO2), dióxido 
de azufre (SO2), óxidos de nitrógeno (NOX) y partículas sus-
pendidas— que atentan contra la salud de niños y adultos, la 
congestión y el uso de autos particulares; este último modo de 
transporte es el que más contribuye a aumentar las importacio-
nes de diésel y gasolina. Como se dijo anteriormente, el objeti-
vo de este capítulo es desarrollar y aplicar un modelo para 
evaluar el impacto del transporte público en el parque vehicular 
de autobuses y en la matriz energética.

1 El metro registra el 22 % de la distancia recorrida de todo sistema de transporte público 
[Inegi, 2023a].
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Este documento consta de cinco partes. La primera se ocu-
pa de los aspectos más importantes de la situación actual que 
enfrenta el transporte urbano, ante todo, el autobús. La segunda 
parte comienza con una descripción de la magnitud del transpor-
te público y privado, la extensión geográfica del transporte 
público y los tipos de autobuses más usados en el país. La ter-
cera trata la metodología aplicada para proyectar los escena-
rios de penetración de autobuses eléctricos; se desarrollan 
dos modelos: el de saturación y el de sustitución. Estos auto-
buses le restan participación de mercado a los autobuses de 
diésel y de gasolina. La cuarta parte presenta una descrip-
ción de los resultados de las proyecciones a 2100 de autobu-
ses en el país. La quinta parte analiza todos los resultados y sus 
implicaciones de inversión pública requerida para alcanzar 
la transición energética y la sustitución del parque de trans-
porte público con base en camiones de pasajeros.

Análisis de la situación actual (1980-2020)

El propósito de esta parte es examinar las fuerzas sociopo-
líticas y económicas que rigen y han regido en el pasado el 
avance del transporte público y la infraestructura del sector 
transporte en general.

La política económica

El país ha atravesado por diferentes fases (basado en Suárez 
[2023: 202]): 1) porfiriato, “crecimiento con desigualdad” (1880- 
1910); 2) de la Revolución a la Gran Depresión (1910-1929); 
3) desarrollo con transformación social: Cárdenas (1934-
1940); 4) desarrollismo exitoso y crecimiento acelerado: desarrollo 
estabilizador (1940-1970); 5) desarrollo sin estabilidad (1970-
1982); 6) gran crisis bancaria (1982-1994); 7) estabilidad sin 
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crecimiento, “estancamiento estabilizador”; 8) crisis económica 
y política (2006-2009). Finalmente, la economía nacional sigue 
creciendo muy poco durante el sexenio de Andrés Manuel López 
Obrador (AMLO).

Durante el desarrollo estabilizador, la economía del país 
creció a tasas muy altas, mientras que en el periodo “estancador” 
(1980-2023) fue de menos del 2 % anual. El siguiente resumen 
[Suárez, 2023] sirve para describir lo que el país atraviesa desde 
hace más de 40 años: 

[...] se destaca el estancamiento en el ingreso per cápita desde 
hace 20 años; la desigualdad, en que el 20 % más rico tiene el 
60 % del ingreso; un país con 50 % de pobres, es medio país. No 
gastamos [lo] suficiente en educación ni en una suficiente cober-
tura de salud. Baja productividad, pero ni ésa se va a salarios; 
exportamos, pero no crecemos; gran maquiladora; banca que 
genera groseras utilidades para dueños extranjeros, que no se tra-
ducen en crédito a la inversión, fisco con recaudación insufi-
ciente y gasta mal [Suárez, 2023: 207].

Con este resumen se caracteriza el siglo xx y parte del pre-
sente, con los aciertos y los desaciertos. Primero, en el periodo 
de posguerra, el país y las arcas públicas dependieron mu-
cho de la renta petrolera, pero eso ha cambiado en los últimos 
diez años: el país ahora exporta más y depende menos de la 
renta petrolera a diferencia del pasado; aunque exporta, no 
crece y pierde industria nacional; es miembro de numerosos 
acuerdos comerciales que sirven para aumentar las importa-
ciones. Segundo, la inversión pública ha caído. Entre 1960 y 
1981, el porcentaje de inversión bruta de capital fijo (incluye 
inversión en equipo de transporte) alcanza el 26.5 %, pero 
de 1981 hasta nuestros días la acumulación capital cae has-
ta el 20 % del producto interno bruto (pib) (cifras basadas en 
Cordera y Tello [2010]). En el siglo pasado, en México se re-
gistran tasas de crecimiento económico sin parar: entre 1934 
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y 1981 el pib per cápita crece al 3 %. Desde 1981 en adelante, esa 
misma cifra cae al 0.5 % anual [Cordera y Tello, 2010]. Ob-
viamente, a consecuencia de esto, la infraestructura del país 
sufre por la caída de inversión pública y privada (incluye al 
transporte público).

La acción del Estado sobre el transporte público

Al inicio de la administración de AMLO, en octubre de 2018, 
las nuevas políticas económicas nacionales de “austeridad 
republicana” —que se reflejan en el control de gasto público y 
de salarios en el sector público, pero también en el aumento de 
los salarios mínimos, y otras más— marcarían la ruta bajo la 
cual el país funcionaría durante los siguiente seis años. Ini-
cialmente esta nueva estrategia económica se aplicó también 
al transporte y a la infraestructura vial del país. En el país, 
se mantuvo la decisión de no ampliar sobremanera redes del 
metro a otras ciudades (excepto en Monterrey y Ciudad 
de México), después de que se terminó la línea 12 bajo la ad-
ministración de Marcelo Ebrard. La estrategia de éste fue 
aumentar la red de metrobuses en lugar de la red del sistema 
de metro. En la Ciudad de México, en los años ochenta se cons-
truyeron 34 ejes viales, lo que era un claro incentivo para au-
mentar el uso del automóvil y el autobús de pasajeros. En este 
contexto, la acción del Estado está regida por intereses de los 
sectores de la construcción y automotriz, ambos con carácter 
monopólico. Esto ha desembocado en una política de infraes-
tructura que cae bajo la influencia de intereses de estos monopo-
lios en lugar de que fuese regida por un interés público.

La administración de AMLO tuvo como estrategia los siguien-
tes proyectos que influyen en el transporte público o el auto-
bús: expansión de la red de calles y carreteras, con un gasto de 
infraestructura contabilizado principalmente (0.14 % del pib, 
2019-2020) en estos rubros, lo que implica que el presupuesto 
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remanente es insuficiente para obras de transporte público (cua-
dro 1); y otras obras como los trenes Maya, Ciudad de México-
Querétaro, Transístmico. El gasto en infraestructura se tabula 
en el cuadro 1 y se puede ver que el sector carretero es el que 
absorbe la mayor parte del presupuesto, mientras que el trans-
porte ferroviario y el de “agua y puertos” reciben mucho menos, 
estos dos rubros son de bajo carbono y deben ser estimulados 
financieramente.

Cuadro 1. Presupuesto público federal para la función Comunicaciones y  
Transportes por destino del gasto, 2019-2020 

Destino del gasto %
pib

%
pef*

Transporte de carretera 0.14 0.59

Transporte: agua y puertos 0.001 0.01

Transporte de ferrocarril 0.02 0.07

Transporte aéreo 0.03 0.12

Otros relacionados con transporte 0.01 0.05

Comunicaciones 0.02 0.10

Servicios: comunicación y medios 0.001 0.01

Función pública 0.0006 0.002

        * Presupuesto de Egresos de la Federación. 
        Fuente: Cámara de Diputados [2020].

El gobierno de la Ciudad de México introdujo en 2020 
nuevos metrobuses y trolebuses eléctricos de tecnología im-
portada que ayudarán a la electrificación. Todas estas obras 
de AMLO, aunque bienvenidas, no impiden el hecho de que la 
mayor parte del sistema de transporte urbano de superficie 
(autobuses) que realizan más del 50 % de viajes por día siga 
en manos privadas-concesionarios. Transcurrieron cinco años 
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y concluirá la administración de AMLO sin haber dado cum-
plimiento al compromiso ofrecido de mejorar la calidad de los 
usuarios en el país. Sin embargo, durante el gobierno de Claudia 
Sheinbaum en la Ciudad de México se expandió el parque 
vehicular por 100 nuevos trolebuses en 2022, un aumento 
clave que hizo que el sector registrara renovación luego de 
mostrar considerable antigüedad. El objetivo del gobierno de 
la Ciudad de México es aumentar la flota de trolebuses por 
500 unidades en 2023; esto beneficiará a 100 000 usuarios al 
día. Estos trolebuses cuentan con capacidad para 87 pasa-
jeros. También se inauguró: el trolebús elevado y el trolebús 
Chalco, y se renovó el tren ligero. Aunado a eso, se electrifica 
la línea 3 del metrobús en 2022 [Semovi, 2022].

En este sexenio, se han logrado y planeado proyectos rela-
cionados con transporte público de alguna forma (cuadro 2). 
Algunos son de bajo carbono, es decir, tienen menos emisiones 
que otros modos de transporte: los proyectos del Tren Maya y 
del Corredor Interoceánico reducirían el consumo de energía 
fósil porque evitan mover mercancías o personas por tráiler, 
autobús u otro modo de transporte que fuesen intensivos en 
energía fósil. El cuadro 2 muestra proyectos que podrían indu-
cir a un consumo mayor de energía fósil, como la refinería de 
Dos Bocas, nuevos aeropuertos, carreteras y otros, pero tam-
bién que podrían reducir el consumo de energía fósil, como 
puertos, trenes, nuevas redes de tren interurbano y obras 
hídricas. El cuadro 2 tabula varios de estos proyectos (trenes, 
puertos, Corredor Interoceánico, aeropuertos, carreteras), los 
cuales aumentarán la demanda por servicios de movilidad 
y, en consecuencia, de servicios de transporte público para 
trasladar a la población local o regional. Otros proyectos des-
critos (refinería de Dos Bocas) también inciden en una mayor 
presión por gobiernos locales en proveer transporte público y 
de carga. Mientras que las obras hídricas podrían abastecer 
con base en plantas hidroeléctricas al sistema de transporte 
público eléctrico que se instale en los siguientes años.
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Cuadro 2. Proyectos de infraestructura del sexenio de AMLO 

Trenes  Corredor interoceánico: conectará el puerto de Salina Cruz, Oaxaca, y 
el puerto de Coatzacoalcos, Veracruz.
 Tren Maya: “son 1 500 kilómetros de vías férreas con un tren 

moderno que va a tener una capacidad de desplazarse a 160km/h. Ya 
se están haciendo los trenes; el primer tren lo van a entregar en julio 
del año próximo”.
 Modernización del ferrocarril del istmo en la frontera con Guatemala.
 Modernización de la vía férrea Coatzacoalcos-Palenque.
 Nuevo ferrocarril entre Chontalpa y Dos Bocas.

Puertos  Modernización del puerto de Guaymas.
 Modernización del puerto de Chiapas.
 Modernización de los puertos de Salina Cruz y Coatzacoalcos como 

parte del futuro corredor interoceánico.
Aeropuertos  Aeropuerto Internacional Felipe Ángeles: la Secretaría de la Defensa 

lo entregará el 21 de marzo. 
 Aeropuerto internacional de Tepic.
 Aeropuerto "Felipe Carrillo Puerto".

Carreteras  Autopista Oaxaca-Puerto Escondido: por inaugurarse este año.
 Carretera Istmo-Acayucan.
 Circuito carretero de la costa de Jalisco entre Puerto Vallarta y Tepic.

Obras hídricas  Presa "El Zapotillo".
 Sistema de abastecimiento para pueblos indígenas yaquis.
 Sistema de abastecimiento "Alejandro Gascón Mercado".
 Presa "Santa María", incluido un sistema de generación de energía y 

suministro de agua.
 Sistema de abastecimiento de agua de presa Picacho. 
 Acueducto para abastecimiento de La Laguna, en el estado de Durango.

Otros proyectos  Refinería de Dos Bocas.
 Centro cultural y ecológico de las Islas Marías.
 Modernización del sistema público de salud.
 Ampliación del parque capitalino Chapultepec. 
 Reconstrucción de la línea 12 del metro. 
 Líneas de metrobús (varias ciudades del país). 
 Corredores de Cero Emisiones.
 Planta Solar, Puerto Peñasco, Sonora, con 1 000 megavatios de 

capacidad instalada.
Fuente: Bonilla [2021].
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La estrategia del metrobús y por qué

Entre 2005 y 2023, en la Ciudad de México, los gobiernos des-
plegaron el sistema de metrobús más grande de Latinoamérica: 
este sistema se enfocó en puntos estratégicos de calles, en las 
más transitadas, y en zonas geográficas centrales de la ciu-
dad. El metrobús depende del uso del diésel. Como se señaló 
antes, en la capital mexicana en las últimas décadas hubo un 
cambio: en lugar de expandir el metro se prefirió expandir 
la capacidad del metrobús, tal vez por su bajo costo. La Ciudad 
de México no tuvo un jefe de gobierno democráticamente electo 
hasta la administración de Cuauhtémoc Cárdenas, en 1997-
2000; antes estuvo Óscar Espinosa Villareal (1994-1997) como 
regente del entonces Distrito Federal. Fue hasta el gobierno de 
Cárdenas cuando se decide adoptar el metrobús, pues a Espi-
nosa Villareal le tocó lidiar con la clausura de la Ruta 100, la 
empresa paraestatal.

En la administración de dos jefes de gobierno del Distrito 
Federal, Andrés Manuel López Obrador (2000-2006) y Mar-
celo Ebrard (2006-2012), se tomó la iniciativa de lanzar el pro-
yecto de metrobús y la expansión de este sistema. En el gobierno 
de Claudia Sheinbaum, se puso en marcha ese proyecto de 
transporte. El proyecto tenía como objetivo inicial contar con 
un corredor piloto, el cual tendría beneficios de protección am-
biental; sin embargo, después de haber sido desplegado el 
metrobús en la ciudad, estos dos jefes de gobierno usaron el pro-
yecto como parte de su plataforma política para transformar 
el transporte terrestre y de esta manera apoyar al Partido de la 
Revolución Democrática (prd). Mientras que las administra-
ciones pasadas del Partido Revolucionario Institucional (pri) 
usaban la autoridad del Estado o la “mano dura” para contro-
lar a los “peseros” y taxis ilegales, el prd buscó la negociación para 
ganar la participación de sectores clave en el sector. En tanto, 
el gobierno del pri buscaba consolidar una conectividad de la 
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metrópolis que dependía de grandes inversiones de infraes-
tructura de carreteras, calles, avenidas y del sistema colectivo 
del metro.

No obstante los beneficios del metrobús en la Ciudad 
de México, esta forma de transporte es responsable sólo por el 
4.6 % del total de viajes; su participación se compara con 
el 47.8 % que representan peseros (colectivo, microbús, com-
bis, etcétera) [Inegi, 2017]. El potencial del metrobús está li-
mitado por dos razones: 1) las calles no pueden acomodar los 
grandes autobuses, y 2) las vialidades son angostas, lo que 
no permite tener un carril dedicado al flujo del metrobús. 
Sin embargo, este transporte ha contribuido a reducir el con-
sumo de diésel y de gasolina directa e indirectamente. La 
agencia de metrobús ha publicado el ahorro en viajes indi-
rectamente a consecuencia de su mayor participación. El sis-
tema de transporte urbano, incluido el metrobús, enfrenta la 
necesidad de ampliar su cobertura, su frecuencia de servicio, 
aumentar su parque vehicular de camiones con tecnología 
limpia, incluyendo la eléctrica.

Problemas y barreras para el desarrollo de un sistema de transporte 
urbano eficiente en la Ciudad de México, ¿y en México?

Se puede considerar que la mayor parte de los problemas que 
inhiben la consolidación de un sistema de transporte público 
eficiente proviene de un origen común que es un reflejo del sis-
tema económico del país ya descrito en la introducción. Según 
Barclay [1985], estos problemas se resumen en varias dimen-
siones aquí enumeradas.

1) 	Problemas técnico-administrativos.
a)	 Falta de claridad en la apreciación e interpretación 

del problema de transporte, lo que lleva a deficien-
cias en la planeación de éste.
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b) 	Falta de continuidad administrativa de planes y 
programas entre ciclos sexenales.

c) 	 Ubicación de zonas industriales y de trabajo.
d) 	Alto congestionamiento de vehículos particulares.
e) 	 Limitada oferta y cobertura de los autobuses mu-

nicipalizados, etcétera. El parque de autobuses debe 
ser mayor que el actual.

2) 	Barreras estructurales.
a) 	 Causas externas: éstas llegan desde el exterior como 

dependencia de importaciones, falta de innovación 
tecnológica en México, causas de desequilibrio ma-
croeconómico, etcétera.

b) 	Causas internas: alta tasa de urbanización, cre-
cimiento demográfico, lento crecimiento anual del 
producto interno bruto e ingreso per cápita; balan-
za comercial del sector externo de la economía; 
deuda externa, pagos de ésta, etcétera.

En resumen, las causas en la lista anterior explican a) la 
lenta difusión tecnológica, en este caso de electrificación de 
autobuses; b) la falta de provisión de transporte público, y 
c) el lento reemplazo de transporte público con mejores tec-
nologías. Para repetir estas causas se pueden clasificar en 
dos áreas: 1) problemas técnico-administrativos, y 2) barreras 
estructurales. Estas dos áreas no están necesariamente li-
gadas entre sí.

Estudios previos

La literatura publicada en reportes de think tanks incluye el es-
tudio del Programa Universitario de Estudios sobre la Ciudad 
(puec) “Evaluación del diseño e instrumentación de la polí-
tica de transporte público colectivo de pasajeros en el Distrito 
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Federal” [puec, 2011] y el del Banco Interamericano de De-
sarrollo (bid) [Rivas et al., 2019]. En el estudio del bid, se sos-
tiene que el transporte público es esencial para reducir “la 
congestión que aumenta los tiempos de viajes y amenaza la sos-
tenibilidad medioambiental” [Rivas et al., 2019: 3]. Lo que 
más preocupa a los usuarios son las tarifas y la frecuencia 
nocturna del sistema de transporte público; para remediar 
esto se necesita mayor capacidad del sistema de transporte. 
Las ciudades han progresado en políticas de transporte público 
orientadas a los activos; aun así, las políticas que limitan el 
uso de automóviles y aquellas de transporte público orientadas a 
los servicios y la planificación del uso del suelo son menos 
comunes [Rivas et al., 2019: 10]. Con todo, las conclusiones de 
Rivas et al. [2019] no se basan en un estudio cuantitativo 
que explique el futuro del transporte público como se hace en 
este capítulo.

Ahora bien, una revisión de estudios previos demuestra 
que éstos son muy escasos en el caso de fuentes arbitradas en 
journals especializados, pero existen algunos estudios publi-
cados en forma de reporte, como el del puec [2011]. Se puede 
opinar lo mismo sobre estudios que enfaticen la importancia 
del transporte público para alcanzar la transición energética: 
son escasos para la realidad mexicana. Tal transición es ne-
cesaria dada la alta dependencia del sector sobre el diésel y 
la gasolina. El transporte público se basa sobre todo en la ener-
gía fósil (diésel y gasolina o gas comprimido): algunos autores 
analizan la expansión del sector en el ámbito regional o con 
respecto a su evolución a través del tiempo. A continuación, se 
menciona la literatura arbitrada. Tres estudios de electrifi-
cación de transporte: Alarfaj y colegas [2020], Milovanoff 
y colegas [2020] y Zhu y colegas [2021]; para el caso de Esta-
dos Unidos, enfatizan la dificultad que crea el largo periodo 
necesario para aumentar ventas de autos eléctricos y la nece-
sidad para ambas: electrificación de autos y descarbonización 
del sistema eléctrico nacional y regional.
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Estudios cualitativos advierten problemas estructurales 
que explican la falta de difusión tecnológica, en nuestro caso, de 
transporte público con baja contaminación. Mientras que los 
estudios cuantitativos se basan en teorías de difusión tecnoló-
gica: son pocos sobre la demanda de energía y la flota vehicular 
de transporte públicos desde dicho enfoque. Para el caso es-
pecífico de México, se han realizado muy pocos modelos de 
sustitución tecnológica sobre el parque vehicular de autobuses 
de transporte público. En el presente capítulo, se adopta la me-
todología de Fisher y Pry [1971], más adelante mejorada por 
Marchetti [1977]. Grubbler y Nakicenovic [1991] en los años 
noventa formularon modelos de sustitución tecnológica de 
energía primaria (gas natural, energía nuclear que reemplaza 
el petróleo, etcétera) para generación de electricidad; estos auto-
res proponen un modelo de sustitución para simular en el 
mundo cambios de tecnologías de transporte (trenes reempla-
zados por carreteras). Esta metodología se usa por primera 
vez para el caso de transporte público de México, aunque 
Bonilla y colegas [2022] la han aplicado para el caso de auto-
móviles particulares de gasolina y automóviles eléctricos. In-
vestigadores del fenómeno de sustitución y difusión tecnológica 
en un contexto dinámico [Grubbler y Nakicenovic, 1991] 
concluyen:

Los patrones de cambio tecnológico y la difusión de innovacio-
nes parecen ser consistentes con la hipótesis de las ondas largas 
en el desarrollo económico. Hemos observado cierto grado de 
regularidad, correlación y recurrencia dentro de cada familia 
de tecnologías interrelacionadas, aunque el agrupamiento o 
la agrupación no es muy rígido. Existen evidencias más sólidas 
de sincronización en la saturación de los procesos de difusión en 
lugar de su aparición, de manera que el enfoque aumenta a 
medida que los sistemas maduran. En otras palabras, el lapso 
entre el inicio de la difusión de nuevos sistemas generalizados, es 
decir, entre los líderes y los rezagados, tiende a disminuir a 
medida que avanza la difusión, de modo que el proceso parece 
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estar mucho más centrado hacia la fase de saturación. Este efecto 
visible de recuperación se refiere únicamente a las tasas relativas 
de difusión y no a los niveles absolutos de difusión. Los líde-
res suelen alcanzar niveles de difusión más altos y los seguidores 
niveles más bajos, aproximadamente en proporción al rezago 
en la introducción de una determinada innovación [Grubbler y 
Nakicenovic, 1991: 341].

En el contexto general de autobuses eléctricos (o trans-
porte público) se puede apreciar que México es un seguidor, 
no un líder, de la difusión de este tipo de tecnología limpia.

Difusión tecnológica: parque vehicular

El fenómeno descrito antes se puede visualizar con datos empí-
ricos a través del tiempo como en la gráfica 1, la cual muestra 
el número de unidades vehiculares registradas por los gobier-
nos estatales y municipales, según el tipo de vehículo y el 
servicio que presta, además de la producción y venta nacional 
de automotores. La gráfica 1 incluye datos de 1980-2021 sobre 
parques vehiculares de las siguientes clases de vehículos: au-
tomóviles, camiones y camionetas para pasajeros, camiones 
para carga y motocicletas. Esto es evidente si se compara la 
adopción de tecnologías limpias, incluso renovables, y de au-
tobuses eléctricos.

La gráfica 1 muestra que la expansión del parque vehicular 
ha sido enorme y al mismo tiempo se observa la difusión, con 
datos empíricos, de los autos basados en el motor de combus-
tión interna. Sólo hace 23 años, el parque era menos de la 
mitad de hoy. El transporte absorbe más del 20 % del gasto 
familiar [Inegi, 2023c], requiere cerca del 50 % el consumo ener-
gético nacional [Sener, 2023] —considerando autotransporte, 
aéreo, marítimo, ferroviario, eléctrico—, mientras que el 
transporte terrestre utiliza el 42 % [Sener, 2023], más de dos 
horas —30 %— del tiempo de los trabajadores [Forbes, 2016], y 
es una de las principales causas de contaminación ambiental.
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En la gráfica 2, se muestra el aumento de la flota vehicular 
en regiones de México, lo cual es sinónimo del progreso eco-
nómico, y del poder adquisitivo de estas regiones tanto del 
gobierno como de sus ciudadanos. La aceleración del cre-
cimiento es mucho mayor a partir de 1996. El valle de México 
presenta el mayor número de autos en la calle, seguido por el 
estado de Jalisco y el de Veracruz; esto indicaría que la tran-
sición energética debe empezar en las zonas geográficas donde 
la demanda de movilidad por medio transporte público es más 
alta; en estas zonas es donde más inversión pública y privada 
se necesita. Los autobuses de bajo carbono, como los que usan 
biocombustibles, autos eléctricos y de hidrógeno, entre otros, 
son necesarios en estas regiones. La gráfica 2 muestra la regla 
de Pareto: las primeras tres regiones (Ciudad de México, Jalisco 
y Michoacán, Nuevo León) concentran el mayor número de 
autobuses. También tienen las ciudades más pobladas del país. 
La gráfica 2 refleja cómo la regla de Pareto emerge en dos es-
calas: 1) el 20 % de ciudades concentran la mayor parte del 
parque vehicular; 2) la difusión del vehículo con motor de com-
bustión interna expone un alto nivel de difusión en el caso de 
estas ciudades más grandes.

La gráfica 3 muestra que los autobuses de combustión 
interna representan el 11 % de todos los sistemas de trans-
porte motorizados registrados (motocicletas, camiones de 
carga, automóviles particulares). Significa que los autos par-
ticulares y motocicletas pueden perder participación si el trans-
porte de autobuses de pasajeros aumenta su parque vehicular 
en un futuro.

Aunque, según los datos del parque vehicular, el automóvil 
particular aparece como el líder en número de unidades en la 
calle, en términos de “pasajeros transportados” el transporte 
público (todos los tipos: metro, autobús y tranvía) es, por mucho, 
el líder en movimiento de pasajeros comparado con el sector 
de autos particulares (la gráfica 3 no muestra estas diferencias).
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Gráfica 3. Distribución por tipo de vehículo

67 %

1 %

21 %

11 %

Automóviles Pasajeros Carga Motocicletas

       Fuente: Inegi [2023c].

Flete: peseros, autobuses urbanos

El parque de camiones (públicos, más aquellos en manos pri-
vadas, es decir, los concesionados) llega a subir con rapidez en 
los últimos años (gráfica 4), aunque no al mismo ritmo que 
el crecimiento del parque vehicular particular.

La definición (gráfica 4) de vehículos de motor registrados 
(camiones para pasajeros) se refiere a número de registros de 
camiones para pasajeros (autobuses urbanos y suburbanos, 
microbuses, camiones, transportes escolares, camionetas pick 
up, ómnibus y, en general, los vehículos con ocho asientos o 
más, destinados al transporte público o privado de personas) 
en el periodo de 1991 a 2023.
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La gráfica 5 muestra cambios en la flota vehicular de ca-
miones gestionados por sector público y se detecta un aumento 
en 1991-2001. Se estabiliza el volumen de autobuses en los años 
2003-2017 y, finalmente, sube precipitadamente casi por el 
60 % en sólo dos años (2019-2023).

La definición de datos de la gráfica 5 es la siguiente:  
número de registros de camiones para pasajeros (autobuses 
urbanos y suburbanos, microbuses, camiones escolares, ca-
mionetas pick up, ómnibus y en general los vehículos con 
ocho asientos o más, destinados al transporte público de per-
sonas) en el periodo de 1991-2023. Este segmento es el que 
debe expandirse en el futuro para: 1) poder proveer a más 
usuarios el servicio; 2) descarbonizar el sector transporte ba-
sado en el automóvil particular y en el motor de combustión 
interna, incluso los camiones de pasajeros, y 3) para acelerar 
la transición energética como ya se mencionó antes.

La gráfica 6 muestra que los registros anuales de autobu-
ses gestionados por particulares (o concesionarios) en el país 
han crecido mucho en los últimos años, pero en un largo pe-
riodo no hubo mucha inversión en el sector; esto se corrobora 
con el bajo crecimiento del volumen de registros. De 2004 
hasta 2020 el crecimiento de la flota es muy estable, aunque 
aumentó sólo un poco. Este tipo de gestión de autobuses 
sube más del 100 % en los últimos años. La gráfica muestra 
que el parque de camiones particulares ha crecido mucho 
más que el de camiones para pasajeros públicos.

La definición de datos para la gráfica 6 es igual que para 
las gráficas 4 y 5. En esta sección se han descrito las tenden-
cias en los cambios de distintas flotas vehiculares de varios 
tipos de camiones. Esto es clave para entender la evolución de 
consumo de gasolina y diésel en el futuro y poder construir la 
trayectoria de este consumo que se puede explicar por tres 
factores: cambios en el volumen del parque vehicular anuales, 
el volumen de consumo unitario de energético (litros de gasolina) 
por kilómetro recorrido y cambios en la distancia recorrida de 
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estos vehículos. En los siguientes apartados se presentan pro-
yecciones a 2100 del parque vehicular eléctrico de autobuses, 
el consumo energético del mismo y la sustitución de éstos.

Efectos en consumo energético: transporte público nacional

La gráfica 7 muestra incrementos anuales en consumo energé-
tico final de modos de transporte (autotransporte, marítimo, 
ferroviario, aéreo y eléctrico). Las dependencias del Instituto 
Nacional de Estadística y Geografía (Inegi) y de la Secretaría 
de Energía (Sener) no reportan cifras estadísticas sobre con-
sumo de energía exacto de transporte público. La gráfica 7 
muestra que el sector autotransporte (autos particulares, 
camiones y tráileres) es el principal consumidor de energía 
fósil de todo el sector transporte: dentro de esta categoría los 
autobuses representan un porcentaje muy bajo; sin embargo, 
estos últimos mueven más pasajeros que los automóviles par-
ticulares en el país. En la gráfica 7 se observa la caída de 2020 
por la pandemia y la importancia del sector transporte como 
el sector que más consume energéticos en el consumo final del 
país. Mientras que otros modos de transporte permanecen esta-
bles en su consumo de energía, el sector que más contribuye al 
incremento de consumo de energía es el automóvil particular 
en 1985-2021.

La gráfica 8 muestra incrementos anuales en consumo 
energético final de sectores residencial, industrial, comercial. 
También se presenta el sector público, transporte y el agro-
pecuario. En dicha gráfica se observa la caída de 2020 por 
pandemia y la importancia del sector transporte que se con-
vierte en el sector que más consume energéticos en el consu-
mo final del país.

En los siguientes apartados se describe la metodología 
para construir proyecciones a 2050 y 2100 de la flota de au-
tobuses eléctricos y aquellos basados en el diésel.
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Metodología

Se proponen dos modelos (sustitución y saturación) para 
medir el crecimiento del parque vehicular de autobuses, y 
para estimar el efecto de sustitución de autobuses de diésel 
por autobuses eléctricos. La difusión de este tipo de transpor-
te y la trayectoria histórica del consumo de diésel ya han 
sido descritas en la sección “Análisis de la situación actual: 
1980-2020”. El proceso de sustitución a lo largo del tiempo se 
basa en el cambio de un autobús de diésel a uno eléctrico por 
año; es decir, por cada autobús diésel que sale de circulación 
se reemplaza con uno eléctrico; mientras que el de saturación se 
refiere a la tenencia de autobuses por cada 1 000 habitantes en 
un año determinado de ambos tipos de autobuses. Esto ayuda-
rá a entender: 1) los ciclos largos que la transición energética 
del sector transporte requiere y 2) los obstáculos para trans-
formar el sector transporte basado en el uso de alta intensidad 
de energía fósil a uno de baja intensidad de ésta por medio de 
una mayor electrificación de la flota de autobuses.

Se plantea un modelo de sustitución mediante variables como 
participación del parque de camiones eléctricos dentro del 
parque de camiones diésel y de gasolina; también se propone 
otro de saturación con variables de población y tenencia de ca-
miones. Finalmente se describen los supuestos de estos modelos 
aplicados a datos de autobuses.

Modelo de sustitución

La sustitución se refiere en este documento al cambio entre por-
centaje de tenencia de autobuses eléctricos y porcentaje de 
los de combustible. Es decir, contribuye a predecir en qué 
momento la proporción de automóviles eléctricos superará 
la de los de combustible.
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Ntotal(t) = 
1 + exp (– αt – β) 

Ñ (1)

La “Ntotal” en la ecuación 2 se calcula de la ecuación 1.
Para esto, también se ajusta un modelo logístico como el de 

la ecuación (1), sólo que esa vez, en lugar de la Ñ, se toma la 
flota total de vehículos (por 1 000 personas, tomando N) en 
todo el país, de modo que se obtienen las siguientes dos ecua-
ciones:

N
EV

(t) = 
Ntotal(t) 

1 + exp (– α
EV

t – β
EV

)  

(2)

Y de forma similar se puede obtener la proporción anual 
de la flota de autos de diésel

Ncomb(t) = 
Ntotal(t) 

1 + exp (– αt – β) 

(3)

Donde N
ev

 es la flota de autobuses eléctricos; Ncomb es la 
flota de autobuses de combustible (diésel); Ntotal es la flota de 
autobuses de combustible, y k es igual a autobuses eléctricos, 
de combustible (gasolina y diésel).

Por la relación entre los vehículos (autobuses) totales 
tenemos (modelo de sustitución):

Ntotal(t) = N
EV

(t) + Ncomb(t) (4)

Análisis de la curva S

Se puede combinar el modelo de sustitución (ecuación 4) con 
el de saturación (ecuación 2) si se multiplican ambas series de 
tiempo. Así obtenemos: 1) una proyección de los automóviles 
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por 1 000 personas, y 2) qué proporción de ellos son eléctricos 
y qué proporción de combustible. Esta comparación se hace 
para cada año observado y está dada por la siguiente ecuación:

S
EV

(t) = Ntotal(t) = N
EV

(t) (5)

Dónde S
ev es la saturación de flota de autobuses eléctricos 

a 2100; Scomb es la saturación de flota de autobuses de com-
bustible (gasolina o diésel), y Stotal es la saturación de flota de 
autobuses de combustible (gasolina o diésel) y eléctricos.

Con una ecuación análoga para los vehículos de combus-
tible, y considerando las ecuaciones anteriores, sabemos que:

Ntotal(t) = S
EV

(t) + Scomb(t) = Ntotal(t) (6)

Metodología: modelo de saturación

Para construir proyecciones de parque vehicular para el año 
2100 y de su consumo energético se siguen los siguientes pasos. 
Con el modelo de saturación y sustitución, como se dijo antes, se 
multiplican sus dos series de tiempo. Así obtenemos: 1) una 
proyección de los autos por 1 000 personas, y 2) qué propor-
ción de ellos son eléctricos y cuál de combustible.

A continuación, se explica el modelo de saturación vehicular 
junto con los supuestos. La saturación vehicular se mide en 
el número de automóviles particulares por cada 1 000 personas 
por año. Se requiere una cota definida a priori denominada:

Ñ = número máximo de autobuses por cada mil personas

Así, con este número se puede observar el desarrollo de la 
flota vehicular y el de la población para predecir. Habrá que 
hacer un ajuste de regresión logística mediante la ecuación 
1, donde α y β son parámetros que se aprenden para minimi-
zar la suma de errores cuadráticos medios. Esta operación se 
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hace en Excel con la herramienta Solver. Sin embargo, cuando 
las proporciones son muy cercanas a 0 o 1 se tienen problemas 
para ajustarlo sólo por mínimos cuadrados; en ese caso, el ajus-
te se realiza con el software Python.

Saturación en México

Los datos empleados (parque vehicular total) para el cálculo 
de la gráfica 9 son obtenidos de Inegi [2023a]: “vehículos de 
motor registrados en circulación”, de donde se seleccionan 
los siguientes filtros:

1) Camiones para pasajeros-total (número de unidades).
2) Frecuencia: anual.
3) Mes: total.

Para obtener los coeficientes se aplica el modelo de regre-
sión en la ecuación 11 descrita más adelante. La derivación 
de tal modelo sobre el cual se efectúa la regresión se explica 
en dicha ecuación:

 N = número máximo de autobuses por cada 1 000 personas.
 Ñ = número máximo de autobuses por cada 1 000 personas.
 α = coeficiente por calcular.
 β = coeficiente por calcular.
 t = tiempo, en años.
 σ = coeficiente de saturación, número máximo de autobu-

ses por cada 1 000 personas.

Sabemos que:
            

N (x) = Ñσ (x) =
Ñ

1 + e–x (7)
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Donde x = αt + β    
        

Ñ
N

1 + e–αt– β= 1
(8)

        
Ñ
N

1 + e–αt– β= (9)
     

Ñ
N

e–αt– β = – 1 (10)
       

αt + β =  – log �            �Ñ
N

– 1 (11)

Se calculan los valores de la ecuación 11.
El cuadro 3 muestra los coeficientes α, β:

Cuadro 3. Valores de coeficientes (basado en la ecuación 11)

Coeficientes Valores
α 0.06413172

β 1.55561027

Para calcular el nivel de saturación (autobuses/1 000 pobla-
ción a 2050), se usó primero tasa de crecimiento poblacional de 
México a 2050, pero este supuesto produce una proyección 
del flete de autobuses muy baja.

Consecuentemente, se decide usar el pib proyectado [Daly 
y Tadas, 2022] para hacer la proyección de autobuses/1 000 
población a 2050. La proyección de habitantes la publica Na-
ciones Unidas.

t = 2018-2050 

Ñ = 1 000 x flete (t = 2050)/población (t = 2050)

La proyección del flete se hace con datos del Inegi [2023a], 
como se muestra en la gráfica 9. En este ejercicio, se hace la 
proyección de todos los autobuses por cada 1 000 habitantes; 
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en otras palabras, la tenencia de autobuses. El nivel inicial es 
de 3.61 autobuses por cada 1 000 habitantes (1.21 en 1991); 
este valor llega hasta 5.94 en 2050, y el mismo alcanza 6.58 para 
2100. La línea sólida resulta de la ecuación 11. Ésta representa 
el grado de saturación mediante un valor de Ñ = 6.589 que se 
obtiene con el pib de Daly y Tadas [2022]. Para la simulación 
se puede experimentar con otros valores en la tasa de cre-
cimiento.

En la misma gráfica, la línea sólida irregular representa 
los valores reales del flete del número de unidades por cada 
1 000 habitantes. La tenencia de autobuses se dobla de 2050 
en adelante hasta llegar a 6.5 autobuses por 1 000 habitantes, 
como se mencionó antes. Asimismo, la línea negra punteada 
es la proyección por medio de una regresión a una función ex-
ponencial.

Sustitución en México

Los valores para Ñ, α, β (de la ecuación 1) se preservan en la 
gráfica 10. Además, se emplearon los siguientes datos:

1) Trolebús de la Ciudad de México, desde 1995 hasta 2018.
2) Trolebús de Guadalajara, desde 1997 hasta 2018.

Toda esta información es obtenida de Inegi [2021a]. Exis-
ten otras fuentes de datos de transporte, como Inegi [2021b], 
pero tal banco de datos carece de registros anteriores a 2018 
(esto lo requiere el análisis de modelo de saturación). La grá-
fica 10 muestra la curva de difusión de autobuses eléctricos 
y cómo éstos desplazan a los de diésel y gasolina en el periodo 
de 2019-2020 a 2100. En 2070 los autobuses eléctricos cap-
turan el 50 % del flete de autobuses totales. Sin embargo, si el 
nivel de captura de mercado de eléctricos alcanza > 2 % del to-
tal, la tasa de difusión de autobuses se acelera a partir de ahí.
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La gráfica 11 muestra el incremento de autobuses totales 
(de diésel y de electricidad juntos), el proceso de sustitución de 
autobuses diésel por los de electricidad. Primero, se puede ver 
que la tasa de difusión de diésel va en declive mientras que la 
de electricidad captura mercado gradualmente.

El flete sube mucho en años iniciales y su tenencia se 
duplica en 2060. El flete de autobuses aumenta hasta 2060 y 
de ahí en adelante se estabiliza en 6.46 autobuses por cada 
1 000 personas.

Como sostienen Grubbler y Nakicenovic [1991], la duración 
del proceso de difusión se mide como el tiempo que pasa entre 
el nivel del 10 % de autobuses eléctricos a una penetración del 
90 % de saturación, como nos muestra la gráfica 2.

Ñ
N

F = (12)

N = autobuses/1 000 pob.; Ñ = nivel de saturación a 2050, 
autobuses/1 000 población.

La definición de la F difiere del modelo de saturación 
y de sustitución aquí. Cuando N se aproxima a Ñ, F=1. El 
cálculo se expone en la gráfica 12.

Supuestos para México

A continuación, se describen los supuestos para dos modelos: 
saturación y sustitución para transporte público.

1) Supuestos para saturación:
a) Se tienen los datos del flete de transporte público

de la Semarnat [2020] y del Inegi [2023b]; se em-
plean estos últimos para todos los cálculos.
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b) 	Para las gráficas 9, 10 y 11 (parte “Sustitución en 
México”) se emplean los datos de trolebuses en 
Guadalajara y la Ciudad de México, de 1995-2018, 
obtenidos del Inegi [2021a].

c) 	 Para el cálculo de Ñ y, por tanto, de α y β, se probó 
hacer una proyección del crecimiento del flete por 
medio de la tasa de crecimiento poblacional aplicada 
a los valores actuales de la cantidad de transporte 
público; lo anterior da como resultado un valor de Ñ 
de aproximadamente 3.1, una tenencia muy baja. 
Después, se aplicó la tasa de crecimiento del pib dada 
por Daly y Tadas [2022] y se obtuvieron valores 
más favorables y plausibles para evitar problemas 
con indeterminaciones en el cálculo de logaritmos.

2) 	Supuestos para modelo logarítmico (ml) de sustitución. 
Conforme a la información del flete proporcionada por 
el Inegi, se asume que dicho flete se distribuye en:

a) 1/3 para miniván.
b) 1/3 para peseros.
c) 1/3 para microbús.

	 Para construir la variable en el denominador de la tasa 
F se consideró que, según Datanoticias [2019], se tienen 
las siguientes capacidades para el transporte público:

1) Miniván: 15 pasajeros.
2) Peseros: 60 pasajeros.
3) Microbús: 24 pasajeros.

Para hacer un correcto cálculo de la F (unidades eléctricas/
unidades totales), se requiere hacer una conversión del nú-
mero de unidades totales al de metrobuses, en función de 
la cantidad de pasajeros (de ahí el uso de los valores ante-
riormente mencionados). Un metrobús lleva 160 pasajeros 
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mientras que una miniván lleva 15 pasajeros, por lo que 
un metrobús sustituye a 10.66 combis. Así se transforma 
todo el flete al equivalente de metrobuses eléctricos.

log �            �F
1 – F

= αt + β (13)

Se asume que el gobierno federal invierte en 500 me-
trobuses por año en cada estado hasta 2050. En la Ciudad 
de México, el gobierno consideró esa meta para expansión de 
metrobuses; en consecuencia, el crecimiento en la flota de eléc-
tricos es el mismo que hubo en 2023. Además, con las metas 
del gobierno, se tiene la promesa de seguir con los mismos ob-
jetivos ambiciosos.

Se puede suponer que para cada estado de la república 
habrá 500 unidades eléctricas nuevas anualmente; es decir, 
el crecimiento será constante.

De acuerdo con el gobierno de la Ciudad de México [2023], 
los metrobuses eléctricos tienen capacidad para 160 pasajeros, 
por lo que se usará como factor de conversión. Como resultado, se 
tiene la flota del Inegi traducida a un número de metrobuses; 
así, el cálculo del valor de F será dado correctamente.

El Excel exige el uso de los valores de la flota de los años 
2016, 2017 y 2018. El resultado da lugar a un modelo con ten-
dencia negativa, lo cual no permite contar con la tendencia 
creciente del flete eléctrico. Entonces, se ocupan los valores 
de 2018 y 2024 para obtener una tendencia positiva.

Para construir la F o el porcentaje de adopción de trans-
porte eléctrico se considera lo siguiente. Los valores actua-
les para el número de unidades eléctricas son:

1) 	215 unidades: trolebús en la Ciudad de México [Inegi, 
2023b].

2) 	10 unidades: trolebús en Guadalajara [Inegi, 2023b].
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3) 	60 unidades: metrobús línea 3 en la Ciudad de México.
4) 	 Una unidad articulada en la línea 5 de la Ciudad de 

México.
5) 	37 unidades o camiones eléctricos de la publicación 

“Mi transporte eléctrico” por Inegi [2021b].
	
Para obtener datos del numerador de la ecuación (o tasa 

F) se suman los fletes de trolebuses y de metrobuses y de otros 
tipos de transporte eléctrico, referidos en los puntos 1 a 5:

 
a) 	Emplear la tendencia de diésel para eléctricos. A 

partir de esta fecha a 2100, se utiliza la tasa de 
crecimiento del diésel para asumir el crecimiento 
de autos eléctricos.

b) 	¿Qué rango se emplea para la regresión? 20 años 
atrás.

c) 	 Emplear varios escenarios para el crecimiento (pri-
meros 20 años, últimos 20 años).

Consumo total en México

Se listan aquí los supuestos para el modelo de consumo de 
energía (gasolina, diésel y electricidad) de transporte público 
de México:

1) 	Para la eficiencia energética (litros/100 kilómetros) se 
toman datos de Semarnat [2020], donde se encuentra 
información por tipo de autobús de consumo por vehículo 
kilómetro recorrido (vkr).

2) 	 Donde se hizo una interpolación constante con decre-
cimiento anual del 1.3 % hasta llegar a la última cifra 
de 2019; después de esto se continúa bajando constan-
temente un 1.3 % hasta llegar a 2030, donde se hace la 
suposición de que se saturará y se mantiene constante.



172

	     En la gráfica 13, se muestran los niveles de consu-
mo de kilovatios/hora por vkr, por autobús eléctrico 
(véase rubro “Total” en la gráfica 13). Estos datos se 
ocupan para construir las simulaciones a 2100 de con-
sumo de electricidad de autobuses.

3) 	Para los datos de distancia recorrida de autobuses se usa 
información de vkr con base en datos de comunicación 
personal, la cual reporta kilómetros recorridos totales 
de autobuses de tipo C6 y C7 (diésel y gasolina). Los vkr 
de estos rubros se dividen por el parque vehicular res-
pectivo para obtener el vkr por autobús. Se asume que 
el vkr de combis es similar al de peseros de coraza C6.

4) 	Los datos de vkr, eficiencia energética por kilómetro 
recorrido y parque vehicular total se utilizan para 
calcular el consumo de diésel. Se ocupan las proyecciones 
de parque vehicular y de otras variables hasta 2100.

La gráfica 13 muestra los factores de influencia en el consu-
mo de electricidad de un autobús; llama la atención el factor 
“clima”, el cual tiene un peso mayor sobre el consumo que 
la “carga de pasajero”. Ambos, “calidad de carretera” y “hábito 
de manejo”, son mucho menos determinantes sobre el con-
sumo eléctrico que factores como “manejo de carretera”.

Para construir el modelo de consumo de electricidad, diésel y 
gasolina se utiliza la siguiente notación de consumo de diésel 
de autobuses:

C 	 =	consumo de diésel (litros por año) o consumo de 
kilovatio hora de flota nacional autobuses.

FE 	 =	desempeño energético; litros de gasolina y diésel 
por kilómetro o kilovatio hora por vkr o distancia recorrida 
de autobuses anual.

BEV 	=	parque de autobús eléctrico (miles de unidades).
DA 	 =	parque de autobús diésel (miles de unidades).
VKR =	vehículo kilómetro recorrido anualmente (miles).
i 	 =	BEV, flete de DA.
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Se usa la siguiente fórmula de consumo de diésel de la 
flota nacional de autobuses:

Ci = Ni x KVRi x FEi (14)

A continuación, se construye un escenario de consumo 
energético al cual se le nombra “transición energética”. El 
escenario considera que el cambio tecnológico se acelerará 
durante 2020-2100; se asume difusión tecnológica en este 
caso, ya que la electrificación captura el mercado en el par-
que vehicular. El escenario toma en cuenta que el cambio 
tecnológico se acelera y el parque de autobuses ya no sigue 
dependiendo del motor de combustión interna con diésel y ga-
solina, tal como ocurre hoy en día. En este caso el consumo de 
electricidad crece seis veces en 2020-2100 (gráfica 14); mientras 
que el diésel y la gasolina decrecen más del 85 % en el mismo 
periodo después de la difusión de autobuses con base en elec-
tricidad (gráfica 15).

Gráfica 14. Escenario “transición energética”: electrificación de parque  
de autobuses en gigavatios hora
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Fuente: elaboración propia.
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Gráfica 15. Escenario “transición energética”: consumo de diésel y gasolina decrece  
a 2100 en millones de litros gasolina y diésel
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Fuente: elaboración propia.

Análisis de resultados

A continuación, se describen los rasgos generales y los dos 
modelos: saturación y sustitución, así como de las proyeccio-
nes al 2100.

Resultados cuantitativos del modelo de saturación

Se ha analizado la trayectoria de saturación futura que gra-
dualmente se aleja de autobuses diésel y se acerca a la difu-
sión de autobuses eléctricos a 2100 por medio de un modelo de 
saturación de la tenencia de autobuses de diésel y de electri-
cidad con la métrica de autobuses por cada 1 000 de pobla-
ción. Este análisis se basa en ecuaciones, del apartado “Meto-
dología” en este documento, enumeradas de la 5 a la 11.
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Modelo de sustitución

Se explora la relación histórica de sustitución alejada de au-
tobuses diésel y que se acerca al transporte de autobuses 
eléctricos. El análisis revela la tasa de sustitución y puede 
indicar si existe una tendencia en esa sustitución a 2100. Con 
herramientas de análisis económico (modelo de sustitución, 
población, etcétera) se puede explicar la tendencia y es posi-
ble construir predicciones a futuro sobre el potencial de la 
economía para continuar la sustitución que se aleja del trans-
porte de diésel. Este capítulo ofrece un entendimiento estruc-
turado del papel de la electrificación del transporte público 
de autobuses que podría tener en la descarbonización.

Las curvas de reemplazo (con base en sustitución) de 
autobús de diésel y gasolina por eléctrico indican que para 
que el mercado o parque vehicular de autobuses eléctricos 
capture el 50 % de éste, se necesitan por lo menos 50 años. Al 
mismo tiempo, autobuses de diésel disminuyen su participa-
ción en el parque vehicular total al 50 % para 2070.

Resultado de consumo energético

Bajo un escenario de “transición energética”, es decir, de elec-
trificación rápida del parque de autobuses, se puede apre-
ciar en las gráficas 14 y 15 que la demanda de electricidad se 
dispara de manera considerable de 2050 y sube más de seis 
veces entre 2020 y 2100, mientras que el parque vehicular de 
diésel registra un descenso en ese consumo por 85 % en el 
mismo periodo.
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Conclusiones

Este capítulo consta de cinco partes. Queda pendiente un aná-
lisis del impacto de una expansión de capacidad del transporte 
público que causaría cambios en el parque de autos particula-
res y sobre su consumo de energía fósil. Este trabajo contri-
buye a entender las oportunidades y dificultades que la tran-
sición energética implica.

La principal hipótesis de este capítulo es que la flota ve-
hicular eléctrica depende: 1) del grado de sustitución de autobu-
ses diésel por eléctricos, y 2) de la tasa de difusión de autobuses 
eléctricos, lo que a su vez depende de la inversión pública en 
transporte público electrificado para 2100. El análisis presen-
tado ofrece una diagnosis de la situación actual del transporte 
público, que incluye varias causas de su atraso y soluciones para 
una política de transporte sustentable.

Se alcanzaron los siguientes objetivos en este estudio: 1) se 
utiliza la óptica de economía energética para entender la si-
tuación actual y las razones por la falta de transporte público; 
2) se describieron las dificultades para adoptar y aumentar la 
flota vehicular mediante un modelo de flota vehicular a 2100, 
basada en el diésel y de las barreras multidimensionales: la 
situación económica, la falta de continuidad en planeación en-
tre sexenios, entre otras. Esto ayuda a explicar la futura difusión 
de autobuses eléctricos que la economía mexicana requiere.

El sector transporte utiliza la mitad de la energía fósil con-
sumida total y es una fuente importante de emisiones de CO2. 
Se necesita mitigar estas emisiones para combatir el cambio 
climático, reducir la dependencia en importaciones de diésel, 
aumentar la seguridad energética y reforzar la transición 
energética. El transporte público eléctrico puede ayudar a 
alcanzar esos objetivos más efectivamente que sus dos com-
petidores: el transporte particular eléctrico y el autobús diésel.
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La contribución de este análisis es el diseño y la imple-
mentación de una metodología basada en el modelo de Fisher 
y Pry [1971], más tarde mejorado por Marchetti y Nakicenovic 
[1979], que utilizan herramientas económicas. Estas últimas, 
como la tasa de sustitución de diésel por electricidad y la tasa 
de saturación del parque vehicular de autobuses, entre otras, 
permiten hacer proyecciones a 2100. La metodología permite: 
1) construir una tasa de sustitución de consumo de diésel a 
energía eléctrica; 2) construir la tasa de difusión del parque 
vehicular de autobuses por tipo de energético; 3) la evalua-
ción del transporte público, sobre todo, consumo energético 
de autobuses de pasajero, y 4) como un producto derivado, se 
compara la historia económica reciente, la situación histórica 
y política de México para explicar la evolución, el impacto y 
las barreras para el transporte público. En consecuencia, es 
necesario aumentar la inversión en transporte público con el 
objetivo de reducir equipo y componentes importados y aliviar 
la balanza comercial deficitaria.

Para alcanzar estos objetivos, se propone un nuevo método 
para determinar: 1) el crecimiento y 2) el reemplazo de autobu-
ses con base en diésel con los eléctricos y su crecimiento a 2100. 
El estudio se enfoca en la medición del volumen de la flota de 
transporte público basado en autobuses, pero no se mide la 
percepción de la calidad de su servicio, ya que el modelo se 
construye con datos cuantitativos.

Según el análisis de los modelos de sustitución y difusión, 
se espera que el consumo energético de energías fósiles siga 
aumentando para 2100 en un escenario sin cambio tecnoló-
gico donde está ausente la electrificación. Mientras que en la 
situación de cambio tecnológico (que asume un transporte 
electrificado) se espera que el consumo de diésel se contraiga 
85 % al año entre 2020 y 2100. La electrificación gradual trae 
muchos beneficios, pero en este capítulo sólo se mide su efecto 
sobre el consumo del parque de autobuses que conforman el 
transporte público.
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5. Áreas de oportunidad y retos del sector 
hidrocarburos en tiempos de transición 
energética (México)

Isabelle Rousseau

Consideraciones generales

Si bien el sector energético ha conocido, a lo largo del tiempo, 
sucesivos cambios en la composición de su matriz energética, la 
transición actual tiene un significado distinto. Anteriormente 
se adoptaba un nuevo recurso al aparecer uno dotado de un 
poder energético superior al anterior; hoy día, el problema 
es diferente. Desde hace algunos años, el crecimiento económico 
global, alimentado por el muy alto consumo de recursos in-
tensivos en carbono, ha fomentado un fenómeno —el cambio 
climático— que es indispensable atender de prisa. La amenaza 
de un crecimiento de temperatura superior a 2 °C es cada vez 
más apremiante: so pena de no contrarrestar esta evolución, 
los efectos serán incontrolables en el tiempo y el espacio. Obliga 
a reconsiderar el lugar y la participación de las tres grandes 
energías fósiles dominantes, por sus emisiones de CO2, desde 
inicios del siglo xx hasta la fecha.

Es un tema muy complejo para los economistas porque 
encierra diversas contradicciones. En 2012, Jean-Marie Cheva-
lier y colegas señalaban: 

Hay una contradicción mayor entre, por un lado, la producción 
de bienes privados —la energía— y, por el otro, la gestión de un 
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bien público indivisible que pertenece a 71 000 millones de indi-
viduos, el clima. Por otra parte, las energías fósiles son la fuen-
te histórica de la primera revolución industrial; sin embargo, la 
degradación del clima podría implicar un costo extremadamente 
elevado para la economía mundial [Chevalier et al., 2012: 15, 
traducción propia].

Más allá de un razonamiento puramente económico, el tema 
es esencial para cualquier nación productora de hidrocarburos, 
recurso que ha sido central en la evolución del país. Implica, in 
fine, una transformación profunda de su modelo de desarrollo 
(macroeconómico e industrial, y también político, social y cultu-
ral) y no sólo un cambio de sistema energético, con la sus-
titución de una fuente por otra.

No es una cuestión sencilla. Si bien hay un acuerdo (cien-
tífico) casi unánime acerca del cambio climático y la necesidad 
de transformar el modelo energético, existen opiniones y tesis 
divergentes acerca de las modalidades y la temporalidad de 
esta mutación. Los grandes actores internacionales del sector 
—Agencia Internacional de la Energía (aie), Administración 
de Información Energética de Estados Unidos (eia, por sus 
siglas en inglés), Organización de Países Exportadores de 
Petróleo (opep), Consejo Mundial de Energía (wec, por sus siglas 
en inglés), British Petroleum (bp), Exxon, etcétera— pronos-
tican panoramas bastante distintos al respecto; coexisten 
escenarios radicales con unos más progresivos y, además, 
cada uno de ellos prevé contextos diversos según el tipo de 
medida adoptada. A pesar de sus diferencias, la mayoría reco-
noce que la transición puede tomar tiempo. Es cierto que, en 
el pasado, las transiciones han tomado varias décadas, qui-
zás “no se aplica necesariamente a la transición energética 
actual, que se desarrolla bajo políticas y condiciones tecnoló-
gicas muy diferentes, impulsadas por fuerzas exógenas a la 
industria tales como movimientos sociales y comunitarios, 
frente a los históricos cambios producidos por una evolución 
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tecnológica” [Peleteiro y Biersinger, 2022: 196]. En efecto, con 
la globalización, los sistemas nacionales se integraron cada vez 
más y se convirtieron en grandes sistemas internacionales 
de la actualidad.

Hoy en día, además, una buena parte de la sociedad —por 
lo menos en las economías más desarrolladas— está cons-
ciente de las consecuencias del calentamiento global. Empero, 
no es suficiente para implementar de manera acelerada un 
proceso de descarbonización. En países como México, cuya 
economía no es tan desarrollada, los costes de las medidas y 
las necesidades propias de la economía representan contra-
pesos a la voluntad que han expresado en ciertos acuerdos 
(Acuerdo de París, por ejemplo). Su avance es más lento que 
lo que marcan los compromisos adquiridos e incluso que lo 
que las diversas reformas y adecuaciones legales realizadas 
daban a entender. 

Por su parte, las empresas de petróleo y gas natural es-
tán bajo mucha presión para que reduzcan su huella de carbón 
en todas sus operaciones a lo largo de la cadena de valor. No 
obstante, los grados de compromisos varían mucho en fun-
ción de su tamaño. En Latinoamérica, las empresas nacionales 
(National Oil Companies, noc), como Pemex, adoptan con cierta 
reserva estas medidas. En efecto, su primera misión es la de 
asegurar el aprovisionamiento energético de sus países y ser 
fuente de ingresos públicos. Además, desde la crisis de 2014, 
el fuerte endeudamiento y la escasa rentabilidad de muchas 
de ellas explican en buena parte esta cautela. 

En este contexto general, este capítulo pretende explorar 
las políticas que sería conveniente fomentar en la industria de 
los hidrocarburos en México durante esta fase de transición. 
¿Qué medidas adoptar en cada eslabón de la cadena de valor 
para volver la industria más sustentable? Este capítulo eligió 
estudiar dos campos en particular. El primero abarca el tema 
de la contaminación medioambiental con tecnologías y modus 
operandi más limpios; el segundo se enfoca en el tema social 
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en general, desde cuestiones de seguridad industrial y labo-
ral hasta los impactos sociales causados en los territorios por la 
presencia de la infraestructura para los megaproyectos de 
hidrocarburos.

En aras de presentar, en la última parte, algunas alternati-
vas para ayudar al sector hidrocarburos a operar de manera más 
sustentable en lo general y equitativa en lo social, se ofrecen 
consideraciones de diversa índole acerca de los diferentes 
retos que implica una transición de la matriz energética para 
países —como México— cuyo modelo de desarrollo se fincó 
durante más de un siglo en los hidrocarburos (petróleo en 
particular). Luego, se realiza una sucinta revisión de los pro-
blemas y obstáculos que este sector vive en la actualidad en 
su parte industrial, ambiental y social en aras de proponer a 
continuación algunas pistas que podrían ser útiles, que se res-
paldan en el marco legal, institucional, tecnológico y social 
existente.

La transición energética: ¿ruptura o camino gradual?

En el ámbito global

Si bien la transición energética actual apremia, por múltiples 
razones, es difícil pensar que los cambios serán inmediatos. En 
efecto, existe una resistencia al cambio en el uso de fósiles, 
aun si la causa es justa (combatir el calentamiento global). 
Esta resistencia para repensar y rediseñar el conjunto de 
instituciones, tecnologías y conductas que han sido el sustento 
de las actividades económicas e industriales hasta la fecha se 
suele llamar el carbon lock-in. Constituye una modalidad 
de la teoría de la dependencia (path dependence); en última 
instancia, favorece el statu quo. En opinión de Seto y colegas, 
el carbon lock-in se expresa de tres maneras diferentes y 
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complementarias: la tecnológica, la institucional y la con-
ductual [Seto et al., 2016].

Respecto de lo tecnológico y las infraestructuras, se suelen 
invocar las rigideces propias de los sistemas energéticos: 
marcados por el peso de la historia, con el progreso rápido del 
transporte fundado en un petróleo barato, representan el primer 
desafío. De hecho, la infraestructura y la tecnología moldean 
el suministro de energía. Todavía, a inicios de los 2000, más 
de la mitad del petróleo consumido en el mundo se utilizaba 
para el transporte aéreo, marítimo y por carretera. “No se modi-
fica a corto plazo una estructura de este tamaño; se suele ac-
tuar al margen, intentando influir el desarrollo de la demanda 
y de la oferta” [Chevalier, 2004: 23]. Por otro lado, si uno revi-
sa la historia de la energía, observa que el surgimiento de un 
nuevo recurso, por lo general más eficiente que los anterio-
res, nunca ha sustituido al anterior. En este sentido, el lock-in 
no es específico para los fósiles; representa la dificultad frente 
al cambio de una fuente de energía por otra.

El segundo aspecto del carbon lock-in es institucional: 
incluye el tipo de gobernanza institucional, la toma de deci-
sión, así como la manera de producir y consumir energía. El 
bloqueo al cambio se manifiesta tanto en lo internacional como 
en lo nacional. En 1997, en el marco del Protocolo de Kioto, se 
decidió aplicar el principio de una reducción progresiva y 
voluntaria de las emisiones de gases de efecto invernadero. 
Aquél no se aplicó antes de 2005 y finalizó en 2012. Además, 
muchos países no lo firmaron, en particular los dos más gran-
des contaminadores: Estados Unidos y China. Por su parte, los 
países emergentes no han dejado de invocar la responsabili-
dad histórica de los países industrializados y una mayoría se 
resiste a asumir el costo de un fenómeno que no han provo-
cado. En este escenario complicado, Europa ha actuado como 
jinete solitario, liderando el esfuerzo global y fijando objeti-
vos muy ambiciosos, aunque no puede, con sus limitadas fuerzas 
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y representatividad, impulsar un cambio radical. Algo simi-
lar pasa con el Panel Intergubernamental sobre el Cambio 
Climático (ippc), bajo los auspicios de la Organización de Na-
ciones Unidas (onu). Constituye el marco general que orien-
ta la discusión global sobre el clima: publica reportes anuales 
y ha creado diversos mecanismos que propician reflexión y 
acciones en el mundo [Yergin, 2020: 379]. Si bien estos acuer-
dos establecen pautas globales para atender la emergencia 
climática y prevenir el daño al medio ambiente, las acciones 
concretas en cada nación distan de estar alineadas con estas in-
dicaciones. En efecto, las políticas del sector energético de 
un país no pueden soslayar ciertos parámetros: el crecimiento 
demográfico y del producto interno bruto (pib), los recursos dis-
ponibles (en el suelo, y los derivados de las condiciones geo-
gráficas y climáticas), las instituciones y el estado de las 
políticas públicas, así como los avances tecnológicos. Por ende, 
no existe homogeneidad ni en los tiempos ni en los pasos a 
seguir: cada nación está influida por determinantes ligados 
a su propio contexto histórico, institucional, geológico, tecno-
lógico y humano. En último término, el esfuerzo hacia un cre-
cimiento sostenible (económico, social y ambiental) no debe 
olvidar la meta de seguridad energética y nacional que va a 
marcar el ritmo del cambio de matriz.

En el marco de un mundo muy desigual, es necesario re-
cordar que la demanda de energía con horizonte a 2050 va 
a crecer el 15 % en el mundo y será impulsada casi úni-
camente por la necesidad de progreso de los países emergen-
tes [Exxon Mobil, 2022]. La mayor parte de los escenarios 
señala que los países y las regiones —la India, África y Amé-
rica Latina— requerirán hidrocarburos durante los años fu-
turos (por lo menos hasta este horizonte), por su papel vital 
en el transporte pesado y en la petroquímica. La inercia de 
progreso y crecimiento económicos de los países más desfa-
vorecidos pesará inevitablemente en la velocidad del cambio 
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de matriz en general. En este contexto es importante interro-
garse acerca de la pertinencia de aplicar las mismas medidas 
en mercados y países con diferentes grados de maduración 
social, industrial y económica para conseguir optimizar los ob-
jetivos de mitigación. Algunos autores invitan a no imponer 
soluciones del Norte en países que no están en capacidad de 
aplicarlas so pena de desembocar en el “fracaso de sus accio-
nes, el colapso de los esfuerzos de desarrollo realizado en las 
últimas décadas y la confrontación de culturas y civilizacio-
nes” [Peleitero et al., 2022: 211]. Al respecto, hablan de la 
posibilidad de caer en un “colonialismo verde”.

Bajo nobles intenciones —la conservación del medio am-
biente—, los movimientos de cambio climático pueden fá-
cilmente caer en una nueva forma de colonialismo —llamado 
el colonialismo verde—, sobre todo las naciones en desarollo. 

El colonialismo verde es, como el colonialismo del siglo xix, un 
movimiento por el cual los países más desarrollados aprovechan 
sus ventajas, en este caso tecnológicas, para tomar control 
—directo o indirecto— de los países menos desarrollados. Los 
mismos que habían sufrido políticas extractivistas y de des-
trucción medio ambiental, pero que habían podido librarse del 
yugo exterior externo, son los objetivos de este movimiento [Pe-
leitero y Biersinger, 2022: 211].

Los autores no niegan la importancia de emprender una 
transición en los países emergentes, si aplican medidas con-
forme a su propio potencial institucional, económico, tecnoló-
gico, etcétera.

Finalmente, el carbon lock-in se refiere también a la re-
sistencia en términos de comportamientos, hábitos, así como 
bienes y servicios vinculados con la energía. Son aspectos 
fundamentales que suelen ser olvidados —despreciados—, 
aunque tienen un peso enorme. Según algunas estimaciones, 
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una transformación en los comportamientos podría dismi-
nuir el 50 % de las emisiones de CO2 de aquí al final del siglo 
[O’Rourke y Lollo, 2015: 433-459, como se citó en Seto et al., 
2016: 439].

Entre los enfoques y propuestas que han surgido a escala 
internacional, los más radicales instan a erradicar en el muy 
corto plazo todas las fuentes fósiles (y sus cadenas de valor), 
aunque sin explicar cómo preservar el ritmo del crecimiento 
del producto interno bruto (pib). La visión opuesta cuestiona el 
origen antropoceno del cambio climático e invoca el statu quo. 
Entre estos dos extremos, la visión intermedia propone una 
transición progresiva del modelo que obligaría, mientras se 
modifique por completo la matriz energética, volver más sus-
tentables las operaciones de las industrias fósiles para limitar 
la contaminación. En el caso del petróleo, se habla de “pro-
ducir un barril más verde y más sostenible”.

En este panorama, es importante recordar que la susten-
tabilidad va más allá de la reducción de las emisiones: para 
alcanzar el net zero, es necesario además implementar polí-
ticas para capturar y almacenar el CO2 que el uso de fuentes 
limpias (renovables) no puede eliminar o bien absorberlo me-
diante acciones deliberadas (restauración del suelo, gestión 
forestal, etcétera). En términos sociales, la sustentabilidad 
invita a revisar la manera de actuar y operar en el territorio: 
integrar a usuarios y ciudadanos en la construcción de la 
política energética, ofrecer educación para consumir de ma-
nera distinta e implementar programas de responsabilidad 
social que alientan la participación de los diferentes actores 
en los estados y municipios con actividades petroleras o gasera 
(producción, transmisión, refinación, petroquímica, etcéte-
ra). Deben ser copartícipes de los beneficios de una industria 
que genera una renta extraordinaria y no estar condenados 
a sólo padecer sus externalidades negativas. ¿Cómo se con-
cretan estas consideraciones en México?
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El caso de México

En México, país productor de hidrocarburos, el consumo de 
energías fósiles alcanza todavía el 87 % (49 % de gas natural). 
Es indicativo del peso del carbon lock-in, en sus diversos as-
pectos (tecnológico, institucional y conductual).

Por su peso en las finanzas públicas a partir de los años 
ochenta, la extracción de crudo ha jugado un papel predomi-
nante desde el punto de vista macroeconómico. No obstante, 
en la década de los noventa, el tema ambiental empezó a 
ser considerado en la agenda pública. Con el ejemplo de Es-
tados Unidos, en 1997 se optó por privilegiar el gas natural con 
ciclos combinados (en lugar de combustóleo) para generar 
electricidad. Esta medida se contrarrestó por razones hacen-
darias: se decidió reducir la producción nacional e importar 
a un precio menor este combustible desde Estados Unidos. 
Esta decisión —racional en lo económico y lo financiero— ha 
solapado la soberanía y la seguridad energéticas: las impor-
taciones crecieron de manera exponencial y una dependen-
cia brutal de un solo país. Por su lado, durante los sexenios 
de Felipe Calderón y de Enrique Peña Nieto, el marco legal ha 
incorporado de manera paulatina una serie de leyes a favor 
de la transición energética y del desarrollo sustentable. En 
la industria eléctrica, en aras de atender una demanda cre-
ciente en electricidad (alrededor del 3.2 % por año) se dividió 
el trabajo entre la Comisión Federal de Electricidad (cfe) 
—encargada sobre todo de la generación con gas por ciclos 
combinados— y el sector privado, al que se concedió la posi-
bilidad de generar vía tecnologías renovables (fotovoltaica y 
eólica). Con base en este esquema, en 2016, se realizaron dos 
subastas de largo plazo que tuvieron un notable éxito.

El gas natural contribuye altamente a la dinámica des-
crita por la teoría del carbon lock-in. Desde el Acuerdo de 
París (2015), el uso del gas natural ha aumentado más de 10 %, 
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sobre todo en Norteamérica y en Asia, sin considerar que su 
uso implica quema de metano y fugas alrededor de la cadena 
de producción [Calles et al., 2023].

En México, los imperativos climáticos y las respuestas han 
estado moldeados por el viejo debate sobre el peso y el papel 
del Estado contra el mercado. Durante el siglo xx, el modelo de 
las industrias eléctrica y petrolera se edificaron desde una 
visión nacionalista que desembocó en un estatismo energéti-
co, con la creación de dos monopolios de Estado —Petróleos 
Mexicanos, (Pemex) y cfe— y diversas legislaciones que con-
virtieron todas las cadenas de valor del sector en industrias 
estratégicas, sujetas sólo al control y la administración del 
Estado. La reforma energética (2013-2014), en aras de con-
trarrestar inercias e ineficiencias derivadas de este modelo, 
buscó abrir paso a un mercado de energía y diseñó un nuevo 
dispositivo institucional que no ha podido cuajar del todo. A 
partir de 2019, la nueva administración cuestionó severamente 
este nuevo sistema y buscó restaurar viejas piezas en el nuevo 
arreglo organizacional, lo que afectó la implementación de 
numerosos proyectos (en particular en energías renovables), 
provocó una gran incertidumbre jurídica y una importante caída 
en las inversiones privadas. Por otro lado, tampoco este sexenio 
tuvo visión y política claras en cuanto a la descarbonización.

Sin duda, las rupturas intersexenales en los modelos de 
energía afectan al sector de múltiples maneras y quitan visi-
bilidad a los inversionistas y otros actores. En el futuro sería 
recomendable obtener un amplio consenso político y social en 
aras de respaldar una mayor continuidad entre las políticas 
energéticas sexenales. Este breve recordatorio sintetiza al-
gunos de los principales factores problemáticos que deberán 
considerarse para modificar el modelo energético nacional. 
Integrar la dimensión climática y buscar una relación Estado-
mercado aceptable por la mayoría del cuerpo social (y político) 
deberán ser acompañados por la necesidad de atender la 
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seguridad energética y un crecimiento económico y social equi-
librado (que incluya las necesidades de los estratos socioeco-
nómicos menos favorecidos).

En aras de ofrecer algunas alternativas para encaminar 
la industria hacia una mayor sustentabilidad, empezaremos 
por presentar los temas particularmente problemáticos en el 
sector.

Los hidrocarburos en la transición energética de México

Desde inicios de los años 1900, México es un país productor 
de petróleo (y, en menor medida, de gas natural). Rápidamente se 
colocó como el segundo productor en el mundo después de Esta-
dos Unidos; aunque, a partir de la mitad de los años veinte, fue 
rebasado por Venezuela y otros países. Con la expropiación y 
la nacionalización del petróleo en 1938, se forjó lo que Ángel 
de la Vega llamó el Modelo Mexicano de Organización Petro-
lera (mmop), una combinación específica de derechos de propie-
dad sobre los recursos del subsuelo con una organización de 
la industria centrada en un monopolio de Estado [Vega, 1999: 
93]. Si en un primer momento este sistema fue encargado de 
propiciar la industrialización y el crecimiento estable del sis-
tema económico y político, a partir de los años 1978-1980, 
con la petrolización de la economía (y aun después), Pemex, vía 
su régimen fiscal, vino a ser un factor de equilibrio macroeco-
nómico para el país. Por la importancia del sector hidrocarburos 
en el modelo de desarrollo de esta nación, un cambio de ma-
triz energética que busca erradicar los fósiles, obliga a pre-
guntarse lo siguiente: en el periodo de transición, ¿qué función 
pueden desempeñar los hidrocarburos para atender la seguridad 
energética y permitir un crecimiento socioeconómico y ecológico 
más sano?; ¿qué áreas de oportunidad podrían aprovecharse 
para lograr esta finalidad?
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Sin duda, estas preguntas encaminan hacia una reflexión 
de fondo sobre el modelo institucional y organizacional de la 
industria a futuro. Aquí nos enfocaremos sólo en las áreas de 
oportunidad durante la transición: es difícil diseñar modalidades 
de buen gobierno del sector sin conocer las características de la 
nueva matriz energética. 

Antes, recordemos brevemente el estado del arte de la in-
dustria, en sus dos dimensiones: operativa y socioambiental.

Panorama del sector hidrocarburos en 2023: sus principales retos

En términos generales, el sector hidrocarburos en México pre-
senta deficiencias numerosas a lo largo de toda la cadena 
de valor.

Ámbito productivo

Una enorme dependencia de las energías fósiles y de las im-
portaciones son los principales retos que el país enfrenta.

En 2023, las energías fósiles predominan todavía en la 
matriz energética (87 %). El crecimiento de la demanda de 
gas natural es el único factor de cambio. Representa el 49 % 
de las energías fósiles, por las múltiples ventajas que ofrece; 
su demanda rebasó en 2019 la de los productos petrolíferos: su 
precio es más accesible y emite menos gases de efecto inver-
nadero (gei). El peso de las importaciones representa el 
segundo desafío: en 2021, el 47 % de la energía consumida fue 
importada (petrolíferos, gas seco y coque de petróleo), y afectó 
el presupuesto nacional.

Al revisar brevemente los diversos eslabones de la cadena 
de valor, evidenciamos la naturaleza de algunos de los pro-
blemas actuales.
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Las reservas en petróleo (reservas probadas), calculadas 
en función de la producción actual, aseguran una extracción 
menor a diez años. La cancelación de las rondas, a inicios de 
2019, restringe su avance y afectará la producción futura. Por 
su lado, las reservas de gas natural alcanzan apenas para seis 
años al ritmo actual de producción [Barnés de Castro et al., 
2023: 8].

En términos de exploración y extracción, la producción de 
crudo está estancada en 1.6 millones de barriles por día, en con-
tra de las previsiones que ofreció esta administración a ini-
cios del sexenio. Si bien la producción de gas natural ha vuelto 
a crecer recientemente, apenas logra abastecer a Pemex: cerca 
del 90 % del gas utilizado por el sector eléctrico y la indus-
tria nacional se importa de Estados Unidos. Es urgente que 
el gobierno y Pemex diseñen una estrategia integral para 
asegurar el abasto de gas natural al país.

El Sistema Nacional de Refinación, por su parte, enfrenta 
múltiples problemas. Las refinerías —que fueron diseñadas 
para funcionar con crudo ligero (tipo Olmeca)— reciben de Pe-
mex en la actualidad crudo pesado (tipo Maya). Por ende, pro-
ducen un volumen menor de gasolinas y diésel y, en cambio, una 
cantidad mayor de combustóleo. Para deshacerse del com-
bustóleo, Pemex lo vende a un precio menor a la cfe y exporta 
lo que sobra a las refinerías de alta conversión de Estados 
Unidos y del Lejano Oriente. Para transportarlo, lo tiene que 
mezclar con crudo ligero que se importa. En vez de que las 
refinerías del país operen con este crudo ligero para reducir 
la producción de combustóleo y producir más gasolinas, se 
usa el crudo ligero para transportar el combustóleo fuera 
del país. Es una operación irracional en lo económico y en lo 
energético. Finalmente, la falta de presupuesto y de un man-
tenimiento adecuado de las refinerías ha ocasionado un nú-
mero exponencial de accidentes y ausencias laborales.
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La petroquímica básica, otro eslabón de gran importancia, ha 
estado abandonada desde hace 30 años. Esta administración 
no intentó reactivarla. En tiempos anteriores, el puntal de la 
industria petroquímica de Pemex era la petroquímica del etano; 
desafortunadamente, ha caído de manera acelerada a lo largo de 
los años [Barnés de Castro, 2023]. Es grave porque los pro-
ductos que provienen del etano representan en volumen y 
en valor un alto porcentaje de lo que son básicos por Pemex. 
Las causas de esta escasez de etano en México son múltiples: 
1) la disminución de la producción petrolera y sus efectos sobre 
la producción de gas húmedo asociado; 2) la creciente con-
taminación de nitrógeno en el gas natural que proviene de la 
zona marina noroeste y de la zona sur, que ha obligado a au-
mentar la quema de gas natural a la atmósfera; 3) el bajo 
factor de planta con el que trabajan las planas criogénicas de 
los centros de procesamiento de gas; 4) la falta de presupuesto 
y de mantenimiento de los centros procesadores de gas y de 
los complejos petroquímicos de Pemex que cuentan en su 
mayoría con más de 50 años de antigüedad, y 5) el descuido de 
los programas de capacitación del personal en el sector de la 
petroquímica (entre otros).

El transporte y la distribución también ofrecen una si-
tuación preocupante. Las redes existentes de gas natural no 
alcanzan la cobertura deseada; la presencia de dos redes 
de gasoductos resta flexibilidad al sistema de transporte, que 
además ha sido afectado los últimos años por una regulación 
de acceso abierto poco transparente. La falta de mantenimien-
to de los oleoductos ha ampliado el deterioro de las instala-
ciones y de los ductos. Por su parte, el robo de combustible y 
el sabotaje (“huachicol” incluido) han empeorado el panorama. 
Finalmente, Pemex no posee tecnologías de punta (tipo drones) 
para detectar fugas o robos; en caso de necesidad, tiene que 
recurrir a las compañías privadas, lo cual evidencia su enor-
me retraso tecnológico.
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Problemas de sustentabilidad

Además de las deficiencias operativas, este sector opera de 
manera poco sustentable en varios aspectos. Es altamente con-
taminador: la quema y el venteo de gas son ilustrativos. Mé-
xico no ha buscado ni logrado cumplir con los compromisos 
nacionales e internacionales: en venteo, ocupa el octavo lugar 
mundial. A menudo, Pemex pasa por alto las reglas emitidas 
por la Comisión Nacional de Hidrocarburos (cnh) y prefiere 
pagar sanciones en vez de disminuir la quema de gas para no 
afectar el volumen de su producción. Por falta de infraes-
tructura, el 16 % del gas natural se quema a la atmósfera o 
se deja escapar [Barnés de Castro et al., 2023: 8]. Por su parte, 
la obsolescencia de las plantas de procesamiento de gas natural 
aumenta la contaminación ambiental. Al mismo tiempo, las 
consecuencias sociales de operaciones deficientes conducen 
a resultados drásticos para la población.

Las deficiencias en la seguridad industrial han aumen-
tado últimamente y repercuten sobre la vida laboral. Por falta 
de mantenimiento de los equipos y de las plantas, el número de 
accidentes se ha multiplicado, se ha dañado la salud de los 
empleados, además de contaminar suelos, aire, agua (ríos, 
mar, etcétera). Por su parte, la mala capacitación del personal 
y la falta de supervisión en las operaciones (con deficiencias 
de disciplina operativa en la aplicación de procedimientos de 
seguridad y falta de comunicación en actividades de riesgo) 
juegan un papel importante [Pemex, 2022: 110].

La vida social de la industria incluye también otras face-
tas. “La generación, distribución y consumo de energía no son 
solamente procesos técnicos o físicos; están también amarra-
dos a dinámicas de cambio social, político y cultural” [Artizia 
y Ureta, 2022: 8]. La industria de los hidrocarburos en todo 
el mundo ha sido desarrollada y operada desde una visión 
vertical, tecnocrática y excluyente, sin tomar en cuenta a la 
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ciudadanía en el proceso decisional (consumidores, usuarios, 
etcétera) ni incluir a las comunidades, afectadas por la pre-
sencia de la infraestructura de los megaproyectos en sus 
tierras, en la apropiación de la energía. En el caso de Méxi-
co, se trata de una dinámica que va en contrasentido de las 
señales enviadas por la expropiación y nacionalización pe-
troleras. En efecto, México fue el primer país en expropiar a 
las compañías extranjeras y nacionalizar sus recursos en 
tierra (18 de marzo de 1938) para restituir a la nación sus 
prerrogativas sobre bienes mineros y recursos naturales (así 
como su soberanía nacional). Contradictoriamente, aquel mo-
vimiento de liberación va a ignorar los derechos fundamentales 
de las poblaciones locales (indígenas o mestizas) —y agra-
viar su condición de exclusión— en los territorios en los que 
se instalaron los numerosos proyectos petroleros.

Durante muchos años, los temas de gestión social —y am-
biental— relacionados con las afectaciones ligadas a la pre-
sencia de la infraestructura de megaproyectos energéticos 
fueron las asignaturas pendientes de las diversas políti-
cas energéticas. Hubo que esperar la Reforma Energética (2013-
2014) —que abrió toda la cadena de valor de la industria a la 
inversión privada— para que las externalidades negati-
vas oriundas de la exploración y extracción de hidrocarburos 
(y la energía eléctrica) en las comunidades fueran, por fin, 
parte de la agenda pública. Se creó una nueva legislación y 
nuevas entidades para dar certidumbre a los nuevos inver-
sionistas y, de cierta manera, a las comunidades, así como 
mejorar la gobernabilidad territorial, si bien los cambios no evi-
dencian una mejor convivencia entre operadores, gobiernos 
locales y comunidades. Los conflictos siguen, con retrasos o can-
celaciones de proyectos, mientras que las comunidades se di-
viden y se enfrentan respecto a las oportunidades y/o los daños 
de los proyectos. El marco normativo edificado sigue presen-
tando múltiples deficiencias que le impiden asegurar mejor 



199

gobernabilidad en los municipios y estados. Tampoco puede 
atender adecuadamente la deuda histórica del Estado hacia 
el campo y las comunidades indígenas [Rousseau, 2017a].

Por último, la fragilidad económico-financiera de Pemex 
representa un reto considerable. El comportamiento defec-
tuoso de las variables operativas de Pemex y de malas deci-
siones financieras acumuladas a lo largo de los años generaron 
problemas estructurales fuertes. Si la capacidad de genera-
ción de flujo antes de impuestos es aceptable, la política fiscal 
anula los resultados y el flujo final residual es negativo. El so-
breendeudamiento de la empresa a mitad del sexenio ante-
rior transformó a Pemex en la empresa más endeudada del 
mundo. A partir de 2017, el gobierno destina recursos para 
cubrir la brecha financiera y rescatar a la empresa [Rousseau, 
2024]. En este sexenio, varias acciones han afectado las fi-
nanzas públicas: la política de subsidios de los combustibles 
fósiles (1.6 % del pib) así como los pasivos laborales enormes de 
Pemex. Las diversas calificadoras (Fitch, Moody’s y Standard 
& Poors) bajaron sus calificaciones de positivas a negativas. 
Además, hoy en día la producción de hidrocarburos ya no es la 
palanca de desarrollo que fue en el pasado para México: si se 
descuentan las aportaciones de capital del gobierno federal a 
Pemex los últimos años, la aportación neta de los ingresos 
petroleros representa sólo 5.6 % de los ingresos totales del 
gobierno federal, comparados con 30 % hace unos 10 o 15 años 
[Barnés de Castro et al., 2023: 8].

¿Hacia una mejor sustentabilidad del sector hidrocarburos en México?

Edificar un marco institucional que propicie una nueva go-
bernanza para atender la complejidad regulatoria e inte-
rinstitucional en la que operarán Pemex, cfe y la industria 
privada en un contexto de descarbonización gradual del sec-
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tor, es un reto imprescindible de atender. Este capítulo no 
aborda este tema, sumamente amplio y complejo; se limita a 
examinar las oportunidades y retos que enfrentará el sector 
si quiere cooperar para un progreso más equilibrado y justo en 
lo económico, social y ambiental.

La descarbonización y sostenibilidad del sector

Áreas de oportunidad para disminuir las operaciones 
contaminantes

Mientras la matriz energética del país siga basada en los 
fósiles, será indispensable atender los problemas y rezagos men-
cionados para propiciar mayor sustentabilidad del sector. De 
los tres tipos de alcance de descarbonización, sería conve-
niente que, por lo menos Pemex —y las empresas del sector 
hidrocarburos en México—, tenga como objetivos reducir las 
emisiones del alcance 1: las emisiones generadas de manera 
directa en las operaciones a lo largo de la cadena de valor 
[Peleteiro y Biersinger, 2022: 195]. Para ello, en este capítulo se 
propone examinar en un primer momento tecnologías de punta 
que contribuyen a reducir la huella de carbono en el horizonte 
2050; se concentra en tres de ellas. La primera está dirigida a los 
hidrocarburos: la captura de carbono y el almacenamiento del 
CO2. Las otras dos provienen de la búsqueda de combustibles 
que no son de origen fósil (en particular, para el transporte): 
los biocombustibles y el hidrógeno.

La captura de carbono y el almacenamiento del CO2

El interés por capturar el CO2 surgió hace más de una dé-
cada. Es una tecnología que permite trabajar con el carbono 
mismo: consiste en capturar el CO2 del crudo producido para 



201

reinyectar en reservorios herméticos, que sean yacimientos 
agotados de petróleo o de gas o bien cavernas salinas que 
cumplan con ciertas normas [Yergin, 2020: 404]. Se compri-
me para reducirlo en un líquido, se transporta por ductos y 
se almacena bajo tierra.

La “captura y almacenamiento de carbono” (ccs, por su 
expresión en inglés) se considera una de las vías tecnológicas 
imprescindibles para alcanzar una intensa descarbonización 
en el horizonte 2050. La Conferencia de las Naciones Unidas 
sobre el Cambio Climático (cop21) y el Acuerdo de París vol-
vieron a estimular esta tecnología con proyectos de ccs; poco 
después, se habló de “carbón, uso y almacenamiento” (ccus, 
por su expresión en inglés). Después del Acuerdo de París, la 
Oil and Gas Climate Initiative —un grupo de trece compañías 
petroleras y/o gaseras— creó un fondo de investigación de 
1.3 mil millones de dólares para estudiar tecnologías propicias 
a la transición energética, centradas sobre el ccus. El gobierno 
de Estados Unidos, por su parte, estableció lo que se conoce 
como el “45Q”, que otorga un incentivo fiscal para las tecno-
logías de ccus, análogo a los créditos fiscales cruciales para 
comercializar lo eólico y lo solar en Estados Unidos [Yering, 
2020: 405]. Según la Agencia Internacional de la Energía (aie), 
las instalaciones actuales de ccus en el mundo permiten capturar 
del orden de 20 millones de toneladas de CO2. El CO2 captu-
rado puede almacenarse y utilizarse de diversas maneras 
(reinyección en yacimientos de petróleo como recuperación 
secundaria para mantener la presión); también puede utili-
zarse en la industria como insumo (química, alimentaria y 
fertilizantes principalmente) y ofrece un potencial enorme como 
combustible del futuro. Es una técnica todavía muy costosa, y 
es de esperar que los avances en la innovación tecnológica en 
los próximos años permitan reducir los costes. Por otro lado, la 
búsqueda actual vuelve a mirar la naturaleza y su manera 
de absorber el carbono y hay proyectos de investigación que 
fabrican plantas enormes dotadas de un gran apetito por 
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absorber el CO2 [ExxonMobil, 2022; Yergin, 2020: 405]. Lograr 
que estas tecnologías sean aplicables masivamente tomará 
tiempo y tiene un alto costo económico. Según ciertos cálculos, 
sólo en los años de la década de 2030 se empezará a tener 
visibilidad sobre el ritmo de los avances en este campo.

En México, la experiencia del ccus ha sido poco afortu-
nada, a pesar de las ventajas que existen por la presencia de 
grandes yacimientos agotados (crudo, gas) para almacenar 
el CO2. Esta reticencia es poco explicable en la medida en 
que podría permitir manufacturar acero y cemento, entre otros 
productos.

Fuentes de combustibles alternativos

Los biocombustibles líquidos

La importancia de los biocombustibles va a crecer mucho, en 
particular en el transporte aéreo y marítimo (aumento expo-
nencial) y en el transporte pesado comercial (se triplicará) 
[ExxonMobil, 2022]. Hoy día el transporte aéreo no está listo 
para ser electrificado, lo cual hace muy atractiva la opción 
de los biocombustibles. El sustainable aviation fuel (saf) pre-
senta una ventaja enorme: no requiere adaptar los motores 
existentes, y evita así inversiones en gastos de capital (Capex, 
por su expresión en inglés). Son combustibles —fabricados con 
caña de azúcar, etanol, etcétera— para motores a explosión des-
tinados a la combustión. Su defecto es que compiten con la su-
perficie agraria para la alimentación y plantean el dilema 
“alimentación humana (o animal) versus energía para el 
transporte”. Recientemente ha habido innovaciones intere-
santes con los biocombustibles llamados de “nueva generación”, 
que se obtienen mediante materias primas de lignocelulosa 
y algas.
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Exxon Mobil trabaja con la camelina: una planta que no des-
plaza los cultivos alimentarios, es de bajo costo y con emisiones 
ultra bajas en carbono. En 2022, firmó un acuerdo con Global 
Clean Energy Holdings para comprar 2.5 millones de barriles 
de diésel renovable por año durante cinco años. Total Ener-
gies, por su parte, ha desarrollado proyectos similares. Estas 
opciones deberían ser materias de investigación en México.

Por su parte, el biogás es prometedor. Es un gas renovable 
que se obtiene de la digestión anaerobia de la materia orgánica 
(procesos de descomposición biológica en ausencia de oxígeno) 
y de la gasificación de la biomasa [Peleteiro y Biersinger, 2022: 
205]. Contribuye a la gestión de residuos y al mejoramiento 
del medio rural y de la economía circular: su materia prima 
proviene de aguas residuales, vertederos de basura y residuos 
agrícolas, ganaderos y de la industria alimentaria. La pro-
ducción mundial actual es pequeña, con un gran potencial de 
crecimiento. Puede ser una de las fuentes energéticas para 
sustituir gradualmente el gas natural. Al igual podría ser un 
nicho interesante para México si decide otorgar incentivos 
económicos.

El hidrógeno: otra alternativa a los combustibles fósiles

El hidrógeno como fuente de combustible podría disminuir 
la huella carbono en los sectores de la industria y del trans-
porte, sobre todo si es hidrógeno verde. El hidrógeno no es una 
fuente de energía primaria sino sólo un vector. Es producto 
de la conversión de otra energía para transformarlo en energía, 
lo que le resta sentido en materia de termodinámica: la tasa de 
conversión energética es muy alta y, por ende, su rendi-
miento no es tan interesante. El hidrógeno natural o blanco 
(naturally occurring hydrogen) es el único que es realmente 
interesante, con pocas fuentes localizadas todavía.
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No obstante, el uso del hidrógeno —aunque no sea blan-
co (natural)— puede ser de interés para la movilidad y la 
industria (petroquímica, cementera, acerera y alimenticia); 
además, se puede almacenar y transportar fácilmente. El 
sector de los hidrocarburos produce alrededor del 90 % del hi-
drógeno, sobre todo a partir del gas natural. De éste, la mayor 
parte es hidrógeno gris (con generación de CO2 que se emite 
a la atmósfera); por su lado, el hidrógeno azul se obtiene de la 
misma manera que el gris excepto que, allí, se captura el CO2 
(almacenamiento permanente o insumo para otras aplicacio-
nes). A pesar de que no es completamente limpio, emite menos 
CO2 que el hidrógeno gris. El verde se obtiene mediante elec-
trólisis del agua desmineralizada con fuentes renovables para 
generar la electricidad necesaria: sus emisiones son nulas 
[Peleteiro y Biersinger, 2022: 207-208].

En general, las empresas petroleras se interesan más por 
el hidrógeno azul por las sinergias con su negocio tradicional 
de procesamiento de gas natural y refinación de crudo. Es 
una manera de alargar la vida del gas natural como “energía 
de transición”. En el mundo funcionan 448 proyectos de hi-
drógeno (Europa, 250; Asia y China, 121, y América, 77) con 
una producción total de 90 millones de toneladas al año —el 
90 % de hidrógeno gris (con base en gas natural)—. México 
ha acumulado mucho retraso en comparación con sus vecinos 
latinoamericanos, por el poco interés manifestado por la ac-
tual administración. No obstante, existen tres proyectos de 
hidrógeno en consolidación: en Baja California, Guanajuato 
y Durango. 

No se abordarán aquí dos campos que México debería 
promover con más empuje. Uno es la cogeneración eficiente: 
es la tecnología más relevante si bien no ha tenido éxito en 
México. Nuevo Pemex es el único en elaborar un proyecto 
exitoso (2013-2033), mientras que los proyectos aplicados a 
refinerías o petroquímicas enfrentaron muchos problemas 
(contratos y tarifas entre cfe y Pemex). Sería muy oportuno 
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reactivar los proyectos de cogeneración eficiente sin repli-
car los errores del pasado. Otro es el ahorro y uso eficiente 
de la energía que representa la mejor manera de contribuir 
a la reducción de emisiones. Sería conveniente fortalecer a la 
Comisión Nacional para el Ahorro y Uso Eficiente de la Ener-
gía, así como actualizar las normas oficiales.

Alternativas para una sustentabilidad social más apropiada

Como se mencionó anteriormente, el tema de sustentabilidad 
social está ligado a la dimensión tecnológica del sistema ener-
gético vigente. Constituye un sistema sociotécnico (en la línea 
de la escuela de Tavistock) y no sólo un sistema técnico-tecno-
lógico. El espacio organizacional en torno a la cadena de 
valor de las diferentes fuentes de energía es también un espa-
cio de poder y de dominio con una apropiación desigual de 
la energía (en producción, distribución y consumo). Así, la 
transición energética no puede ser sólo un cambio de mix ener-
gético (menos carbonado), sino una transición socioeconómica 
y política. En este sentido, es un momento idóneo para repen-
sar y rediseñar las dinámicas sociales ligadas a la emergencia 
de nuevas fuentes y tecnologías. Mientras tanto, el esfuerzo 
que hará el sector de los hidrocarburos para operar de manera 
más limpia debe también alcanzar la búsqueda de alterna-
tivas para integrar mejor a la población en las decisiones 
que la afectan, y en los beneficios que la industria deja al 
ejecutar la actividad en sus territorios.

Es importante integrar a la ciudadanía en la toma de deci-
siones lo que requiere una verdadera e intensa política de in-
formación y una educación de calidad (en diversos ámbitos 
—escolares, mediáticos, de asociaciones—, de buen nivel y acce-
sible a todos para evitar toda demagogia) en aras de eliminar 
la práctica nefasta de buscar el apoyo ciudadano en el último 
momento al tener soluciones tecnológicas ya predeterminadas. 
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El consumidor —que además paga impuestos— debe estar mucho 
más involucrado en decisiones que lo afectan directamente, en 
su monedero y en su vida cotidiana. Esta política de integra-
ción también debe beneficiar a los políticos de nivel medio: 
muchos de ellos (cámaras de diputados —estatal o federal— y, a 
veces, de senadores) desconocen el contenido de las iniciativas 
que deberán votar.

Por otro lado, habrá que revisar de manera cuidadosa los 
artículos 118 y 121 de la Ley de Hidrocarburos y su respec-
tivo Reglamento, artículos del 78 al 89, que son los rectores de 
la política pública en materia de impacto social y consulta pre-
via libre e informada (cpli) en hidrocarburos. Será necesario 
fortalecer de diversas maneras los órganos constituidos en 
2015: darles mayor autonomía política y administrativa (no 
pueden ser juez y parte), aumentar sus partidas presupues-
tales. Estas carencias impiden que contraten personal sufi-
ciente para la cantidad de evaluación de impacto social (Evis) a 
revisar y para orientar y dar seguimiento a los casos. Por otro 
lado, implementar la regulación requiere de una buena coordi-
nación entre los tres niveles de gobierno (federación, estado, 
municipio) porque muchas veces se actúa desde una posición 
política que resulta en enfrentamiento. Las demandas socia-
les que surgen de proyectos o temas energéticos en diversas 
ocasiones se han mezclado con otras demandas y rezagos 
sociales que tienen diferentes orígenes y con intereses político-
electorales de numerosos actores.

Una adecuada normatividad, y su debida aplicación or-
ganizativa y operativa en campo, permitiría transparentar las 
acciones ante las demandas y conflictos sociales y abstraerse 
del juego político-electoral. Por su lado, en su mayoría, las em-
presas perciben las Evis como un mecanismo procedimen-
tal para continuar con el proceso administrativo y no como la 
herramienta clave que les permitiría tener una relación po-
sitiva de largo plazo con la comunidad. Tienden a emplear 
empresas consultoras para realizar Evis, sin conocimiento 
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en temas de derechos humanos, materia indígena ni expe-
riencia con las comunidades. Lleva a cabo Evis de escritorio, 
lo cual no les permitirá entender ni comunicarse con las 
comunidades. Si bien es cierto que ha mejorado un poco la 
situación, falta todavía una mayor profesionalización y regu-
lación de los consultores para realizar las Evis (establecer 
criterios mínimos para un trabajo de esta naturaleza e im-
portancia).

La mayor conflictividad en hidrocarburos se ha dado en la 
construcción de gasoductos. Lo ejemplifican la falta de con-
clusión de las obras Tuxpan-Tula, El Encino-Topolobampo y 
el Gasoducto Sonora. En los tres casos, se trata de comunidades 
indígenas; son los ejemplos más claros en el subsector de la 
judicialización de los casos. Sobre el petróleo, la constante es 
el bloqueo a instalaciones y pozos de Pemex en el sureste, con 
liderazgos sociales y políticos arraigados. Finalmente, falta dis-
cutir con la profundidad necesaria la situación de inseguridad 
en el país y su relación con los conflictos sociales, secuestros, 
amenazas, derecho de piso, extorsión. ¿Qué sucede al converger 
estas situaciones con problemas en las comunidades? ¿Cómo 
van las empresas a manejar esta situación? ¿Cuál ha sido la 
experiencia en otros países, como Colombia? [pnud et al., 2016]. 
¿Cómo evitar que un proyecto no forme parte del círculo de las 
extorsiones y se convierta en rehén de situaciones que ahondan 
los conflictos en las comunidades?

A manera de conclusión

Este capítulo se ha dado como misión ofrecer un panorama 
amplio acerca de la complejidad de los retos que conlleva 
una transición de la matriz energética —para descarboni-
zar, conservar el medio ambiente y restaurar el tejido social 
desgarrado por un extractivismo desconsiderado— en países 
cuyo modelo de desarrollo está fincado en los hidrocarburos. 
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Antes de enfocarse en el caso mexicano, se ha querido ofrecer 
una visión general, por ser el tema un asunto global. Se ha 
buscado presentar un abanico de temas sensibles al hablar de 
transición energética: desde los diversos tipos de resistencia 
que suelen presentarse —tecnológico, institucional y cultural 
(carbon lock-in)—, el “colonialismo verde” o la imposición 
brutal desde el Norte de medidas poco adaptadas a países 
emergentes con distinto grado de desarrollo (económico, so-
cial, político, tecnológico), hasta la necesidad de considerar el 
sistema energético como un sistema “sociotécnico” —con una 
interacción constante entre lo técnico y lo social—, lo cual im-
plica que cualquier cambio en la matriz energética tendrá que 
ser pensado y diseñado bajo este criterio. La presentación rá-
pida de los principales problemas que conoce la industria 
petrolera (y gasera) en México hoy en día es un pretexto para 
exponer algunos caminos por los cuales podría encaminarse 
la política del próximo gobierno en términos de hidrocarburos.

Finalmente, la selección de tecnologías de punta que se 
respaldan en los hidrocarburos —con posibilidad de extender 
su plazo de vida sin dañar el medio ambiente— es una invi-
tación a que México examine hacia dónde dirigir una parte 
de su política de investigación y desarrollo en los próximos 
años. En lo social, sólo se ofrecieron consideraciones generales; 
un estudio más profundo exigiría un espacio mucho mayor. 
Estas indicaciones son relevantes para empezar a diseñar 
propuestas en varios niveles.
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6. Los vaivenes de la nueva gerencia  
pública en el gobierno de México:  
el caso de la política energética

Israel Solorio

Introducción

En las últimas tres décadas, la administración pública en 
México ha experimentado diversas reformas administrativas 
que reconfiguraron su estructura y funcionamiento [Pardo y 
Cejudo, 2016]. De forma similar a otras partes del mundo 
[Dussauge-Laguna, 2009], en nuestro país estas reformas sirvie-
ron para dar respuesta a un conjunto de crisis que enfrentaba 
el Estado: fiscal, financiera, socioeconómica y, sobre todo, de 
índole política. Cabrero [1997] explica la necesidad de moderni-
zar la administración pública como una forma de solucionar 
la crisis de legitimidad del Estado benefactor y las exigen-
cias de un repliegue estatal por parte de diferentes sectores 
sociales. En este mismo sentido, Uvalle [2012] plantea el 
desgaste de las prácticas de los Estados intervencionistas 
(centralidad, burocratización, verticalidad) en un contexto de 
globalización.

La crítica no sólo recayó sobre el tamaño y la dimensión 
del Estado, sino también sobre los métodos de organización y 
prácticas de gestión [Cejudo, 2011]. En este contexto, la nueva 
gestión pública (ngp) emergió como doctrina para reorientar 
las ideas sobre la administración pública [Hood, 2011], cons-
tituyéndose en una “visión privada de lo público” que cimbró 
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las estructuras gubernamentales alrededor del mundo —que 
incluye a México [Guerrero, 2003: 381]—. En palabras de Cejudo, 
la “combinación de reducir costos, flexibilizar burocracias, em-
poderar a los ciudadanos y mejorar bienes y servicios públicos 
representaba una oferta atractiva en sus recomendaciones a 
los gobiernos de todo el mundo” [Cejudo, 2011: 31].

Tras más de 30 años de su surgimiento, la ngp no sólo ha 
perdido su frescura, también dejó de ser la promesa de revolu-
cionar el sector público [Kettl, 2000]. Como concepto paraguas 
su utilidad teórica residió en la capacidad para englobar el 
conjunto de doctrinas similares que predominaron en las refor-
mas administrativas de las décadas finales del siglo pasado 
[Hood, 2011]. En la práctica, los gobiernos aplicaron selecti-
vamente algunos de sus elementos (gestión más adecuada de 
los fondos públicos, favorecer la competencia, aplicación de pro-
puestas y metodologías propias del sector privado a la ges-
tión pública, asimilación del ciudadano al cliente, la medición y 
el control del impacto que tiene una medida en el bienestar de la 
población) y dejaron fuera otros de acuerdo con sus necesidades, 
restricciones y problemas político-administrativos particu-
lares [Cejudo, 2011; Gómez Cárdenas, 2011].

En años pasados, estudiar la forma en que se diseñaron e 
implementaron los programas inspirados en esta doctrina se 
convirtió en una atractiva agenda de investigación [Barzelay, 
2003; Bryson et al., 2014]. En la literatura emergió un con-
senso de que, si bien la ngp fue innovadora en muchos aspectos, 
puesta en su justa dimensión nunca terminó de desplazar a 
la “vieja administración pública” [Arellano Gault, 2002]. En 
realidad, prevalece una mezcla de distintos modelos o para-
digmas publiadministrativos donde lo viejo coexiste con lo 
nuevo [Dussauge-Laguna, 2009; Osborne, 2006].

Mucha tinta ha sido vertida para discutir los alcances y 
límites de ésta y sus reformas administrativas, estas últimas 
orientadas hacia la transformación interna de las organiza-
ciones públicas en términos de estructura, funcionamiento y 
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resultados [Gómez Cárdenas, 2011]. En México, la ngp como 
discurso y práctica llegó ante el agotamiento del Estado inter-
ventor [Uvalle, 2012]. A partir del sexenio de Ernesto Zedillo 
(1994-2000), esta doctrina fue introducida vigorosamente por 
medio de agendas y planes para mejorar las administraciones 
[Cejudo, 2011], aunque no todos los sectores ni niveles de go-
bierno fueron afectados ni al mismo tiempo ni con la misma 
intensidad.

En la academia mexicana, el principal esfuerzo por com-
prender su potencial transformador fue coordinado por Pardo 
y Cejudo [2016]. Las contribuciones a esta obra colectiva ponen 
atención en el llamado núcleo duro de la administración pú-
blica, tal es el caso de las reglas burocráticas [Nieto Morales, 
2016], la gestión del personal público [Méndez, 2016] y otros 
temas como la descentralización administrativa [Olmeda, 
2016]. En el ámbito estatal, las investigaciones de Martínez 
Vilchis [2005 y 2009] han significado valiosas contribuciones 
para conocer su impacto en la estructura gubernamental de 
las entidades federativas. Lo cierto es que el grueso de publi-
caciones ha tenido una inclinación más teórica que empírica, y 
queda mucho por explorar sobre la forma en que esta doctrina 
se ha impregnado en el sector público mexicano. Particularmente 
hacen falta estudios que den cuenta de la forma en que ins-
piró cambios organizacionales en los diferentes sectores de 
la administración pública mexicana [Manzano, 2018].

En paralelo a la ngp, el concepto de gobernanza adquirió 
centralidad como modelo para describir la nueva forma de rela-
ciones entre Estado y sociedad en la búsqueda por la eficiencia 
[Aguilar, 2007]. Si su sello emblemático fue “constituir una in-
terfase entre el Estado y la sociedad a través del mercado” 
[Guerrero, 2003: 381], la gobernanza se convirtió en el disposi-
tivo ideal para reestructurar las relaciones de poder en línea 
con sus prescripciones gerenciales. Este texto tiene como ob-
jetivo estudiar la forma en que las reformas administrativas en 
México retomaron tanto principios y conceptos centrales de la 
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ngp como esquemas organizativos de la gobernanza. Este 
artículo se adentra en los cambios al sector energético mexica-
no, y ahonda en el análisis de las reformas administrativas 
dentro del subsector eléctrico. Dada la dimensión temporal 
del análisis, se espera no sólo explorar la forma en que ésta 
inspiró los cambios administrativos en el sector energético 
mexicano, sino también observar el posible revés de esta agen-
da ante los cambios políticos recientes. En este análisis, no se 
consideran los cambios aprobados en octubre del 2024 (por lo 
reciente de su adopción).

A esta introducción le siguen cuatro partes. La siguiente 
parte presenta, de forma muy sucinta, la ngp y gobernanza 
como marco analítico de este trabajo. Tras ello, un breve 
apartado metodológico explica la forma en que este trabajo 
se aproxima al estudio de las reformas administrativas en 
el sector energético y justifica la selección del caso de estudio, 
así como el análisis temporal. Previo a la parte empírica de 
esta investigación, se presenta al sector de la energía como par-
te del sistema público administrativo de México. El caso 
consiste en un análisis de las reformas administrativas en el 
subsector de la electricidad, que incluye los esquemas orga-
nizativos de gobernanza. La última sección presenta algunas 
reflexiones finales sobre su implementación en México, así 
como su impacto en la administración pública y dinámicas 
de resistencia. 

Marco analítico

Nueva gestión pública

Como ya se ha mencionado, la ngp es ante todo un concepto 
paraguas que permite “denotar un conjunto de decisiones y 
prácticas administrativas orientadas a flexibilizar estructuras 
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y procesos y a introducir mayor competencia en el sector 
público” [Cejudo, 2011: 17]. Christopher Hood [2011], autor del 
texto fundador del debate académico sobre el tema, la define 
como una unión de corrientes de ideas sin que haya una ex-
plicación única y aceptada de cómo y por qué se fusionaron. 
Como doctrina, se nutre tanto de la escuela de elección públi-
ca como del gerencialismo [Cejudo, 2011]. Hay autores que 
trazan sus orígenes desde la expansión temprana del neoli-
beralismo [Guerrero, 2003] y quienes la señalan cercana al 
libertarianismo [Arellano y Cabrero, 2005].

Ella emerge como una crítica a la centralización jerár-
quica y a la reglamentación precisa e inalterable [Aguilar, 
2007]. Por ende, esta doctrina defiende la superioridad de 
las técnicas de gestión del sector privado sobre las de la admi-
nistración pública tradicional y estima que su aplicación en los 
servicios públicos conducirá de forma automática a mejorar 
la eficiencia y eficacia de los servicios [Osborne, 2006]. Como 
respuesta, desde un sector de la academia de la administra-
ción pública ha persistido la crítica sobre la falta de soporte 
empírico para sus postulados [Cejudo, 2011].

En su texto fundador, Hood [2011] define diferentes compo-
nentes doctrinarios: 1) la gestión profesional activa en el sector 
público con el propósito de dar mayor control discrecional de 
las organizaciones públicas a los altos directivos; 2) estándares 
y mediciones explícitos del desempeño idealmente expresa-
dos en términos cuantitativos; 3) mayor énfasis en los con-
troles de resultados y asignación de recursos y recompensas 
con base en esta lógica; 4) cambio hacia la desagregación de 
las unidades del sector público para desmantelar los viejos sis-
temas de gestión jerárquicos; 5) cambio hacia una mayor com-
petencia en el sector público como clave para reducir costos 
y mejorar niveles en la prestación de servicios; 6) hacer hinca-
pié en las prácticas administrativas del sector privado junto 
con la flexibilización en la contratación, y 7) mayor disciplina 
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y ahorro de los recursos para hacer más con menos en el sector 
público. Como apunta Osborne [2006: 383], la ngp se inclina 
por el establecimiento de una administración pública de natu-
raleza desagregada con un enfoque en la gestión intraorga-
nizacional y se pone por encima de los valores de eficacia y 
competencia a la ética del sector público.

Si bien algunos trabajos empíricos han rastreado la penetra-
ción de ésta en América Latina de forma exitosa con el marco 
antes presentado [Pliscoff-Varas, 2017], esta investigación 
emplea la propuesta por Guerrero [2003] para estudiar su 
configuración en México. Por un lado, el autor pone sobre la 
mesa un conjunto de conceptos fundacionales: privatización, 
que incluye la exoprivatización para transferir la producción 
de bienes y servicios a la administración privada y la endo-
privatización para incluir las técnicas de la administración 
privada en el sector público; mercado, utilización del modelo 
de mercado dentro del sector público; competencia, las organiza-
ciones públicas son rediseñadas dentro del modelo de contrato 
y emergen las figuras de subcontratación y externalización; y 
orientación al cliente, donde la idea del cliente sustituye a la 
noción del ciudadano.

Por otro lado, el autor también señala los elementos que 
reconfiguran el funcionamiento del aparato administrativo: 
el enfoque empresarial gerencial, donde se combinan los papeles 
de empresario y gerente; la gerencia por objetivos y resulta-
dos, donde se formulan estándares explícitos y medidas de 
rendimiento; la agenciación, que implica la desarticulación 
en unidades menores para operar con libertad y flexibilidad; 
y la reducción de costos para ensanchar la eficiencia en la 
asignación de los recursos públicos (cuadro 1). Los elementos 
propuestos por Guerrero [2003] se describen en el siguiente 
cuadro en aras de guiar mejor el análisis.
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Cuadro 1. Elementos configurativos de la ngp

Conceptos fundacionales Elementos configurativos del aparato administrativo

Privatización Enfoque empresarial gerencial

Mercado Gerencia por objetivos y resultados

Competencia Agenciación

Orientación al cliente Reducción de costos

Fuente: elaboración propia con base en datos tomados de Guerrero [2003].

Gobernanza1

Gobernanza es un término que puede ser hallado casi en cual-
quier parte del mundo político; gobiernos, organizaciones no 
gubernamentales (ong), académicos y consultoras, todos em-
plean, para bien o para mal, esta palabra. Tanto así que algunos 
de sus máximos exponentes han advertido sobre los riesgos que 
conlleva su uso. Levi-Faur [2012] ha referido que gobernanza 
es un concepto paraguas que puede incluir agendas de inves-
tigación tan diversas como la eficiencia o legitimidad en el 
ejercicio de gobierno o la producción de un orden multidimensio-
nal dentro del Estado, por el Estado, sin el Estado e incluso más 
allá del Estado. Por su parte, Peters [2012] lo ha definido 
como un concepto de moda tan común que alcanza el grado de 
fetiche, empleado en contextos tan disímbolos como el de las 
organizaciones internacionales o en relación con la gobernanza 
corporativa de las organizaciones del sector privado.

Para Knill y Tosun [2012: 200], la vaguedad del concepto 
gobernanza puede ser rastreada en el hecho de que éste ha 
sido usado no solamente para fines analíticos sino, sobre todo, 

1 Esta sección retoma extractos publicados en Solorio [2021].



218

en un sentido normativo. Al ser reinterpretado en el marco 
de la reforma neoliberal del Estado en la década de 1980, la 
gobernanza pronto adquirió tintes normativos con la idea de 
fortalecer la legitimidad del Estado y su responsabilidad 
ante los ciudadanos [Rhodes, 2012]. Desde entonces, la agenda 
de la “buena gobernanza” ha sido promovida por organizacio-
nes internacionales, como Naciones Unidas, el Banco Mundial, y 
la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económi-
cos (ocde), para promover valores propios de las democracias 
liberales occidentales. En un contexto de reformas neoli-
berales y transición política en muchos países, la búsque-
da de eficiencia económica dio como resultado la difusión de la 
gobernanza como método para la apertura del proceso de 
políticas públicas a actores privados y de la sociedad civil 
[Aguilar, 2007].

Con este telón de fondo, es fácil entender la prevalencia de 
aproximaciones normativas a la gobernanza en México, lo cual 
es visible al acercarse a la obra de los principales estudiosos 
del gobierno y los asuntos públicos. Por ejemplo, para Aguilar 
[2006], gobernanza incluye la distinción entre capacidad y efica-
cia directivas del gobierno. En la misma lógica, Uvalle [2012: 112] 
sostiene que con la gobernanza “emergen condiciones, actores 
y acciones que luchan para incidir en la redistribución del 
poder, hasta estructurar uno nuevo —apertura, publicidad, 
innovación, responsabilidad—”. De tal manera, se vuelve 
importante distinguir entre la acepción normativa y descriptiva 
del término. La primera hace referencia a la importancia de que 
la dirección de la sociedad trascienda la acción gubernamental, 
mientras la segunda alude a la mayor capacidad de decisión e 
influencia que los actores no gubernamentales [Aguilar, 2006].

Progresivamente, el uso de gobernanza se ha asentado para 
indicar más un nuevo modo de gobierno, distinto al modelo 
jerárquico de control, más cooperativo, donde el Estado y 
los actores no estatales participan en redes público/privadas 



219

[Mayntz, 2003: 27]. Para Knill y Tosun [2012: 201], la gober-
nanza implica —en un sentido amplio— un esfuerzo de con-
ducción política y, por ende, de coordinación de las acciones 
individuales para alcanzar ciertos objetivos de política pública. 
Si la gobernanza se refiere a los nuevos métodos bajo los cuales 
la sociedad es gobernada [Rhodes, 2012], el elefante en la sala 
es, a todas luces, el grado y tipo de participación social que 
involucra. Ésta es una fractura fundamental en la literatura 
sobre gobernanza: mientras la ngp puso entre la década de 1990-
2000 el énfasis en los enfoques de mercado y en una visión del 
ciudadano como cliente [Guerrero, 2009], más recientemente 
ha ido más allá de este criterio y sostiene que la participación 
ciudadana contribuye a una acción de gobierno más legítima, 
inclusiva, flexible y efectiva [Howlett et al., 2017].

Esta investigación se inclina por estudiar la gobernanza 
en su acepción descriptiva. Si la gobernanza implica para el 
Estado una creciente necesidad de cooperar con el mercado y 
los diferentes sectores sociales [Serna de la Garza, 2010], se 
cuestiona qué tanto la competencia es parte de la participación 
y, por ende, la gobernanza implica (o no) la misma posibi-
lidad de incidir en el proceso político para todos los actores 
[Fischer, 2018].

Método y fuentes

En su revisión de la ngp en México, Cejudo [2011: 39] argu-
menta que flexibilidad y competencia como sus componentes 
centrales han estado “prácticamente ausentes” de las refor-
mas administrativas. Si bien pone como ejemplos la creación 
del servicio profesional de carrera o la Ley de Transparencia 
y Acceso a la Información, el autor sostiene que escasamente 
se han tocado las estructuras de las agencias o la delegación 
de autoridad a los directivos [Cejudo, 2011]. Empero, cabe 
señalar que, desde que la agenda de investigación sobre la 
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ngp tuvo vigor a la fecha, ha pasado más de una década. En 
este tiempo, reformas largamente promovidas por un sector 
de la clase política mexicana fueron adoptadas, tal es el caso de 
las llamadas reformas estructurales (como energía y teleco-
municaciones) aprobadas en el sexenio de Enrique Peña Nieto 
(2012-2018), gracias al acuerdo transversal llamado Pacto por 
México [Solorio et al., 2021].

La selección de la política energética como sector a estu-
diar responde, por una parte, a la relevancia de analizar la 
forma en que este conjunto de reformas retomó elementos 
inspirados por ésta, y, por el otro, a que el sector energético 
en México ha sido uno donde mayores resistencias se han 
encontrado a su transformación y modernización administra-
tiva [Rousseau, 2017; Solorio y Tosun, 2023]. Por ende, permite 
explorar los alcances y límites de las reformas administrativas 
de la ngp en contextos adversos a su implementación [Gómez 
Cárdenas, 2011].

El periodo de observación comprende desde el gobierno de 
Ernesto Zedillo (1994-2000) hasta el de Andrés Manuel López 
Obrador (2018-2024). La atención se pone en los últimos dos 
sexenios presidenciales (sin incluir las reformas aprobadas du-
rante los primeros días del gobierno de Claudia Sheinbaum). 
La dimensión temporal es relevante, por un lado, porque permite 
observar la forma en que ésta vino de la mano de las reformas 
neoliberales. Por el otro, porque el sexenio presidencial de An-
drés Manuel López Obrador (2018-2024) ha estado caracte-
rizado por cambios radicales de política pública y una retórica 
antineoliberal [Dussauge-Laguna, 2022]. En términos de po-
lítica energética, se ha centrado en revertir la liberalización 
del sector y recuperar la centralidad de las empresas del Es-
tado: Petróleos Mexicanos (Pemex) y Comisión Federal de 
Electricidad (cfe) [Hernández y Bonilla, 2020; Solorio et al., 
2021]. En palabras de Viscidi y colegas [2020], la política 
energética ha regresado a ser Estado-céntrica. La expectativa, 
entonces, es que este periodo temporal facilite observar el 
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revés de por lo menos una parte de las reformas administra-
tivas inspiradas en la ngp.

El estudio se basa en un análisis documental de textos deri-
vados de la Reforma Energética de 2013, como son la Ley de 
la Industria Eléctrica, el Reglamento de la Ley de la Industria 
Eléctrica, así como el Reglamento de la Ley de la Comisión 
Federal de Electricidad. Adicionalmente, se revisan los pla-
nes de negocios de cfe para el periodo a observar. Para el 
análisis de los esquemas organizativos de gobernanza, esta in-
vestigación recupera experiencias participativas estudiadas 
en Solorio y colegas [2023]. En particular, se retoma el pro-
ceso de consulta promovido para la realización del proyecto 
Eólica del Sur.

El sector de la energía en la administración pública mexicana

Históricamente, el sector de la energía en México ha estado 
vinculado con el nacionalismo energético [Meyer, 2022]. Aunque 
contiene dos subsectores diferentes en la naturaleza de sus 
actividades y servicios públicos que proveen hidrocarburos y 
electricidad, ambos han seguido una trayectoria histórica simi-
lar: tras un inicio donde la industria fue controlada por manos 
privadas hubo un proceso de nacionalización y estatización 
seguido por un reciente intento de privatización y dotar al sec-
tor de mayor competitividad. Ambos subsectores son estraté-
gicos para el funcionamiento de la administración pública en 
México, no sólo por su relevancia económica, sino también por 
su función social, lo que ha hecho que las discusiones sobre 
reforma administrativa en el sector energético hayan estado 
fuertemente politizadas. En cuestión administrativa, ambos 
subsectores han estado controlados por monopolios estata-
les: Pemex y cfe, respectivamente. Como apunta Rousseau, 
“Pemex y la cfe se constituyeron como monopolios de Estado 
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e inscribieron su misión nacional y social como objetivos cen-
trales en sus estatutos jurídicos” [Rousseau, 2020: 866].

Para el caso específico de la industria eléctrica, su nacimiento 
se da a finales del siglo xix e inicios del xx, caracterizado sobre 
todo por inversión privada mexicana complementada por capi-
tal extranjero [Sánchez et al., 2004]. La cfe surgió en 1937 
como una institución del Estado para organizar y dirigir un 
sistema nacional de generación, transmisión y distribución de 
energía eléctrica y expandir el servicio eléctrico. Después de la 
nacionalización de la industria eléctrica en 1960, se consti-
tuyó un monopolio del Estado compuesto por cfe y Luz y 
Fuerza del Centro (concentrada en la Ciudad de México y sus 
alrededores), lo que propició una integración vertical de la in-
dustria eléctrica [Natorski y Solorio, 2023]. Tras haber cre-
cido a la sombra del proceso de nacionalización, el sector 
eléctrico mexicano ha tenido un “valor simbólico” tanto para 
la política como para la administración pública mexicana [Rous-
seau, 2020: 855].

Hasta la Reforma Energética de 2013 tanto Pemex como 
cfe funcionaron como organismos públicos descentralizados; 
son éstos, según la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal, “entidades paraestatales cuya responsabilidad es 
hacerse cargo de un área estratégica, un área prioritaria, 
proporcionar un servicio público o social” [Presidencia de la 
República, 1976]. De esta manera, durante años se reconoció 
tanto el carácter estratégico como de servicio público del sector 
energético (no como un producto de mercado). Para analis-
tas del sector energético, Pemex y cfe generaron la mayor parte 
del avance industrial y tecnológico en México, son en la práctica 
súper agencias del gobierno usadas para promover los objetivos 
de desarrollo socioeconómico [Stojanovski, 2012: 286]. Si se 
toma en cuenta que la Secretaría de Energía surge hasta 1994, 
y su predecesora la Secretaría de Energía, Minas e Industria 
Paraestatal en 1982, es fácil notar la centralidad de la que 
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Pemex y cfe gozaron durante años dentro de la administración 
pública de México.

Cabe notar que ambos subsectores fueron progresivamen-
te centro de diversas reformas administrativas desde el sexenio 
de Carlos Salinas de Gortari (1988-1994) hasta el de Enrique 
Peña Nieto (2012-2018). El periodo que coincidió con la en-
trada y profundización de las políticas neoliberales en México 
observó muchos de los cambios orientados hacia flexibilizar su 
estructura en aras de fomentar la competitividad y abrir puer-
tas al mercado [Vargas, 2015a]. Aunque la transformación del 
sector energético ha sido centro de debate académico en México, 
administrativamente poco se ha explorado sobre la forma en 
que la ngp funcionó como fuente de inspiración doctrinal.

La ngp y el sector energético en México

La presente sección tiene como objetivo presentar los hallaz-
gos empíricos sobre la forma en que la ngp impregnó en las 
reformas administrativas derivadas de la Reforma Energéti-
ca de 2013, hasta en los nuevos esquemas de gobernanza. En 
este sentido, es preciso analizar la reforma aprobada con Enri-
que Peña Nieto y sus leyes secundarias como el epítome de 
un proceso de transformación de la administración del sector 
de la energía en México que coincide con la llegada del neolibe-
ralismo. El gobierno de Andrés Manuel López Obrador ha 
cuestionado este proceso. Esta sección empírica primero pre-
senta los antecedentes de la Reforma Energética de 2013. 
Tras ello, se exponen los hallazgos sobre la forma en que 
ésta impregnó las reformas administrativas en el subsec-
tor de la electricidad. En última instancia, se presenta una 
experiencia práctica de gobernanza en el sector energético de 
México. 
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Antecedentes

Si existe un punto de quiebre para el inicio de las reformas en 
el sector energético, éste es la negociación y entrada en vigor 
del Tratado de Libre Comercio de América del Norte (tlcan, 
hoy tmec). Aunque las “reservas mexicanas” al capítulo ener-
gético negociado en 1992 daban señales de que la reforma del 
sector no estaba sobre la mesa de discusión [Vargas, 2015a: 
105], en lo interno, diversas modificaciones legales cambiaron 
sustancialmente las reglas de juego.

En cuanto al subsector de la electricidad, en 1992 se 
aprobó una reforma a la Ley del Servicio Público de Energía 
Eléctrica que permitió a actores privados generar electricidad 
bajo ciertos esquemas [Rodríguez Padilla, 2016]. Dado que la 
Constitución excluía la participación privada de la prestación 
del servicio público de electricidad, para algunos analistas esta 
reforma representó una apertura simulada del sector eléctrico 
mexicano [Belmont, 2012]. En términos organizacionales, em-
pero, mayores cambios fueron obviados dada la resistencia de 
los sindicatos —en especial del Sindicato Mexicano de Elec-
tricistas (sme) perteneciente a la empresa Luz y Fuerza del 
Centro— [Natorski y Solorio, 2023].

Resulta sorpresivo que ni Ernesto Zedillo ni Vicente Fox, 
dos presidentes que promovieron reformas administrativas con 
tintes neoliberales, hayan logrado hacer cambios sustanti-
vos en el sector energético [Gutiérrez, 2008]. En cambio, Fe-
lipe Calderón se enfrentó no sólo con la caída en la producción 
del petróleo, sino también con los efectos negativos en el pre-
supuesto público y afectaciones a la seguridad energética que 
le obligaron a proponer una reforma para el sector [Samples y 
Vittor, 2011].

Los cambios aprobados en el periodo de Felipe Calderón fue-
ron limitados, en comparación con los retos del sector. Lo cierto 
es que se logró transformar tanto el subsector de hidrocarbu-
ros como el de electricidad: en cuanto al primero, se proveyó 
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a Pemex de una gobernanza corporativa y se le otorgó de ma-
yor autonomía presupuestaria y administrativa; en cuanto al 
segundo, reguló la participación de compañías privadas en 
la generación de electricidad [Melgar, 2010; Carreón y Gruns-
tein, 2011; Solorio y Tosun, 2023]. Por si fuera poco, Felipe 
Calderón disolvió, mediante decreto, Luz y Fuerza del Centro, 
y transfirió sus activos a la cfe, lo que debilitó el papel de los 
sindicatos en la política energética de México [Belmont, 2012; 
Natorski y Solorio, 2023; Solorio y Tosun, 2023]. Todo allanó el 
camino a la Reforma Energética de 2013, la cual transformó ra-
dicalmente las reglas del juego en el sector energético.

Como enlista Vargas [2015b: 132], tres cambios constitu-
cionales fueron clave para transitar de un modelo de servicio 
público a uno de negocios: 1) la reforma del artículo 25 de la 
Constitución para convertir a Pemex y la cfe de organismos 
públicos descentralizados a empresas productivas del Estado; 
2) la autorización, vía la reforma del artículo 27 constitucional, 
para dar contratos y concesiones para el subsector hidrocar-
buros, y 3) la eliminación del artículo 28 constitucional de la 
referencia sobre la explotación del petróleo y demás hidro-
carburos como facultad exclusiva de la Nación.

La ngp en el subsector de electricidad

Conceptos fundacionales

Privatización. La Ley de la Industria Eléctrica (lie) de 2014 
considera que el suministro eléctrico es un servicio de interés 
público. No obstante, contempla que los servicios de genera-
ción y comercialización de energía eléctrica se podrán pres-
tar en un régimen de libre competencia [Presidencia de la 
República, 2014c: art. 4]. Se regulariza de jure algo que en 
la práctica ya pasaba de facto: la participación de actores 
privados en la generación eléctrica en México [Natorski y 
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Solorio, 2023]. La expectativa de la reforma era facilitar la 
instalación de nuevas centrales eléctricas mediante la parti-
cipación de actores privados [Gobierno de la República, 2013]. 
Respecto de la comercialización al usuario final, la intención 
de la reforma era que también se abriera a la participación del 
sector privado. En el gobierno de López Obrador, se ha detenido 
la dinámica de expansión de los actores privados en la genera-
ción eléctrica [Viscidi et al., 2020; Solorio y Tosun, 2023]. De 
igual manera, la participación de privados en la comerciali-
zación de electricidad no ha terminado por concretarse.

Mercado. La lie establece la operación de un mercado 
eléctrico mayorista (mem) sujeto a las reglas de mercado [Presi-
dencia de la República, 2014c: art. 96]. Como cualquier otro 
sistema de mercado, el objetivo del mem era garantizar a los 
generadores el acceso abierto y equitativo a la red nacional de 
transmisión y a las redes generales de distribución [Gobierno 
de la República, 2013]. Aunque la lie contempla obligaciones de 
servicio universal de la electricidad [Presidencia de la Repú-
blica, 2014c: art. 113], éste no queda sujeto a la dinámica del 
mercado, sino que es responsabilidad del gobierno federal. 
A fin de instalar la nueva capacidad de generación eléctri-
ca, la lie establece un sistema de subastas [Gobierno de la 
República, 2014b: art. 11] concebido con miras a funcionar en 
condiciones de igualdad para todos los participantes. En aras 
de cumplir con los objetivos de energía limpia, la lie también 
establece un mercado de Certificados de Energía Limpia para 
ser negociables en el marco del mem [Presidencia de la Repú-
blica, 2014c: art. 121]. El gobierno de López Obrador no sólo 
paralizó las subastas de nueva capacidad [Viscidi et al., 2020], 
sino que aprobó una reforma de la lie que abre la puerta a que 
no solamente plantas nuevas de generación reciban los Certifi-
cados de Energía Limpia [Solorio y Tosun, 2013]. En el sexenio 
de López Obrador, también se han modificado los documen-
tos de planeación y las reglas del mem de manera que afectan 
la participación de actores privados [Viscidi et al., 2020].
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Competencia. Según un documento oficial, “la reforma consti-
tucional busca apuntalar las actividades de la cfe de la manera 
que más le convenga a la Nación” [Gobierno de la República, 
2013: 21]. Aunque la cfe mantiene la operación de sus redes 
de transmisión y distribución de electricidad, la lie abre la 
puerta a que se celebren contratos con privados con la finali-
dad de instalar, modernizar o ampliar la infraestructura 
[Presidencia de la República, 2014c: art. 31]. En este senti-
do, el gobierno de López Obrador canceló dos líneas de 
transmisión que representaban la interconexión del centro 
del país con Baja California, por un lado, y con el istmo de Te-
huantepec, por el otro [Viscidi et al., 2020].

Orientación al cliente. La confrontación entre visiones sobre 
el sector de la electricidad (como servicio público opuesto a la 
necesidad de tener una mayor orientación al cliente) han estado 
presentes en la discusión nacional desde la extinción de Luz y 
Fuerza del Centro en el sexenio de Felipe Calderón [Natorski 
y Solorio, 2023]. En este marco, la lie fue diseñada para que 
los usuarios del sistema eléctrico pudieran acceder a los be-
neficios de la competencia [Gobierno de la República, 2013]. 
Para ello, se creó una distinción entre usuarios calificados y 
usuarios básicos [Presidencia de la República, 2014c: art. 3]. La 
diferencia no sólo reside en el tamaño, los primeros grandes y 
los segundos pequeños consumidores, sino también que los 
usuarios calificados pueden adquirir su electricidad de forma 
libre en el mem [Ramírez, 2020]. De esta manera, la lie bus-
caba garantizar la operación eficiente de la industria eléctrica 
en beneficios de los usuarios [Presidencia de la República, 
2014c: art. 1]. El sexenio de AMLO ha estado marcado por 
la confrontación entre el gobierno federal y los grandes consu-
midores de electricidad [Cullell, 2021]. Mientras en el sexenio 
de Peña Nieto la cfe se presentaba como “una empresa de clase 
mundial”, en la actualidad la cfe hace énfasis en la seguridad 
y la soberanía energética nacional, así como en el servicio 
público de electricidad.
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Elementos configurativos del aparato administrativo

Enfoque empresarial gerencial. El consejo de administración 
de la cfe, instalado en octubre de 2014, refleja el enfoque em-
presarial adoptado tras la Reforma Energética. Su integración 
consta de consejeros representantes del gobierno federal, tra-
bajadores y consejeros independientes [Presidencia de la Repú-
blica, 2014a]. El consejo de administración es responsable de 
definir políticas, lineamientos y visión estratégica de la cfe. 
Asimismo, el consejo de administración tiene la potestad de 
modificar el estatuto orgánico de la cfe, tal como se hizo 
en la administración de López Obrador [Presidencia de la 
República, 2021].

Gerencia por objetivos y resultados. El Reglamento de Ley 
de la cfe estipula que la evaluación anual de sus actividades 
empresariales deberá realizarse conforme a las mejores prác-
ticas en la materia y procura una evaluación por resultados 
a través del tiempo [Presidencia de la República, 2015c: art. 22]. 
Incluso en la administración de López Obrador, aunque se 
trató de revertir el modelo operativo y organizacional de la 
cfe, se ha mantenido un modelo de medición del desempeño 
[cfe, 2023b].

Agenciación. Parte central de la reforma energética consis-
tió en la desintegración vertical de la cfe [Rodríguez, 2016]. Para 
ello, la lie especifica que las actividades de generación, trans-
misión distribución y comercialización de electricidad se reali-
zarán de manera independiente y “en estricta separación 
legal” [Presidencia de la República, 2014c: art. 8]. El refor-
mado marco legal también contempla el establecimiento de 
un operador independiente del sistema eléctrico, el Centro 
Nacional de Control de Energía (Cenace), y refuerza la au-
tonomía de la Comisión Reguladora de Energía [Gobierno de la 
República, 2013]. Además, establece que la Secretaría de Ener-
gía será la encargada de “coordinar la política energética del 
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país en materia eléctrica” [Presidencia de la República, 2014c: 
art. 11]. Por su lado, la cfe quedó fragmentada en varias 
subsidiarias según su actividad: generación, transmisión, 
distribución y suministro. En total, la cfe se convirtió en una 
empresa productiva del Estado compuesta por diez empre-
sas productivas subsidiarias y varias empresas filiales. Este 
proceso de fragmentación ha tratado de ser revertido por 
AMLO, quien ha establecido una política para recuperar la 
centralidad de la cfe en el sector eléctrico [Viscidi et al., 2020]. 
En este sexenio, el control de la política eléctrica volvió, en 
los hechos, a manos de la cfe [Solorio y Natorski, 2023].

Reducción de costos. En el Manual de Organización Ge-
neral de la cfe se reconoce a la Reforma Energética de 2013 
como un hito, no sólo por su transformación hacia ser una 
empresa productiva del Estado, sino también porque “su ope-
ración futura habrá de conducirse conforme a estándares 
internacionales y orientarse hacia la generación de valor y 
rentabilidad económica, en el nuevo entorno de competencia 
empresarial del mercado eléctrico, caracterizado por la efi-
ciencia y competitividad de sus operaciones” [cfe, 2023a: 2]. 
Aunque ésta fue la línea seguida en los primeros años tras la 
Reforma Energética, la actual apuesta gubernamental por re-
cuperar a toda costa la centralidad de la cfe ha implicado un 
desbalance financiero para la empresa estatal [imco, 2023].

Gobernanza y el subsector de la electricidad

El sector de la energía en México poco a poco ha incorporado las 
preocupaciones sobre desarrollo sustentable. Si bien la Re-
forma Energética de 2013 fue fuertemente motivada por las 
preocupaciones de competitividad en el sector, también es cierto 
que desde diferentes aristas representó un avance en térmi-
nos ambientales y sociales [Solorio y Tosun, 2023]. De hecho, la 
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lie recoge la importancia de que los proyectos de infraes-
tructura de los sectores público y privado en la industria 
eléctrica atiendan los principios de sostenibilidad [Presi-
dencia de la República, 2014c: art. 117].

En este mismo sentido, la lie mandata a la Secretaría de 
Energía llevar a cabo los procedimientos de consulta necesa-
rios para velar por los derechos de las comunidades y pueblos 
indígenas [Presidencia de la República, 2014c: art. 119], así 
como la necesidad para los promotores de proyectos de infraes-
tructura de presentar una evaluación de impacto social [Pre-
sidencia de la República, 2014c: art. 120]. Los procedimientos 
para ambos instrumentos se especifican con mayor claridad 
en el Reglamento de la lie [Presidencia de la República, 2014b]. 
Para el caso de la consulta, se señala que deberá realizarla la 
Secretaría de Energía en coordinación con la Secretaría de 
Gobernación y la Comisión Nacional para el Desarrollo de los 
Pueblos Indígenas [Presidencia de la República, 2014b: art. 90] 
y que la consulta deberá tener las siguientes características: 
plan de consulta, acuerdos previos, informativa, consultiva, 
deliberativa, y tener seguimiento de acuerdos [Presidencia de 
la República, 2014b: art. 90]. De esta manera, la Reforma Ener-
gética abre la puerta a una nueva gobernanza en el sector 
energético, donde actores privados y comunidades tienen la 
posibilidad de incidir en el proceso de política pública.

Experiencia práctica de gobernanza en el subsector eléctrico:  
Eólica del Sur

Promovido por inversionistas privados extranjeros y nacio-
nales, el proyecto Eólica del Sur es representativo de la expan-
sión reciente en términos de participantes dentro del subsector 
eléctrico mexicano. Este proyecto se localiza dentro del corre-
dor eólico del istmo de Tehuantepec, en el estado de Oaxaca, 
cuya explotación ha sido clave para el auge de la energía 
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renovable en México incentivado por las reformas legales y 
administrativas formuladas en sexenios previos. Conforme 
el progresivo crecimiento de la industria eólica en la región 
ha surgido, emergieron resistencias socioambientales que 
denuncian los “lados oscuros” de la transición energética. En 
palabras de Guzmán [2021], la expansión de Eólica del Sur 
representa “una prolongada historia de resistencia comuni-
taria y, en su contraparte, de insistencia de los desarrolla-
dores del proyecto” [Guzmán, 2021: 137]. Luego de una serie de 
protestas contra el proyecto original inicialmente propues-
to para ser localizado en San Dionisio del Mar, los promoto-
res plantearon su relocalización en el municipio de Juchitán de 
Zaragoza dentro de la misma región.

Derivado de la judicialización del proyecto, hubo una ins-
trucción judicial para llevar a cabo un proceso de consulta para 
obtener los acuerdos necesarios con la comunidad. Pese a la 
resistencia de los promotores, el proceso tuvo lugar entre no-
viembre de 2014 y julio de 2015, organizado por la Secretaría 
de Energía, que culminó con la firma del acto protocolario y el 
otorgamiento del consentimiento al proyecto. En septiembre 
del mismo año, un sector de la población de Juchitán interpuso 
una demanda por la violación a los estándares internacionales 
del proceso de consulta a los pueblos indígenas. La batalla ju-
dicial retrasó el proyecto por cuatro años, hasta que en mayo 
de 2019 el parque Eólica del Sur fue inaugurado bajo el 
gobierno de López Obrador. En este sentido, investigaciones 
recientes han apuntado que este proyecto es representativo del 
compromiso gubernamental con la política de descarbonización 
del subsector eléctrico, con actores de todos los niveles de go-
bierno dentro de los promotores para su realización [Solorio 
et al. 2023].

En este contexto, opositores comunitarios a la construcción 
de grandes parques eólicos en el istmo han llamado al proceso 
de consulta una “trampa burocrática” [Dunlap, 2019]. Encima, 
investigaciones recientes, como la de Solorio y colegas [2023], 
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han apuntado a que, si bien el proceso de consulta permite la 
negociación entre empresas y actores comunitarios, los últi-
mos no tienen la misma capacidad de incidir en el proceso 
político. Además, se ha detectado que el gobierno juega el pa-
pel de juez y parte, pues es organizador de la consulta y promo-
tor del proyecto a la vez. En la práctica, los esquemas organiza-
tivos de gobernanza que se desprenden de la Reforma 
Energética se han impulsado como un dispositivo para rees-
tructurar las relaciones de poder en favor del mercado.

Conclusiones

Al utilizar el marco analítico propuesto por Guerrero [2003], y 
tomar como caso sectorial a estudiar el subsector eléctrico, 
este texto se ha dado la tarea de explorar la forma en que la 
ngp ha reconfigurado el aparato público-administrativo en 
México. Como se pudo ver, pese a las fuertes resistencias que 
existieron durante años, esta doctrina influyó progresiva-
mente en el aparato administrativo mexicano. Esta investi-
gación ha demostrado que la Reforma Energética de 2013 
estuvo fuertemente impregnada por la ngp, tanto en términos 
de principios como de elementos configurativos del aparato 
administrativo y esquemas organizativos de gobernanza.

Con el énfasis en los conceptos fundacionales, es de resaltar 
que la cfe no fue privatizada dado el valor simbólico de la em-
presa para México. En cambio, el sector abrió sus puertas a 
la participación de actores privados en generación y comer-
cialización de electricidad. Si bien este proceso se ha revertido 
con el gobierno de López Obrador, sólo ha sido de forma parcial 
(aunque estos cambios han sido profundizados con las refor-
mas aprobadas en los primeros días del gobierno de Claudia 
Sheinbaum). Los actores privados aún participan en la genera-
ción eléctrica, aunque cada vez con mayores trabas legales, 
políticas y económicas. En este nivel de análisis, también es 
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importante señalar la forma en que las reglas del mercado 
se volvieron la norma durante sexenios anteriores, aunque en la 
actualidad este proceso está cuestionado e incluso parcialmente 
revertido.

En cuanto a la forma en que la Reforma Energética de 2013 
retomó elementos de la ngp para la reconfiguración del aparato 
administrativo, es de remarcar la fragmentación y agenciación 
de la cfe en aras de tener una operación más flexible y eficiente. 
Aunque este proceso también se ha revertido en la práctica, 
legalmente la cfe es una empresa del Estado dividida en partes 
según su función operativa. La fragmentación y agenciación de 
la cfe fue un proceso que llevó muchos años. No es una sor-
presa, por tanto, que sea un proceso difícil de revertir.

Dos lecciones centrales se pueden obtener de esta experien-
cia: 1) en México la ngp se implementó tardíamente y de forma 
selectiva acorde con las necesidades, restricciones y proble-
mas político-administrativos del país, y 2) este proceso no 
ha estado exento de cuestionamientos y críticas y fue par-
cialmente revertido por el actual gobierno de López Obrador. 
Por un lado, la empresa del Estado no fue puesta a la venta 
como en otras partes del mundo, lo que se debió a las dificul-
tades políticas que habría enfrentado tal apuesta. La ngp 
tuvo que adecuarse así a las condiciones propias de la política 
nacional. Por el otro, resulta interesante observar la forma en 
que las reformas inspiradas en ella son cuestionadas por los 
más recientes gobiernos de México. Por lo menos en cuanto 
al subsector eléctrico, esto nos habla de un retorno hacia la 
energía como servicio público. En este sentido, es importante 
señalar que en otras partes del mundo las reformas del sector 
energético inspiradas en esta doctrina también son revertidas.

En tanto a la puesta en marcha de los esquemas de gober-
nanza dentro del sector, la experiencia de Eólica del Sur nos 
muestra la forma en que la gobernanza se ha convertido en un 
dispositivo para reestructurar las relaciones de poder en favor 
del mercado —en línea con las prescripciones gerenciales de 
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la ngp—. En la práctica, la consulta previa ha funcionado como 
un mecanismo legitimador del despojo que Estado y empresas 
han ejercido sobre territorios comunitarios para favorecer 
una transición energética con enfoque de mercado. Esta diná-
mica ha continuado incluso con el gobierno de López Obrador. 
Como sea, queda claro que tanto la implementación de la ngp 
como de la gobernanza en México requieren de mayor análisis 
empírico. En particular, resulta interesante explorar si la diná-
mica de reversión observada es exclusiva del sector energético 
o más bien marca la pauta de las actuales reformas adminis-
trativas en México. Sólo así podremos saber si verdaderamente 
ésta ha llegado a su fin…
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